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Introducción

—Así lo creo yo —respondió Sancho—; pero dígame ahora: ¿quién fue el 
primer volteador del mundo?

—En verdad, hermano —respondió el primo—, que no me sabré determinar 
por ahora, hasta que lo estudie. Yo lo estudiaré en volviendo adonde tengo 

mis libros y yo os satisfaré cuando otra vez nos veamos, que no ha de ser esta 
la postrera.

—Pues mire, señor —replicó Sancho—, no tome trabajo en esto, que 
ahora he caído en la cuenta de lo que le he preguntado: sepa que el primer 

volteador del mundo fue Lucifer, cuando le echaron o arrojaron del cielo, que 
vino volteando hasta los abismos.

—Tienes razón, amigo —dijo el primo.

Y dijo don Quijote:

—Esa pregunta y respuesta no es tuya, Sancho: a alguno las has oído decir.

—Calle, señor —replicó Sancho—, que a buena fe que si me doy a preguntar 
y a responder, que no acabe de aquí a mañana. Sí, que para preguntar 

necedades y responder disparates no he menester yo andar buscando ayuda de 
vecinos.

Miguel de Cervantes Saavedra. El Quijote
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Los recurrentes asaltos o intentos de toma del poder en Amé-
rica Latina durante las últimas décadas señalan la conveniencia de 
reactivar el estudio de un fenómeno que se creía extinto y cuyos 
obituarios eran jurídica, moral y políticamente suscritos: en efec-
to, se trata del golpe de Estado (GE), una acción que indispone a 
las más enternecedoras sensibilidades liberales y cada vez que una 
crisis es calificada de esa manera, proliferan las denuncias y la cen-
sura de organismos multilaterales, jefes de Estado, medios de co-
municación y, en general, de una cierta «comunidad internacional» 
que dice despreciar todo uso de mecanismos violentos e ilegales de 
ruptura de los órdenes establecidos.

En Europa —continente al cual debe su paternidad teórico-po-
lítica el GE—, hay una convicción generalizada sobre la extinción 
del fenómeno en ese territorio, reforzada además por la intensidad 
del reproche que desde allí se dirige a los episodios golpistas que 
se producen en el mundo. En Asia y América Latina, por su par-
te, el GE prácticamente se ha erradicado después de los convulsos 
momentos de emergencia castrense que se presentaron durante el 
siglo XX. En las raquíticas democracias africanas, finalmente, las 
prácticas golpistas se encuentran vigentes (Martínez, 2014).

El tipo de comprensión prevaleciente sobre los GE y algunas 
comprobaciones empíricas parecen haberlos desplazado a geogra-
fías específicas (las «Repúblicas de los Cocos») y haberlos reducido 
definitivamente a síntoma de inmadurez política o, a lo sumo, a 
una «perturbación del desorden» que se traduce en relevos de po-
der sin diseño institucional perdurable y consistente (Fueyo, 2007).

Ese diagnóstico, sin embargo, asocia la imagen del GE con una 
intervención más o menos violenta, favorecida por un poder militar 
o civil-militar que desplaza el poder constituido con el fin de con-
jurar una deriva caótica que, eventualmente, excusaría la ilegalidad 
del golpe al amparo de una presunta legitimidad de la acción. Se 
trata de la imagen de una irrupción excepcional y vertiginosa que 
culmina con un gobierno transitorio, no necesariamente militar, 
que permanece en funciones hasta la «devolución» del poder a las 
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Ilustración 1. Comparativo general por continente de prácticas golpistas.

Fuente: Elaboración propia. Basado en varias fuentes De Andrés (2000), González 
(2001, 2003), Guerrero (2006), Roitman (2017).

mayorías democráticas, habitualmente a través de la convocatoria 
de unas nuevas elecciones. Entre los episodios golpistas recientes y 
más destacados que responden a esas características se pueden citar 
los ocurridos en Madagascar (2009), Níger (2010), Malí (2012), Gui-
nea Bissau (2012), Egipto (2013), Tailandia (2014) y las intentonas 
en Turquía (2012 y 2016), Burkina Faso (2015) y Zimbabue (2017).

Evidentemente, los GE así entendidos son una suerte de ana-
cronismo. Pero no sólo por la paulatina reducción de esa prácti-
ca considerada en términos globales o por el repudio que amerita 
el GE en esos mismos términos. Además, otras razones como las 
dificultades reales y simbólicas que imponen las reglas de juego 
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democráticas, y las condiciones formales y materiales que caracte-
rizan a los actuales estados constitucionales y democráticos de de-
recho, hacen sumamente costosos y de muy difícil justificación los 
escenarios de abrupto desplazamiento del poder. Lo importante de 
considerar estas dificultades y costos es que ellos no implican que 
las intrigas ilegales y antidemocráticas por la toma del poder polí-
tico hayan desaparecido sino que muy por el contrario, permiten 
suponer razonablemente la aparición de ingeniosos, sofisticados o 
tecnificados modelos de captura del poder.

Actualmente, tras la evidencia de una práctica cada vez más in-
frecuente de GE a la usanza del «cuartelazo», abundan otras tantas 
prácticas cuya pretensión es i) el desplazamiento del poder políti-
co a través de disimulados asaltos legales o ii) la perpetuación del 
gobierno en ejercicio a través de reformas constitucionales contro-
ladas e inoponibles. Ejemplos de la primera forma de usurpación, 
esto es, de aquella que logra el desplazamiento de los titulares del 
poder político, fue la «expulsión» de Manuel Zelaya en Hondu-
ras (2009) y el «juicio exprés» llevado a cabo en Paraguay contra el 
presidente Fernando Lugo (2012). Incluso hay otros casos —más 
discutibles, pero— citados por la literatura especializada, como los 
cambios repentinos de gobierno en los sistemas parlamentarios del 
viejo continente con ocasión de la crisis del euro (2011-2012) (Mar-
tínez, 2014). Son todas ellas operaciones en las cuales hay cuestio-
nables prácticas que ponen en duda la vigencia de una instituciona-
lidad que presume de haber superado «la época» del GE.

El segundo caso, esto es, el de la perpetuación en el poder que 
de ordinario utiliza el propio juego democrático, es típico de go-
biernos que promueven cambios constitucionales y fórmulas anti-
montesquianas sobrevinientes, propiciatorias de la concentración, 
desinstitucionalización y continuidad del poder político en el mis-
mo gobierno. Algunos ejemplos particularmente llamativos en el 
contexto latinoamericano son las reformas para la reelección inde-
finida ocurridas en Venezuela (2009), Honduras —cuya intentona 
en 2009 se hizo efectiva en 2015— y Ecuador (2015).
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Los medios de comunicación y la academia persisten en nom-
brar y comprender ambos tipos de eventos como «golpes suaves», 
«golpes de Estado de derecho», «golpes de Estado constitucional», 
«golpes de Estado técnicos» o «golpes taimados». Ruiz, & Rocha 
(2012), Huertas & Cáceres (2014) y Martínez (2014), han utilizado 
estos calificativos para referirse a las que podrían ser calificadas 
como «nuevas modalidades» de golpes de Estado.

Que no se haya prescindido de la locución «golpe de Estado» 
para nombrar estos fenómenos puede revelar simplemente una 
falta de imaginación politológica. Pero también puede tratarse de 
una maniobra intencionada que utiliza el consabido descrédito del 
«golpe» con la finalidad de obtener la desaprobación de los nuevos 
hechos comprendidos bajo aquellas denominaciones. O, finalmen-
te, puede que se trate de un intento teóricamente fundamentado 
por amplificar los contenidos del concepto a fin de abarcar unas 
nuevas realidades que no pueden dejar de lado la idea de GE, pero 
que tampoco pueden mantenerla tal y como ha sido heredada de 
sus autores clásicos.

En cualquier caso, es apenas razonable suponer que si la genera-
lización y el alargamiento conceptual son superlativos, el concepto 
queda desfigurado por aumentar su grado de extensión —denota-
ción— y disminuir su grado de intensión —connotación— (Martí-
nez, 2014). De ahí que no cualquier crisis, relevo o trifulca intestina 
de poderes pueda ser llamada «golpe de Estado», pues su inmode-
rado uso le convertiría más en una desgastada y ruidosa fórmula 
intelectual que en un verdadero dispositivo para la explicación y el 
entendimiento de los fenómenos políticos.

El presente trabajo se encuentra animado por dos interrogan-
tes iniciales que apuntan a ese problema: ¿es apropiado el «estira-
miento» conceptual del GE a fin de comprender la naturaleza de 
unas nuevas realidades jurídicas y políticas que tienen lugar en las 
disputas por el poder?, ¿ese concepto puede ahora mismo ser útil 
como categoría de análisis? La exploración de la respuesta a esas 
preguntas se vale de dos niveles analíticos que considero básicos. 
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El primero lo constituye (i) la aproximación a la forma originaria 
o tradicional de «golpe de Estado» para establecer caracterizacio-
nes e identificar elementos matrices, lo cual permitirá desarrollar 
un segundo nivel de análisis encargado de (ii) determinar hasta 
qué punto los nuevos fenómenos de «relevo» del poder —y no los 
de «continuismo», por lo menos en este trabajo— conservan las 
características primarias del «golpe», y en todo caso cuáles son sus 
grados de congruencia o disparidad (sus asonancias consonantes, con-
sonancias disonantes o simples disonancias).

Establecidas teóricamente las condiciones de posibilidad de 
unas «nuevas modalidades» de golpe de Estado, este trabajo exa-
mina algunos de los casos mencionados en el contexto latinoame-
ricano, aunque descarta los golpes tipo «cuartelazo» ocurridos allí 
mismo en el siglo XX. A estos últimos, sin embargo, se aludirá en 
el momento en que se requiera la modelación del golpe tradicional. 
Así que, en cuanto el problema básico de este ensayo se encuentra 
constituido por las denominadas «nuevas modalidades» de GE, y 
particularmente por la manera en que se concreta en los «relevos» 
del poder ejecutivo, se abordarán los eventos de desplazamien-
to efectivo del poder en los casos de Honduras (2009), Paraguay 
(2012) y Brasil (2016).

En el primer capítulo se realiza una aproximación general a 
las transformaciones del Estado sobre el supuesto a veces no tan 
evidente de que sus mutaciones tienen implicaciones directas en 
la modalidad o la forma como se produce el golpe. En ese sentido, 
también se revisa la metamorfosis de la categoría coupe d’État desde 
su nacimiento en la historia del pensamiento político con el fin de 
indagar por sus variaciones, sus constantes y su adaptación a con-
textos cada vez más afincados en la dinámica democrática.

En el segundo capítulo se examina la pertinacia con que en 
América Latina se ha demandado a la democracia, no obstante los 
diversos y no tan excepcionales «paréntesis» autoritarios que se han 
presentado en la región. En este capítulo se hace también una des-
cripción general de las transiciones a la democracia en el marco 
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de la «tercera ola» que trajo consigo el acogimiento definitivo del 
ideal democrático y el consecuente desprecio por todas las formas 
de violencia política, entre ellas, el GE.

En el tercer capítulo se examinan los casos mencionados de 
salidas anticipadas de presidentes, así: i) el desplazamiento del 
ejecutivo por parte de las FF.AA. y la usurpación de las funciones 
presidenciales por el Congreso, en Honduras (2009); ii) el juicio 
político sumario al presidente de Paraguay (2012); y iii) el juicio 
de responsabilidad a la presidenta de Brasil (2016). El objetivo es 
establecer si allí se presentaron golpes de Estado bajo la expresión 
de «nuevas modalidades» o si todavía se requieren adecuaciones 
conceptuales y metodológicas que permitan una mejor inteligencia 
de esas y de otras realidades afines.

El apartado final presenta algunas breves conclusiones, pone 
a prueba el modelo metodológico propuesto sobre los casos estu-
diados, y sugiere la necesidad de una reflexión crítica sobre «los 
triunfos de la no-violencia» y sobre las formas refinadas de llevar a 
cabo empresas que, funcional y materialmente, han logrado —tal 
vez— efectos golpistas sin interrumpir ruidosa o abruptamente el 
régimen democrático.

§§

Tal vez el trabajo que se encuentra tras este ensayo se dedicó más de 
la cuenta a la búsqueda de primeros volteadores (como los que pedía 
Sancho). Pero era inevitable repasar viejos trazos del pensamiento 
político y filosófico, recoger datos y apuntes sobre contextos del pa-
sado, y enfrentar estas preguntas: ¿cuál es nuestra relación con el 
registro clásico del golpe de Estado?, ¿hay que verlo acaso como una 
pieza del museo de los conceptos políticos, un momento felizmente 
acabado y superado de la violencia humana? Si el pensamiento polí-
tico de la razón de Estado puso los cimientos de las primeras reflexio-
nes en Occidente sobre los golpes de Estado, ¿qué vino luego?, ¿un 
abandono o prolongación de esa primera arquitectura?



xxii  •  

Aquí se asume que acudir a los fundamentos del pensamiento 
golpista, así como recrear intrincados momentos del contexto lati-
noamericano, permite captar lo que se ha construido, tener cons-
ciencia de sus limitaciones y avizorar las posibilidades que ofrecen 
nuestros días para la comprensión de los fenómenos políticos que 
aquí interesan. Glosando las palabras de Zubiri (1978), no es que 
los pensadores políticos modernos sean nuestros clásicos: es que, 
en cierto modo, ese legado somos nosotros mismos.

Este ensayo es parte de un programa de investigación en cons-
trucción que sólo es posible llevar a cabo paso a paso. El GE se 
encuentra tan ligado a la suerte de esa forma de organización del 
poder a la cual constantemente amenaza con perturbar, que tal vez 
apenas estemos comenzando a comprender también los giros o las 
transformaciones de ese «incómodo accesorio» del cual no logra 
todavía desprenderse el Estado.

Preñada de buenas intenciones, es posible que esta investiga-
ción siga la suerte de esas empresas que, por temerarias, resultan 
desquiciadas. Lo que no podría olvidarse es que las desquiciadas 
—y perdidas— causas, son con frecuencia las únicas por las que me-
rece la pena luchar. Eso mismo no impidió que Sancho emprendiera 
aventuras insospechadas, siendo la idea de un falso reinado sobre 
una ínsula remota el único momento en que no dudó de la cordura 
de don Quijote. La de aquí también ha sido una correría intelec-
tual pródiga en experiencias y aprendizajes para quien, sin poder 
apresurarse libre por los inabarcables campos del pensamiento po-
lítico, intentó por lo menos —como Sancho— jugar de malicioso 
escudero.

La versión original de este trabajo sirvió para optar por el tí-
tulo de Magíster en Ciencia Política concedido por el Instituto de 
Estudios Políticos de la Universidad de Antioquia. Como se sabe, 
las monografías no son un trabajo meramente individual, al cabo 
sea sólo «uno» o «alguien» quien obtenga los méritos académicos. 
Por eso mismo agradezco siempre a mi familia y amigos cercanos 
su acompañamiento y paciencia; a los lectores Fabio Giraldo y Ma-
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rio Montoya quienes juzgaron meritorio este trabajo y me conmi-
naron intelectualmente a afinar algunos de los argumentos aquí 
expresados; a los juiciosos revisores de esta versión corregida por 
sus observaciones y sugerencias, entre ellos a los profesores Wilmar 
Martínez Márquez y Juan Carlos Vélez Rendón: como suele decirse 
en estos casos, pese a que los errores que persistan me pertenecen, 
todos ellos contribuyeron a que su lista no fuera tan prolongada 
como al principio.

Un agradecimiento especial va dirigido a mi director de tesis, 
el Profe William Fredy, porque siento que su confianza —de la que 
también me hizo responsable— permitió que la redacción de este 
texto tuviera un tono propio y una escritura sincera; las asesorías 
que a veces eran monólogos suyos, me señalaron nuevos horizon-
tes, eran la revelación de un fino análisis o la entrega generosa 
de una palabra inteligente. Extiendo mi gratitud, en general, a mi 
casa de estudios que es el Instituto de Estudios Políticos porque fue 
y es un espacio para el encuentro académico y el aprendizaje res-
ponsable y crítico; bajo su tutoría pude obtener una beca pasantía 
como Joven Investigadora Colciencias, lo cual facilitó bastante mi 
trabajo y, sobre todo, aligeró el peso de la «eficiencia terminal» que 
se demanda hoy en los programas de posgrado. Un reconocimien-
to especial a todos sus profesores y una gratitud inmensa también a 
mis compañeros de maestría, especialmente a Leyder, Anny, Oban-
do y Giovani porque en el aula y fuera de ella, fueron interlocutores 
sensatos y contribuyeron no solo al trabajo académico sino que, con 
intención o sin ella, me dieron invaluables lecciones de vida.





1. El Estado y los golpes de Estado

1.1 El Estado

La fórmula golpe de Estado está compuesta de dos sustantivos unidos 
por una preposición. Dicho así, la observación no es indicativa de 
nada especial más allá de lo meramente gramatical, pero revisadas 
algunas notas históricas salta a la vista una conclusión menos evi-
dente: la idea de que el GE guarda un vínculo esencial o una perte-
nencia sustantiva con la idea del Estado y por lo mismo, al menos 
en sus comienzos, resulta cercana a otras categorías como la razón 
de estado y los arcana imperii (secretos de estado).

Si no se trata de una mera coincidencia, parece necesario el en-
tendimiento de la transformación de la idea de Estado para captar 
la consecuente mutación del golpe en tanto categoría política «tribu-
taria» de aquél, que es lo que se golpea. Este capítulo se desarrolla 
con esta idea puesta en el horizonte.

1.1.1 Del Estado como organización política moderna

La forma política estatal no tiene una fecha precisa de nacimiento, 
pero las narraciones sobre su formación en Europa señalan un pe-
ríodo crítico que puede rastrearse entre los siglos XV y XVII pro-
ducto de un lento y prolongado proceso de construcción social y 
de acontecimientos históricos «cuya agregación produce un cambio 
cualitativo de la estructura política» (Garita, 2011:248). Este pro-
ceso consistió básicamente en la administración, control, centra-
lización y monopolio de los medios efectivos de la violencia y el 
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consecuente arrebato a los nobles del «derecho» a librar guerras 
particulares. El logro del desarme civil mediante la criminalización 
y proscripción de los empresarios de la guerra y sus ejércitos pri-
vados fue posible acudiendo en mayor o menor medida al capital y 
a los capitalistas para reordenar la coerción (Tilly, 1992: 111-112).

La expansión y el aumento de la fuerza armada del Estado in-
crementaron los medios coercitivos bajo su control y disminuyeron 
las probabilidades de éxito de futuras rebeliones. Esta lógica cen-
tralizadora del uso de la violencia, vuelve «casi imposible que una 
facción disidente se haga con el poder en un Estado europeo sin la 
colaboración activa de alguna sección de las propias fuerzas arma-
das estatales» (Tilly, 1992: 113). El mantenimiento de estas fuerzas 
armadas, adicionalmente, fue condición de posibilidad para el sur-
gimiento de organizaciones complementarias que se convirtieron 
en estructuras permanentes del Estado: aparatos fiscales, tesore-
rías, servicios de abastecimiento. El monopolio de la violencia le-
gítima se expresa aquí en una doble coacción: el uso de la fuerza 
y la recaudación de impuestos. Los medios financieros sostienen 
el monopolio de la violencia y a su vez, el monopolio de la fuerza 
afluye al poder central al sostenimiento del poder fiscal.

En el proceso sociogenético del Estado concurren luchas so-
ciales de exclusión que tuvieron como resultado una acumulación 
continua de territorios en manos del vencedor, lo cual en palabras 
de Norbert Elías daría lugar a

un centro territorial de poder tan superior a los demás, tan rico en me-
dios materiales y tan sólido que dio ocasión al poder dominante de some-
ter a su autoridad poco a poco a las demás unidades, por medios pacíficos 
o por medios bélicos, absorbiéndolas finalmente en su aparato de domi-
nación, ya por integración ya por derrota (Elias, 1989: 341).

Tilly (1992) agrega una nota esencial en el proceso de forma-
ción de los Estados europeos: el crédito. Efectivamente, en vista 
de las pocas facilidades de los Estados para financiar con ren-
tas corrientes los altos gastos militares, los capitalistas europeos 
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ofrecieron préstamos de dinero que permitieron a las nacientes 
unidades políticas estatales gastar anticipándose a sus ingresos, y 
adquirir deudas a cambio de cargos o derechos sobre rentas guber-
namentales futuras. Este acceso al crédito le permitió mayor movi-
lidad al naciente Estado en comparación con sus contendientes y, 
en consecuencia, un incremento en las posibilidades de ganar las 
guerras.

Pero los capitales privados no sólo sirvieron de financiamiento 
por la vía del endeudamiento, sino que también compraron deuda 
pública. Estas importantes inyecciones de capital significaron mu-
chas veces superioridad y rapidez «para ponerse en pie de guerra» 
(Tilly, 1992: 134-136). Durante el largo período de formación de 
las unidades políticas europeas, la guerra estructuró internamente 
a los Estados y sólo aquellos que pudieron mantener los ejércitos 
con sus propios recursos, prevalecieron. De faltar alguno de los 
monopolios (de la violencia y el poder fiscal), faltaría el Estado ya 
que él mismo es ese aparato público-administrativo especializado 
de dominación para la gestión de los monopolios constituidos y 
consolidados que reemplazaron las luchas sociales de exclusión y libre 
competencia por la acumulación.

Con la finalización de las luchas monopólicas y en vísperas de 
la consolidación de un monopolio central en cabeza de la unidad 
política estatal, el ejercicio de la coerción disminuyó o por lo menos 
se hizo más invisible en el horizonte sociopolítico en tanto se ins-
titucionalizó la relación capital/trabajo y se logró con el tiempo la 
ciudadanía social y política (Mann, 1997). La garantía permanente 
del monopolio financiero y coercitivo se logró con la aparición de un 
aparato burocrático y jerarquizado de funcionarios en el que se dis-
tribuyeron cargos que garantizaran la penetración estatal en la socie-
dad y el esfuerzo por consolidar mecanismos de integración social.

En últimas, el Estado moderno europeo se asentó sobre la 
centralización de múltiples redes de poder en una estructura po-
limorfa capaz de articular consenso y coerción. Es decir, la estruc-
turación del Estado en contextos altamente conflictivos condujo a la 
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formación y reforzamiento de un poder infraestructural —basado 
en el consenso— y de un poder despótico —sostenido en la coer-
ción— (Tilly, 1992), lo que implicó un cambio de la esfera de ac-
tuación entre lo privado y lo público; el paso de una fase de cons-
titución de monopolios en disputa (esencialmente privados) a una 
fase de constitución de mecanismos de control e integración social 
en el contexto de estructuras sociales basadas en la «diferenciación 
funcional» que permitieron centralizar la autoridad y desarrollar el 
proyecto público-estatal (Elias, 1989: 342).

De otra parte, el proceso de burocratización, esto es, la garan-
tía de permanencia del aparato estatal, se consolidó con el paso 
de varios siglos. Analíticamente, ese proceso fue visto por Michael 
Mann (1997) en tres grandes cristalizaciones: la militar en tiempos 
de absolutismo monárquico, la de movimientos ciudadanos durante 
los procesos revolucionarios del siglo XVIII y la del capitalismo in-
dustrial en tiempos de democracias de partidos (Mann, 1997).1

1 Es con la empresa modernizadora de la monarquía dinástica de los imperios austriaco 
y prusiano que se inaugura la primera fase de cristalización burocrática: el «ritmo de 
la modernización del Estado se aceleró por la necesidad de dinero y hombres que 
impuso el militarismo, de aquí que las administraciones fiscales-militares fueran las 
primeras en racionalizarse» (Mann, 1997:596). En este convulso tiempo de guerras fue 
preciso maximizar los recursos fiscales y aumentar ingresos por recaudo, por lo que 
fueron útiles los modelos cameralistas y de administración militar. Con esta «ofensiva 
burocrática» se impusieron medidas como la disminución de propiedad de cargos, 
la profesionalización del ejército, el pago de salarios y pensiones, el cambio de la 
idea de servidores por «funcionarios personales del Estado», la administración fiscal 
y militar extendida a los dominios del reino, con supervisión a juntas provinciales de 
administración, entre otras. La siguiente cristalización burocrática se dio en el marco 
de los períodos posrevolucionarios y fue producto de las presiones de la burguesía 
y la ciudadanía nacional por obtener la representación política. Fue un período 
de transición del predominio militar a la constitución de un estado diamorfo: civil 
y militar. Los regímenes francés y anglosajón fortalecieron y ampliaron por esta 
vía la democracia (de partidos) y la responsabilidad del aparato burocrático, pues 
lograron institucionalizar los compromisos entre el antiguo régimen y la naciente 
burguesía. Ésta no fue una relación precisamente pacífica; todo lo contrario, permitió 
la emergencia de la tercera cristalización, caracterizada por el desarrollo superlativo 
del poder infraestructural del Estado y el avance en la institucionalización de la 
democracia de partidos.
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Si bien los primeros impulsos de la burocratización estuvieron 
animados por las presiones fiscales y el militarismo geopolítico —
correlativos a la necesidad de consolidar los monopolios financie-
ro y militar como ventana al Estado moderno—, las últimas dos 
fases de cristalización requirieron de la institucionalización de la 
democracia de partidos, así como una estructura burocrática que 
permitiera la demarcación territorial de un ámbito de poder (mate-
rialización de la soberanía), el tránsito del pago de tributos al pago 
de impuesto; la transformación de los intermediarios políticos; la 
construcción de la categoría universalizada de ciudadanía; la con-
solidación y generación del proyecto de nación; la preocupación 
por la desigualdad socioeconómica y jurídica, y el paso de la subor-
dinación a la asimilación (Mann, 1997).

Con su paternidad histórico-política localizada en el continente 
europeo, ese Estado ha sido un modelo de organización exportado 
con más o menos éxito a todo el orbe, hecho que se hace evidente 
en la experiencia de mirar un mapamundi político. Desde hace va-
rios siglos el Estado se ha fijado como prototipo de la vida político-
social y se presenta de una forma más o menos ineludible a través 
de las instituciones que lo representan (burocracia, orden legal, 
ciudadanía); de los fines que se le atribuyen (convivencia pacífica, 
aseguramiento de la soberanía, salvaguarda de las libertades indi-
viduales) y, más recientemente, de las expectativas que genera y las 
demandas que recibe (seguridad social, políticas de pleno empleo, 
redistribución del producto social, conservación de recursos natu-
rales, condiciones para el desarrollo, etc.) (Garita, 2011:251-252).

Esta organización burocrática y administrativa del Estado era 
condición necesaria para que el GE emergiera en el repertorio de 
las prácticas políticas de conquista o de acceso al poder. No es un 
accidente histórico que el momento inaugural de la literatura po-
lítica del Estado coincida con el nacimiento del Estado Moderno. 
Así, «monopolio», «centralización», «especialización», y aun «civili-
zación», son todas ellas no solo palabras claves para comprender la 
formación del Estado, sino también precondiciones para la aparición 
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del GE como una forma de conquista del poder concentrado en esa 
específica forma de organización política. 

En la prolongada marcha de las sociedades hacia la civilización, 
en los factores explicativos del éxito del Estado-nación, y en los 
procesos de formación de la dictadura y de la democracia, segu-
ramente anidan los rasgos igualmente cambiantes de esa práctica 
política que es el GE.

1.1.2 ¿La centralidad política del Estado?

Entre los siglos XVI-XVII, la historia de las ideas políticas ha tenido 
que ver con la forma de organización de un poder soberano encar-
nado en el Estado. Entre ellas, destaca por la audacia y novedad de 
sus ideas el contractualismo, que funda el poder sobre el postulado 
hipotético de un pacto o contrato entre hombres libres e iguales 
para la instauración de una sociedad política; de una neutralidad 
de esta asociación política frente a la idea de bien o frente a inte-
reses particulares; de la «limitación» del Estado a unas tareas míni-
mas de aseguramiento para que los individuos puedan ocuparse de 
su vida privada, o la idea de garantía de igualdad formal a partir de 
unos derechos prepolíticos y naturales de los hombres. Todas estas 
afirmaciones liberales se encuentran —con más o menos debates y 
desacuerdos puntuales— en las versiones políticas contractualistas 
(Cortés Rodas, 1997: 59-60).

Wolin afirma que Hobbes, al no concebir «una relación integral 
entre factores económicos y fenómenos políticos» (Wolin, 1974: 307) 
o más exactamente, al no lograr captar esas interconexiones, elabo-
ró una teoría pura, netamente política que aisló elementos religio-
sos, económicos y sociales del interés exclusivamente político.2 Sin 
embargo, en el empeño por definir e identificar lo verdaderamente 
político, Hobbes renovó la importancia de delimitar sus alcances 

2 Ahí podría inclusive rastrearse la raíz del binomio Estado/Sociedad, que ahora resulta 
tan alérgica a las ciencias sociales habituadas a pensar lo político como resultado de 
fenómenos económicos o condicionamientos sociales o culturales.
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y establecer lo que es o no político dependiendo de si es posible 
lograrlo a través de instrumentos y medios políticos. Si bien pueden 
existir «bienes superiores», ellos quedan fuera del ámbito de lo polí-
tico si no están al alcance de sus medios; en consecuencia, muchas es-
feras importantes de la actividad humana no adquieren significación 
política y quedan circunscritas, por oposición, al plano de lo social.

Lo que posteriormente contribuyó a la erosión de lo político 
fue el redescubrimiento y la nueva preocupación por lo social en el 
pensamiento post hobbesiano. Precisamente Wolin (1974) habla de 
la ruta de Locke, que ubicaría en la misma senda a los economistas 
clásicos, los utilitaristas ingleses y los liberales y fisiócratas france-
ses. Si bien para Locke la sociedad también era una entidad distinta 
de lo político, asimismo aparecía como símbolo abreviado de toda em-
presa útil mientras que el poco prestigio de la actividad propiamen-
te política era equiparada al conjunto de instituciones comprendi-
das con el rótulo de gobierno. El sistema ideado por los economistas 
clásicos reflejaba un pronunciado interés en el orden creado por 
las relaciones humanas a través de comportamientos económicos 
regularizados sin necesidad de coacción. Así, las transacciones eco-
nómicas teñían «de matices antipolíticos» el modelo ideado por los 
economistas; un modelo en el cual parecía innecesaria la presencia 
de una autoridad con capacidad de supervisión y control porque 
los mismos hombres, por naturaleza, se organizaban de acuerdo 
con una división social del trabajo en estructuras complejas e inge-
niosas de interdependencia.

Con el liberalismo, la presencia de lo político —y si se quiere 
del Estado como su forma preferente de manifestación— era prác-
ticamente inútil, si no innecesaria. La sociedad en cuanto conjunto 
cerrado de fuerzas interactuantes, era —o parecía— suficientemente 
capaz de hacer y mantener su propia existencia sin la intervención 
de ningún agente externo. Estas tesis tomaron gran fuerza durante 
el siglo XIX cuando se debatieron «las circunstancias bajo las cuales 
la cooperación y la producción de bienes públicos podrían llevarse 
a cabo sin la necesidad del Estado» (Vázquez, 2011:10). Precisamente 
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la antítesis del modelo iusnaturalista fue, antes que ningún otro, el 
desarrollo de la teoría social decimonónica (Bobbio, 1986).

Además de otros importantes referentes del pensamiento polí-
tico que se ocuparon de cerrar un ciclo prolongado de fundamen-
tación racional de lo político y una filosofía de la historia que veía 
en el Estado el «triunfo de la razón en la tierra» o el «momento 
culminante de la vida colectiva» (Bobbio, 1986), también ven la luz 
la sociología política y el marxismo, que abordan de forma distinta 
el problema del estado (Abrams, 1988).

De una parte, el marxismo mantuvo una relación compleja con 
el Estado arraigada en parte en una tensión sin resolver entre la 
teoría y la práctica marxista: de un lado, negaron la existencia del 
Estado como entidad real (en el mejor de los casos se trataría de un 
objeto abstracto formal) mientras que, de otro lado, discutieron las 
políticas de las sociedades capitalistas como si el Estado, en realidad, 
existiera. Karl Marx y Friedrich Engels junto con Lenin aseguraron

que el estado es de alguna manera una ilusión y al mismo tiempo un 
órgano sobreimpuesto a la sociedad en un sentido para nada ilusorio, 
una simple mascara para el poder de clase y, a la vez, una fuerza política 
organizada por derecho propio. En consecuencia, en vez de dirigir su 
atención a la manera y a los mecanismos por medio de los cuales se ha 
constituido, comunicado e impuesto la idea de existencia del estado, han 
terminado favoreciendo, más o menos incómodamente, el punto de vista 
de que la existencia de la idea del estado también indica la existencia 
oculta de una estructura substancialmente real de algo cuya naturaleza 
se asemeja al estado. Es un deslizamiento imperceptible, pero de fuerte 
impacto desde el reconocimiento inicial del estado como objeto formal-
mente abstracto hasta su tratamiento como agente real-concreto con vo-
luntad, poder y actividad propias (Abrams, 1988: 88).

De acuerdo con Abrams, en la segunda mitad de la pasada cen-
turia aparecieron importantes estudios posmarxistas que, aunque 
revisan con seriedad las teorías clásicas, persisten en la ambigüedad 
de negar al Estado y al mismo tiempo afirmarlo como instrumento 
de dominación de clase y referente de la lucha política.
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De otro lado, la sociología política —continúa Abrams— reem-
plazó la «explicación sociológica del estado» por su «reducción so-
ciológica» al conceder mayor importancia a nociones como las de 
«gobierno civil» o «bien público» que al estudio del Estado como 
entidad independiente. Así, al hacer del «gobierno civil» el objeto 
central de estudio resaltó la idea de que lo relevante no eran las 
estructuras (el aparato, las instituciones) sino el estudio de las fun-
ciones (los procesos, las prácticas). Definido éste como el campo 
de la sociología política, resultó que casi todo tenía que ver con las 
funciones de entrada, y no con las de salida, por lo que la socio-
logía política concentró sus análisis, más que en el aparato al que 
se dirigían las demandas, en las demandas propiamente dichas de 
los grupos de presión y movimientos sociales; en la  cultura polí-
tica, los partidos, las clases, las protestas, las rebeliones, etcétera 
(Abrams, 1988).3

Finalizando el siglo XX tiene lugar la consolidación de dos 
grandes referentes teóricos, en ocasiones confrontados, pero que 
constituyen los cauces por los cuales siguen fluyendo los estudios 
más recientes sobre el Estado: la macrosociología histórica, y la mi-
croeconomía y el análisis racional. Rafael Vázquez (2011) separa esas 

3 La forma en que la sociología política ha terminado, no por explicar sino por deshacerse 
del Estado, es entendida por Abrams como «una patología estrictamente profesional 
de la sociología política que define a los problemas importantes e investigables de 
la disciplina como situados al margen del estado». Esta tendencia encuentra en su 
explicación, por lo menos, el siguiente par de obstáculos teóricos: en primer lugar, 
«la traducción funcional de la noción de estado hecha por Easton, Almond, Mitchell y 
otros, generalmente aceptada como una estrategia definitoria crucial de la sociología 
política, ha dejado a los sociólogos políticos con una noción curiosamente nebulosa e 
imprecisa acerca de qué es o dónde está el que se supone es su principal explicandum. 
Una concepción vaga de las funciones en ejecución —”obtención de objetivos”, 
“adjudicación de reglas” y cosas así— abre necesariamente las puertas a una concepción 
vaga de las estructuras y procesos involucrados en su desempeño». El segundo obstáculo 
tiene que ver con «el ingreso a la arena de la acción política de poblaciones previamente 
inactivas»; por este camino, aunque había un sentido del Estado, éste no formaba parte 
del problema que se investigaba. En su lugar, «[l]a sociología política llegó a ser, en 
la práctica, un cuerpo de trabajo centrado en temas tales como ‘la extensión de la 
ciudadanía a las clases inferiores’, ‘la incorporación de las clases trabajadoras’, ‘las 
condiciones para la democracia estable’» (Abrams, 1988: 84-86).
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perspectivas por autores y orientaciones metodológicas: la primera, 
referida al análisis estructural del estado capitalista, en la cual se 
localizan autores como Perry Anderson, Charles Tilly, Theda Skoc-
pol, Michael Mann y más recientemente Brian Downing y Thomas 
Ertman. Estos autores trabajan con «variables macro a larga escala 
y consideran al Estado como un actor unitario» con el propósito de 
centrarlo «de nuevo en el núcleo de la discusión política» (Vásquez, 
2011: 11).

La segunda perspectiva que localiza Vázquez se basa en «los 
microfundamentos de las constricciones de los actores raciona-
les, que se enfrentan a problemas de acción colectiva y de costes 
de oportunidad, y que deben tener en cuenta los costes de tran-
sacción en sus políticas públicas» (Vásquez, 2011: 11). Aquí se 
destacan Douglas North, Yoraman Barzel, Margaret Levi, David 
Laitin y Mancur Olson, para quienes «el Estado per se no es el 
único actor, puesto que los actores son los agentes que compo-
nen todo el entramado estatal, al igual que los grupos sociales, 
económicos y políticos que llevan a cabo las demandas al mismo» 
(Vázquez, 2011:11).4

La nuez de la discusión teórico-práctica en la cual el Estado 
aparece o hace parte del objeto de análisis, ya sea ocupando un 
lugar central o secundario, contemporáneamente se encuentra 
atravesada por singulares complejidades, entre ellas, de carácter 
epistemológico dada la dificultad de establecer los contornos del Es-
tado, esto es, la incapacidad de determinar lo que ocurre «dentro» 
(pérdida de control sobre las fronteras, por ejemplo) y «fuera» de 
él (implicaciones mundiales de los desarrollos tecnológicos, tran-
sacciones financieras globales, problemas medioambientales e inte-
reses y actuaciones de las corporaciones multinacionales, etc.). De 
otra parte, dificultades metodológicas ya que, primero,

4 Vázquez (2011) destaca que al margen de los trabajos intelectuales concentrados en el 
Estado, existe una tradición que se ocupa del estudio de las comunidades locales como 
«alternativas a la forma política estatal», las cuales sirven también como «formas de 
regulación que aseguren la cooperación y el orden social» (p: 12).
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el Estado es visto como un conjunto de factores y no como una variable 
individual […]; en segundo lugar, se trata de una abstracción lo que sig-
nifica que las decisiones finales son tomadas por individuos concretos, 
gobernantes o burócratas pero no por el Estado en sí; en tercer lugar, el 
Estado es a veces el sujeto de la acción, otras veces el foco donde se lleva 
a cabo la acción, y por lo general la fuerza transformadora y lo que está 
siendo transformado al mismo tiempo. Todo ello requiere un análisis 
dinámico, que incorpora complicadas correlaciones que no siempre es 
fácil poder detectar. Por último está el hecho de que el Estado, lejos de 
ser un concepto universal y atemporalmente aceptado, es un fenómeno 
histórico circunscrito en el espacio y el tiempo. Las experiencias de gene-
ralización y exportación han resultado problemáticas cuando no baldías 
en su esfuerzo (Vázquez, 2011: 8).

Hoy en día el investigador político y social se enfrenta a varios 
desafíos cuando del estudio del «Estado» se trata. El más funda-
mental es el de la comprensión de la misma realidad estatal o, en 
todo caso, el de la forma en que determinadas prácticas se integran 
en un todo armónico entendido como Estado o la idea que se tiene 
de él. Por ejemplo, ante fenómenos e instituciones concretas como 
la administración pública, las fuerzas armadas, la policía, la juris-
dicción, los procesos político-electorales y demás, habrá que pre-
guntar si ellos son, «en sí mismos», el Estado. Resultará desafiante 
la comprensión del papel de la organización estatal en el sistema 
social, la pérdida de centralidad del Estado en el sistema político, 
la construcción de su legitimidad, entre otros aspectos que están 
por ser esclarecidos en lo que respecta a la más reciente biografía 
del Estado o, mejor, en la identificación de las notas esenciales de 
lo que se entienda como Estado contemporáneo.

Por lo pronto y para los efectos de esta investigación, pueden 
derivarse por lo menos dos conclusiones de la breve reconstruc-
ción precedente. La primera de ellas tiene que ver con el desvane-
cimiento del Estado como «locus del poder y control centralizados» 
(Agudo, 2011:13), recuerdo de un pasado de gloria soberana, de 
guerras por el control de recursos y territorios, rivalidades mo-
nárquicas, noblezas intrigantes y emergentes economías capita-
listas. Si bien los valores fundamentales del liberalismo político 
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parecen indiscutibles (derechos de la persona, igualdad ante la 
ley, libertades individuales) es relativo y cuestionable el triunfo 
de sus valores en el orden económico, aunque es cierto que cada 
tanto vuelve la lógica ordenadora del mercado a reemplazar el 
Estado en su función coordinadora, lo que sumado a «la aparición 
de nuevos actores que interactúan en el sistema internacional, la 
profunda interconexión de áreas temáticas y el desdibujamiento 
de las fronteras nacionales como productos del proceso de trans-
nacionalización», han socavado «el histórico rol soberano del Es-
tado» (Vásquez, 2011:8).

La segunda conclusión es que, paradójicamente, la pérdida de 
centralidad del Estado en algunos de los estudios políticos y so-
ciales contemporáneos, ha reforzado una suerte de «estatalidad» 
que consiste en tomarse en serio al Estado: sea cual sea la orien-
tación política o la vía metodológica, la organización política 
estatal no ha desaparecido. Su transformación la ha convertido 
en una entidad adaptativa que sigue siendo accionada por un 
conjunto complejo de instituciones o que desempeña una fun-
ción de forma más o menos autónoma y que en el orden global 
juega un papel determinante de intermediación «entre el nivel 
sistémico y el territorio y la población sobre la cual se ejerce po-
der» (Vásquez, 2011:10).

Teniendo esto en cuenta, ¿podemos suponer razonablemente 
que el GE ha permanecido inmutable durante varios siglos de vi-
gencia histórica o es posible imaginar que otras formas, diversas 
y sustitutas de la vieja irrupción violenta y directa, tienen fines y 
resultados idénticos a las del viejo y despreciable golpe?, ¿pueden 
ser establecidos los elementos característicos del viejo GE a fin de 
conocer si es susceptible de aplicar a la realidad política actual o 
es necesario agregar nuevos elementos al concepto de GE? ¿Qué 
tanto la incorporación de nuevos elementos que definan una re-
novada identidad del GE puede hacerlo excesivamente extraño al 
viejo fenómeno político?
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Precisamente identificar las notas esenciales del GE y lograr 
establecer las posibles interrelaciones entre las transformaciones del 
estado y las suyas propias será el propósito del siguiente apartado.

1.2 El golpe de Estado

Y tras recorrer muchas regiones Caín en unión con su mujer tomó pose-
sión de Naid, y allí construyó su vivienda, en la que nacieron sus hijos. 
[…] Acrecentaba su patrimonio con abundancia de riquezas fruto de la 
rapiña y de la violencia y merced a su invención de las medidas y las pesas 
cambió la moderación con la que antes vivían los hombres, convirtiendo 
su vida, que era pura y generosa por el desconocimiento de estas noveda-
des, en siniestra. Fue el primero en poner lindes a las tierras. Y en fundar 
una ciudad y en fortificarla con murallas para proteger aquel patrimonio, 
obligando a los suyos a vivir todos ellos encerrados allí.

Flavio Josefo - Año 93 d.C.

Política y conflicto son consustanciales. Este punto de partida 
permitirá reconocer que el relato político es, además de otros con-
flictos, la historia de las luchas por el poder. Como en un cuarto de 
espejos, siempre existe manera de retroceder interminablemente 
en el recuento de las disputas, violentas o no, por el acceso al po-
der: intrigas, guerras civiles, revoluciones, rebeliones, resistencias, 
magnicidios… y golpes de Estado: una «técnica de acceso al po-
der», un «mecanismo de permanencia en el mismo» o una «forma 
de dirimir rivalidades o de alejar y de excluir a determinados gru-
pos» (De Andrés, 2000:16).

Para Guglielmo Ferrero (1991) el poder proviene fundamen-
talmente del «miedo universal». En sus reflexiones «acerca del 
mundo, el progreso y la civilización», el autor señala que la fuerza 
bruta del poder puede estimular sensiblemente la obediencia de los 
súbditos, pero igualmente desencadenar revueltas, ambos efectos 
tan posibles como impredecibles. Esta incertidumbre

es causa profunda y última de una de las complicaciones más misterio-
sas e importantes de la historia de la vida, ya que si los hombres temen 
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siempre al poder al que están sometidos, el poder que los somete teme 
siempre a la colectividad sobre la que impera (Ferrero, 1991:41).

En la ininterrumpida sucesión de revueltas —triunfantes o 
fracasadas— que componen la historia, existen tantas maniobras 
contra el poder establecido como esfuerzos del poder establecido 
por impedir esas maniobras; se conjugan el temor de quienes están 
llamados a obedecer, con la incertidumbre de quien(es) ostenta(n) 
la autoridad y conoce(n) la potencialidad de la rebelión. Esta con-
tradicción insalvable es para Ferrero la evidencia de que el poder 
«encierra en su propio ser una suerte de terror secreto y sacral que 
castiga sin piedad a quienes se apoderan de él» (Ferrero, 1991: 42).

El pasaje de la condena de Caín contenido en el epígrafe que 
encabeza este apartado, es, según la hermenéutica bíblica, la reve-
lación de esta «gran verdad histórica»: el fuerte, poderoso, rígido, 
el poseedor, el que se apropia, integra y asimila todo lo que lo 
rodea, y que está destinado por la naturaleza a ser el más recio de 
los dos hermanos, Caín, quedaría «condenado por mor de esa con-
dición, a vivir en el miedo por los siglos de los siglos». El siguiente 
pasaje del Génesis es una versión expresiva de aquella misma lógica 
del poder que explora Ferrero (1991):

10. Y entonces Yâvhe le preguntó a Caín ¿qué has hecho?
11. Por tus actos serás para siempre maldito…
12. En castigo a tu inseguridad y a tu miedo te condeno a vagar eterna-
mente por la Tierra.
13. Y Caín respondió a Yâvhe, «Señor, grande es mi culpa cuando me impones 
tan penosa purificación…»
14. «He aquí que hoy me arrojas de esta tierra y me ordenas esconderme 
de tu presencia; en castigo a mi inseguridad y a mi miedo, andaré errante 
y fugitivo por el mundo y quien me encuentre podrá matarme sin des-
pertar tu ira».
15. Pero no era esa la voluntad de Yâvhe y por ello el Señor dijo: « ¡Ay de 
quien ose perturbar a Caín! el fuerte y potente transformador, porque su desafío no 
servirá más que para exaltarlo siete veces más…» (p: 43).

En medio de ese eterno temor, e incapaces de asegurar su tran-
quilidad aun con el empeño de toda la fuerza y violencia posibles, los 
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titulares del poder deberán recelar no sólo de los sujetos sometidos 
a él, sino de sus propios agentes y colaboradores. Una insubordi-
nación podrá siempre privar de sus brazos al poderoso y dejarlo im-
potente, de suerte que todos los órdenes políticos, incluso aquellos 
mejor organizados, son potencialmente susceptibles tanto de rebe-
liones civiles como de rebeliones «de palacio». Los golpes de Estado 
son precisamente la conquista o control del poder lograda «desde 
adentro» y con ocasión de la desobediencia de los propios servido-
res, de élites políticas o de cuerpos de la administración.

En los pocos siglos que nos separan del origen del Estado mo-
derno, existe ya una extensa tradición golpista que ha cosechado 
amplias y renovadas experiencias de las cuales podríamos advertir, 
aunque preliminarmente, que su práctica tiene resultados impre-
visibles ya que no solo desencadenan procesos de articulación de 
regímenes autoritarios con los que corrientemente se les asocia. O 
dicho de otra manera, que el GE puede tener no sólo un desenlace 
dictatorial, sino también democrático o, en todo caso, activar procesos 
de transición democrática.

La literatura sociológica y política ha formulado algunas hipó-
tesis teóricas sobre cómo puede ser entendido el GE, sintetizadas 
por Eduardo González Calleja (2001) así:  i)  un desarrollo técnico-
político; ii) la estrategia de una «élite modernizadora» (fundamen-
talmente el ejército), iii) el indicador de una crisis social y económi-
ca de países tercermundistas y, iv) una evidencia de la inestabilidad 
político-institucional de un régimen frágil afectado por déficits de 
legitimidad y cultura política (p: 98). Estas teorías enfatizan las con-
diciones internas o externas que desencadenan las acciones gol-
pistas y advierten que la eclosión del GE durante el siglo XX tiene 
asidero tanto en circunstancias internas de cada Estado, como en 
que su ocurrencia se encuentra igualmente relacionada con la evo-
lución y deriva de coyunturas internacionales.

Mientras que el mayor auge golpista en Europa se presentó du-
rante el período de entreguerras, en América Latina, y en general 
en otros países del tercer mundo, la posguerra influyó poderosamente 
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en el incremento de golpes de Estado en momentos —de Guerra 
Fría— en los cuales el «centro» gozaba de cierta estabilidad y des-
plegaba formas de intervención activa o pasiva que incidían en la 
inestabilidad en los países periféricos. Puesto en cifras, en 1974 se 
contabilizaban en el mundo un total de 43 casos en los cuales «los 
militares detentaban directamente el poder, lo que suponía que la 
tercera parte de los países independientes estaba gobernada por 
las fuerzas armadas» (De Andrés, 2000:16). Más tarde, este meca-
nismo de sustitución política se normalizó de tal manera que a fines 
de la década del 70 «más de la mitad de los gobiernos del mundo 
tenía su origen en golpes de Estado, siendo estos más usuales que 
los procesos electorales o la sucesión monárquica» (p: 17).

No obstante la amplia bibliografía que indaga por los orígenes 
intelectuales del golpe de Estado y que más recientemente se pre-
gunta también con rigor científico por sus causas y factores contex-
tuales como aquellos sintetizados por González (2001), el golpismo 
es, según el mismo autor, uno de los fenómenos peor conocidos 
de las crisis políticas pues su tratamiento ha sido confuso en los 
estudios sociales al identificarlo usualmente con un modelo de in-
tervención militar, con un mero tipo de violencia política o con una 
práctica de viejo cuño conservador.

1.2.1 Transformaciones del credo golpista

A la locución golpe de Estado se la vincula de ordinario, y casi sin 
variaciones, con el desplazamiento de la autoridad gubernamental, 
del ejecutivo habitualmente. Pero un desprevenido repaso históri-
co permite advertir transformaciones del GE que han operado en 
el plano sustantivo y procedimental; es decir que la fórmula golpista 
ha cambiado su sentido y ha tecnificado sus prácticas.

El texto Considérations politiques sur les Coups d’État, del bibliote-
cario francés Gabriel Naudé, inaugura en el siglo XVII la bibliogra-
fía política golpista ya que con esta obra el golpe asume una nueva 
dirección teórica que lo conduce al debate entre las lógicas de la 
justicia y la razón de Estado. 
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Dice Naudé que el GE se refiere a las acciones «osadas y extraor-
dinarias» de carácter violento y repentino «que los príncipes están 
obligados a realizar en los negocios difíciles y desesperados» para 
mantener la seguridad del Estado y el bien común en contra de 
sus enemigos y a costa de la legalidad, es decir, «contra el derecho 
común, sin guardar siquiera ningún procedimiento ni formalidad 
de justicia» (Naudé, 1964: 112). Es decir, que entre los atributos del 
golpe destacan su carácter excepcional, secreto, supra o extralegal 
y prudente planificación llevada a cabo siempre desde el poder del 
Estado para su propia defensa (como monarca y como instituciones 
del poder), o la del bien público (Rus Rufino, 2000:270; Freund, 
2007:20; Naudé, 1964).

Estos elementos de la acción golpista tienen sentido si se consi-
dera que a finales del siglo XVI y durante el siglo XVII el problema 
era menos teórico que práctico, por lo cual se destacó el uso de ins-
trumentos políticos en favor de la formación y consolidación de los 
Estados-nación, y prosperó la apelación a la razón de Estado que 
enseñaba a los monarcas la solución de problemas concretos en su 
reinado.5 El GE se consagró en este tiempo como una institución de 
cuño monárquico inscrita dentro de esa lógica absolutista.6

Si bien el «instinto» de los antiguos conoció la «violencia políti-
ca» (González, 2003) y las primeras formas de revolución palaciega 

5 Conviene recordar que en el título original del libro de Naudé (primera edición de 
1639), la frase «consideraciones políticas sobre los golpes de Estado» se encuentra 
precedida por la expresión «Ciencia de los príncipes»: «Science des Princes, ou 
Considérations politiques sur les coups-d’état».

6 Señala Carl Schmitt (1985) que el Estado, en sus orígenes absolutistas, tuvo una 
«triple dirección hacia la dictadura» cuya evidencia se encuentra en una concepción 
técnica del funcionamiento del Estado (la cual presuponía una innata maldad 
dinámica en los hombres); una racionalidad que intentaba ejercer coacción sobre la 
masa desorganizada y una obediencia de los ejecutores del Estado, si no ciega, por lo 
menos «sí de una manera inmediata» (p: 38-44). Todo lo anterior hacía parte de una 
correlativa construcción de la razón de Estado; nacía, como dice Foucault (2006), «otra 
manera de pensar el poder, otra manera de pensar el reino, otra manera de pensar 
el hecho de reinar y gobernar, otra manera de pensar las relaciones del reino de los 
cielos y el reino terrestre. Una vez identificada, esta heterodoxia recibió el nombre 
de política; la política, que sería al arte de gobernar lo que la mathesis era, en la misma 
época, a la ciencia de la naturaleza» (p: 328).
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se expresaron en diversas manifestaciones sediciosas cuya tradición 
se remonta a la Antigüedad, en realidad la historia política no reco-
noció estos hechos como GE estricto sensu. No existió para los anti-
guos «la noción de Estado necesaria para que la usurpación basada 
en una rebelión militar o en una conjura palaciega se transformase 
en una auténtica subversión institucional del régimen» (p: 27).7

Dice González (2003) que, durante la república e imperio ro-
manos, los cambios violentos de poder raras veces hicieron uso de 
una «secuencia cuidadosamente organizada» para la obtención del 
poder mediante la fuerza. Asimismo en la Edad Media, el reves-
timiento teológico de la autoridad escasamente permitió que se 
llevaran a cabo usurpaciones políticas, por lo que en el medievo 
apenas si tuvo cabida una tímida justificación jurídico-moral del 
tiranicidio (González, 2003:27-28). Los GE entendidos como ac-
ciones técnicamente complejas con objetivos políticos definidos sólo tienen 
lugar con la emergencia del Estado moderno, es decir, una vez los 
sistemas políticos cuentan con ciertos atributos funcionales que los 
hacen posibles.

En los primeros siglos de formación y fortalecimiento del apa-
rato estatal, esto es, entre los siglos XVII y XVIII, son escasos los 
eventos golpistas de gran envergadura,8 caracterizados mayorita-
riamente como prácticas ilegales de tomas de poder llevadas a cabo 
a través de «conjuras» y «golpes de palacio» con el fin de eliminar 
al adversario y sin implicar «la utilización consciente de la demasiado 

7 [C]iertamente, antes que [Naudé] otros pensadores habían reflexionado sobre 
cuestiones afines al uso y abuso del poder político, como la naturaleza de la dominación 
tiránica o las circunstancias que justificaban el empleo de la fuerza de los gobernantes 
sobre los gobernados. A este respecto Aristóteles ya había hablado en su Política de los 
secretos y sofismas de los príncipes, y en sus Anales Tácito lo había hecho sobre los ‘secretos 
de imperio’ o arcana imperiorum, entendidos como máximas o reglas para la conservación del 
Estado que no eran legitimadas en función del derecho, sino por la exclusiva consideración del 
bien y la utilidad públicos» (González, 2003:27).

8 González (2003) se refiere a i) el Complot de la Pólvora (1605), ii) la purga del 
Parlamento inglés y la disolución de sus restos por Cromwell (1648 y 1653, 
respectivamente), iii) la conjura de los jacobitas (1722) y el golpe restaurador de 
Gustavo Adolfo III en Suecia (1772).
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primitiva maquinaria estatal con tales designios» (González, 2003:28). 
En consecuencia, las primeras manifestaciones del coup d’État tra-
ducen propiamente «golpes de palacio» y «autogolpes» producto 
del incipiente grado de formación del Estado y las burocracias mo-
dernas, situación que empieza a transformarse con el surgimiento 
de las primeras empresas constitucionales modernas.

El GE ideado por Naudé y considerado como una acción «útil 
al bien del Estado» hizo parte —con mayor o menor brillo— de las 
categorías políticas relevantes hasta el siglo XVIII, período en el 
cual fue desplazado de los intereses intelectuales nacidos con las 
experiencias revolucionarias, concentradas en la constitución y los 
debates sobre la soberanía nacional, la ciudadanía, la igualdad ante 
la ley, los derechos civiles y políticos, la representación y la separa-
ción de poderes (González, 2003).

Pese a devenir epifenómeno durante el paréntesis revolucio-
nario, hacia finales de siglo algunos pocos pero importantísimos 
episodios de colisiones violentas entre poderes del Estado permi-
tieron la reaparición triunfante del GE, recurso del que echaron 
mano tanto republicanos como realistas restauradores. Mientras 
triunfaron los republicanos, ellos mismos hicieron uso de sucesi-
vos golpes del Directorio que fueron una manifestación del «reflujo 
revolucionario» y la confirmación de una situación de inestabili-
dad institucional permanente en la cual el Ejecutivo se imponía al 
Legislativo debido a que en los primeros Consejos era inocultable 
la vitalidad de un realismo fuertemente representado. Sobre esta 
situación como telón de fondo tiene lugar el 18 Fructidor del año 
V, en 1797: en nombre de la razón de Estado y de la legitimidad 
revolucionaria se detiene a representantes realistas, se anulan elec-
ciones y se promulgan leyes de excepción para conservar la Repú-
blica (González, 2003).

Tan solo dos años más tarde, en 1799, ocurre el que es co-
nocido históricamente como el arquetipo y modelo más acabado 
de GE en cabeza del triunvirato Bonaparte, Ducos y Sieyès: el 18 
Brumario del año VIII. Este hecho, por lo demás, también consti-
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tuye el último GE del denominado «período clásico del golpe», un 
acontecimiento en sí mismo revolucionario que implicó la transfor-
mación de un régimen republicano de hegemonía parlamentaria al 
consulado napoleónico, antesala de su Imperio.

Si bien el bando republicano perpetró sin éxito alguna intento-
na golpista, hubo que esperar hasta 1830 para que tuviera lugar otro 
evento que fragmentaría la comprensión clásica de los golpes de Esta-
do. Acompañado por el partido ultramonárquico, Carlos X promulgó 
las Ordenanzas de Julio, llevando a cabo un autogolpe bajo el expedien-
te de un supuesto «estado de excepción constitucional». Estas orde-
nanzas estuvieron privadas de las típicas características de prudencia 
y oportunidad recomendadas por el bibliotecario francés y desenca-
denarían, finalmente, una acción revolucionaria (las «Tres Gloriosas») 
que daría fin no sólo al imperio borbónico sino al «golpe de estado 
entendido como estratagema principesca» (González, 2001).

Definitivamente el significado de las acciones autoritarias de 
Carlos X fue tan profundo y chocó tanto a las fortalecidas concien-
cias republicanas que para la segunda mitad del siglo XIX toda 
práctica o intento de maquinación golpista era tenida por delito 
contra el poder establecido. El golpe de Estado había perdido su 
sentido absolutista de protección del poder; es más: será tenido 
como un ataque al poder, al derecho, a las instituciones de repre-
sentación nacional y a las libertades públicas.

El rechazo creciente al bonapartismo en favor de la república 
y del Estado de Derecho, alimentó en contra del golpismo repro-
ches de talante diverso: mientras que los marxistas veían el golpe 
como una forma de «blanquismo»,9 la tradición republicana lo 

9 El blanquismo, dentro del «marco del movimiento obrero y socialista», es «la corriente que 
ha teorizado la insurrección, violenta e imprevista, de una élite de militantes como el único 
medio posible para pasar a la revolución propiamente dicha, anteponiendo el momento 
de la organización de un grupo restringido y cerrado de dirigentes al del desarrollo 
‘en amplitud’ (…) Se puede hablar, pues, de ‘acción revolucionaria’ de una minoría». 
Actualmente se entiende por blanquismo «un modo de comportamiento político que (…) 
privilegia, frente al movimiento de la organización pública y partidista, el sectarismo, es 
decir la organización de una minoría predominantemente intelectual que, a través de un 
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definía como expresión de fuerzas de naturaleza ultraconservadora 
(González, 2001:2003). Los republicanos radicales, por su parte, 
recelaron porque su violencia revolucionaria (desplegada con fines 
democráticos y progresistas) no fuera confundida con los GE (te-
nidos ya por acciones secretas, contrarrevolucionarias y con fines 
autoritarios).

Las postrimerías del siglo XIX y principios del XX fueron a la 
vez tiempos de vigilancia republicana contra el GE y el momento de 
reemergencia de los movimientos nacionalistas de corte monárqui-
co y católico que, habida cuenda del exilio golpista del repertorio 
republicano, no tardaron en reflexionar sobre el coup de force como 
una acción necesaria para la restauración. En resumidas cuentas, 
que el concepto de golpe de Estado se haya apoyado primero en la 
razón de Estado y el reforzamiento del poder estatal, y que además 
haya sido motivo de reflexión por parte de estos tempranos brotes 
nacionalistas de raigambre monárquica, muy seguramente pesaron 
en la asociación y concepción tantas veces equívoca del GE como 
estrategia conservadora.

El movimiento realista francés (y l’Action française como ejemplo 
concreto) entrevió como condición de posibilidad para el ejerci-
cio del golpe el apoyo ideológico de una fracción importante de 
la opinión pública que sirviera como su antesala propagandística: 
«[n]o se trataba, pues, de una insurrección armada o de una acción 
violenta de masas, sino de un golpe de estado llevado a cabo por 
[…] minorías enérgicas» (González, 2001:2003), es decir, por una 
pequeña porción de la población decidida a la acción bajo la direc-
ción militar o al mando de un jefe de la administración. Antes de 
que ocurriera el golpe, era necesario el convencimiento sobre todo 
de un puñado de «conspiradores resueltos y preparados», sobre la 
necesidad de la toma del poder que podía llevarse a cabo directa-
mente por los «dueños» de la situación política (Jefes de Estado o 

acto de violencia, induce a las masas a la insurrección primero, y luego a la revolución» 
(Bravo, G. «blanquismo». En Bobbio, N., Matteucci, N. & Pasquino, G. (Dirs) (2008). 
Diccionario de Política. México, D.F.: Siglo XXI: 145-146).
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del Ejército) o desde afuera, previa persuasión de las fuerzas ar-
madas o de parte de ellas sobre la necesidad de la acción golpista 
(González, 2001; 2003). Según González, estas iniciativas naciona-
listas se limitaron a una suerte de preparación ideológica que nun-
ca materializó sus «enérgicas» pretensiones de toma del poder.

Más tarde, durante el período de entreguerras, fue activada la 
práctica subversiva a través de tres episodios de signo diverso: el 
ascenso del bolcheviquismo ruso al poder, la «Marcha sobre Roma» 
(Marcia su Roma) y las asonadas protagonizadas por el ala más an-
tidemocrática y antirrepublicana de las Reichswehr alemanas en la 
República de Weimar.10 El resurgimiento del antiliberalismo con-
sistió prácticamente en una necesidad vital, y la frustración ante la 
crisis del Estado de Derecho se convirtió en patente de corso para 
tendencias de derecha y de izquierda que, si bien disentían en sus 
actitudes fundamentales, coincidían en su premisa antiliberal: en la 
Europa continental de entreguerras se podía-ser-todo menos liberal.

En ese período turbulento, in medias res entre el declive del Es-
tado liberal y el auge de los totalitarismos, escribe Malaparte sus 
técnicas del GE con la intención de precaver la defensa de los go-
biernos constitucionales parlamentarios y señalar sus débiles me-
didas de orden público. Pero sus ideas terminaron por convertirse 

10 Estos tres eventos han sido calificados no sólo como GE; también como acciones 
revolucionarias, guerras civiles, conjuras militares o una mezcla estratégica de todas 
ellas. Por ejemplo, el ascenso bolchevique al poder conocido como la revolución de 
octubre es ya indicativo del predominio de la acción política revolucionaria que no 
descarta sino todo lo contrario, en la que convergen otras acciones violentas como la 
insurrección, el golpe o la guerra civil. Es más, la estrategia comunista no comprende 
el GE como una acción autónoma sino articulada a un proyecto insurreccional más 
amplio en el que prima la acción civil sobre la militar y el Ejército ejerce acciones 
menguadas, neutrales o pasivas, a tono con su propuesta ideológica de creación de 
una organización o partido-vanguardia para la infiltración en las élites (gobernantes 
y militares) a efectos de lograr su desmoralización y su «separación espiritual del 
conjunto de la población». Este tratamiento especial del golpe a la usanza comunista 
incrementó la confusión entre «los requerimientos tácticos del golpe de mano al 
estilo bolchevique y el golpe de estado tradicional» (González, 2003:39). Pareciera, 
en todo caso, que la técnica golpista jugó un papel secundario en estos tres casos que 
la literatura asocia más con revolución, pronunciamiento y putsch en Rusia, Italia y 
Alemania, respectivamente (Ver infra Anexo 3).
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—de seguro muy a su pesar— en un breviario de exhortación al 
ataque de la organización del Estado.

El malditismo político maquilló infelizmente la lección de Mala-
parte (2017), quien quiso enseñar que la defensa y conquista del 
Estado había devenido un problema técnico y de tecnologización 
de la violencia a manos profesionales. El derrocamiento de las élites 
tradicionales llevada a cabo, entre otros, por mecanismos golpistas, 
condujo a que «catilinarios» de izquierdas y derechas en Rusia e 
Italia, instauraran dictaduras autoritarias previa realización de una 
acción golpista.

Éste giro epistemológico malapartiano significó el inicio de la 
preocupación metodológica de la toma del poder: si era necesario 
desmantelar el complejo funcionamiento de la maquinaria estatal 
mediante la insurrección, parecía requerirse de una técnica para 
ponerla en marcha. Así, el golpe dependía menos de la situación 
general del país y de las condiciones políticas o sociales, que de 
elementos estratégicos y tácticos, de personal especializado, en fin, 
de una técnica golpista preparada y menos espontánea de lo pensa-
do, urdida «en un entorno conspirativo, ejecutado con unas reglas 
precisas, con objetivos bien seleccionados y con un fin político de-
terminado» (González, 2001:98).

La segunda mitad del siglo XX se caracteriza, no tanto por la 
exótica, súbita y virulenta resurrección golpista (nunca completa-
mente erradicada), como por un proceso de «normalización» del 
GE como estrategia de acceso al poder. Tan solo en Latinoamé-
rica sucedieron 325 GE, sin contar intentonas o golpes fracasados 
(Roitman, 2017). No es extraño entonces que se hicieran cada vez 
más persistentes los estudios sociales empeñados en elaborar teo-
rías explicativas de la proliferación de prácticas golpistas y de las 
complejas condiciones y causas que favorecían su ocurrencia, algu-
nas de ellas asociadas a los contextos de países descolonizados y de 
modernización problemática.

Luego del incremento desproporcionado de GE, y de las dic-
taduras militares y cívico-militares que le sucedieron, en los países 
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ibéricos se inicia un exitoso proceso de democratización que se re-
pitió en una América Latina ya insertada en el sistema mundial. En 
el marco de la tercera ola democratizadora ocurrida en Latinoamérica 
en los decenios 80 y 90, hubo una reducción significativa de los GE 
con intervención militar y protagonismo castrense, tan propios del 
siglo XX, al punto de quedar reducidos a «piezas de museo» de la 
violencia humana.

Con el creciente número de países en tránsito o afianzamiento 
democrático, es un hecho que crecía la comunidad de opiniones 
que rechazaba a los apóstatas de la democracia y que repudiaba 
inclusive cualquier forma de intriga o desplazamiento anticipado 
del gobierno bajo el calificativo «golpista», pese a que estas prácti-
cas específicas pudieran tener notorias diferencias con el fenómeno 
originalmente conocido como GE.

Aun así, la antipatía que despierta el GE no es suficiente para 
certificar su extinción política, aunque tampoco basta la euforia con 
la cual se califican ciertos acontecimientos políticos recientes para 
acreditar que se trata de golpes de Estado. Esta advertencia ameri-
ta por lo menos una actualización de las bases conceptuales y una 
revisión de la bibliografía golpista que permita caracterizar una 
eventual renovación del fenómeno: ¿a qué llamamos hoy GE?, ¿se 
trata de una acción todavía practicable o el sistema político actual 
es la necrópolis de la operación golpista?, ¿siguen siendo efectivos 
los GE tal y como los hemos conocido hasta ahora, o existen formas 
usurpadoras más adaptadas a la solución de bloqueos o conflictos 
políticos en las democracias contemporáneas?

1.2.2 Una definición clásica y un fenómeno actual

La revisión del desarrollo histórico de la práctica política golpista 
nos ha enseñado, entre otras lecciones, la utilidad de mirar atrás, al 
menos en este caso para entender que los conceptos no tienen un 
contenido unívoco, sino que se ha ido acompasando con los cam-
bios políticos y sociales, o que los conceptos no son desde siempre 
y por siempre, sino que significan algo en épocas y lugares diversos.
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Aquí sostengo que el concepto es una representación abstracta que, 
en lugar de fijarse en un fenómeno u objeto individualmente y en sus 
detalles particulares, repara en algunas de sus propiedades genera-
les, de suerte que se puedan agrupar varios objetos con características 
comunes y distinguirlos de otros, reunidos bajo conceptos diferentes. 
En ese sentido, los conceptos «proporcionan distinciones que articu-
lan objetivamente el universo de los objetos investigados y proporcio-
nan un esquema de ordenamiento que permite también reconocer 
mejor lo general/similar o individual/disimilar de una observación» 
(Nohlen, 2012:43). Pero la relación entre los conceptos y la realidad 
no es unidireccional, es decir, no se trata sólo de crear abstracciones 
con potencial analítico, teórico y normativo sobre hechos y experien-
cias, sino que la misma realidad es también observada y depende de 
conceptos preestablecidos: los mismos conceptos producen observa-
ciones de manera selectiva o, como dice Nohlen (2012), reproducen 
«la perspectiva del observador» (p: 43). Esto implicaría que, en un 
escenario de observadores plurales, los conceptos adquieren distintos 
sentidos, lo mismo en el lenguaje común que en el científico.

En lo que resta de este capítulo se propone una reflexión ge-
neral sobre el GE en cuanto concepto ya que es el parámetro de re-
visión de los casos sobre los que este ensayo se detiene. En primer 
lugar, es inevitable traer la definición ofrecida por Naudé (1964), 
que se entiende aquí como la versión original del GE por encontrar-
se en un extremo temporal.11 Para él, los GE son

acciones osadas y extraordinarias que los príncipes están obligados a 
realizar en los negocios difíciles y como desesperados, contra el dere-
cho común, sin guardar siquiera ningún procedimiento ni formalidad de 
justicia, arriesgando el interés particular por el bien público […] En los 
golpes de Estado se ve caer el rayo antes de oír el trueno en las nubes, 
ante ferit quam flamma micet, se dicen los maitines antes de tocarlos, 
la ejecución precede a la sentencia, todo se hace a lo judaico, repentina 

11 La «definición clásica» de GE, se recuerda, es formulada por Naudé en la fase 
absolutista del Estado, esto es, antes que operaran las primeras transformaciones que 
siguieron al triunfo de las ideas liberales.
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e inesperadamente. Recibe el golpe quien pensaba darlo, muere quien 
creía estar seguro, quien no lo espera padece […] la principal regla […] 
es mantenerlos ocultos hasta el fin (p: 112-113).

Según el autor, la prudencia es la característica más prominente 
de los golpes de Estado; una virtud no sólo moral «sino también po-
lítica que no sólo tiene como objetivo buscar los diversos atajos y las 
mejores y más fáciles invenciones para tratar de que tengan éxito los 
asuntos que el hombre se propone» (Naudé, 1964:83). Existen dos 
tipos de prudencia: ordinaria y extraordinaria. La ordinaria es la que 
no se aparta de leyes y costumbres, por oposición a la extraordinaria 
que es, a su vez, de dos clases: las máximas de Estado (acciones ilegales 
con apariencia de legalidad que un príncipe puede ejecutar dado su 
control del aparato administrativo), y los golpes de Estado (acciones 
secretas y abiertamente ilegales que sacrifican el interés particular a 
expensas del bien general; último recurso para conservar el poder).

En otro extremo temporal y luego de profundos cambios en la 
organización política europea operada entre los siglos XVIII y XX, 
según se advirtió, puede localizarse —entre muchos12— la impor-
tante figura de Curzio Malaparte (2017) quien señala que

las circunstancias favorables a un Golpe no son necesariamente de naturaleza 
política o social, no dependen de la situación general del país, sino que son 
condiciones técnicas: un puñado de hombres dispuestos a todo, adiestrados 
en la táctica insurreccional, acostumbrados a golpear rápida y duramente, los 
centros vitales de la organización técnica del Estado» (Malaparte, 2017: 201).

El golpe es definido entonces como un instrumento o técnica 
en manos de un puñado de hombres «profesionales» que actúan 
dura y rápidamente con el fin de desestabilizar la institución supre-
ma de un Estado.13

12 Ver infra Anexo N°2 (Definiciones del golpe de Estado).
13 El GE no se hace necesariamente por una intervención del conjunto de la población o por 

una fuerza militar. Estas formas de fuerza directa, que no están siempre disponibles para 
los ejecutores del golpe, podrían con su ayuda facilitar el proceso: « [A] coup consists of 
the infiltration of a small but critical segment of the state apparatus, which is the used to 
displace the government from its control of the remainder» (Luttwak, 1969: 35-36).
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Ambas definiciones que aquí se toman por clásicas (la prime-
ra por ser su fórmula original y la segunda porque constituye el 
hito malapartiano al introducir en la idea del golpe las necesarias 
adaptaciones propias de la modernidad política y su complejidad 
burocrática) incorporan las claves para entender el GE, que son el 
secreto y la prudencia, el uso adecuado de la fuerza, la excepcionalidad 
y el reconocimiento de la ilegalidad de la acción para la defensa del 
bien común mayor y la defensa del propio Estado. Podemos distinguir 
esos elementos tal y como se presentan esquemáticamente en 
la Tabla 1. En consecuencia, todos estos elementos deberán estar 
presentes para afirmar que estamos ante un GE en sentido clásico.

Tabla 1. Atributos clásicos y tradicionales del golpe de Estado.

Elementos

Secreto y prudencia
Represión o uso de la fuerza 
Excepcionalidad
Élites políticas o grupo minoritario
Reconocimiento de la ilegalidad de las acciones

Fuente: Elaboración propia

Según se ha revisado, pese a mantener cierta continuidad en 
sus atributos, el concepto de GE ha sufrido transformaciones que 
fácilmente hubieran podido relegar este concepto nodeniano a una 
mera pieza de la arqueología politológica. El concepto, primero, 
se liberó de la tutela maquiaveliana que prescribía su uso como una 
manifestación excepcional de la razón de Estado para irse incrus-
tando en un modelo político de progresivo afianzamiento liberal. 
Con la burocratización del Estado y, por lo tanto, con su paulatina 
emancipación del servicio a la persona del soberano encarnada en 
el monarca, quedó «obsoleta la ‘revolución de palacio’ propia de 
las élites de la época clásica», abriendo «el camino a operaciones 
de subversión política […] impulsadas por cuerpos funcionariales 
complejos, situados en el seno del Estado, pero con cierta autono-
mía funcionarial respecto del gobierno» (González, 2001:96).
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Contraviniendo el dogma de la excepcionalidad del mecanismo, 
el siglo XX habría traído una especie de seudoinstitucionalización o 
normalización del GE. Para algunos países de América Latina esta 
práctica se había convertido en «un incidente habitual en la vida 
política», y como tal, «ampliamente ritualizado e incluso ‘predeci-
ble’» (González, 2001:93).14 De hecho «los golpes no se [diferencia-
ban] necesariamente por su significación o por sus consecuencias, 
sino que [eran] otra forma, no tan disfuncional como [parecía], de 
obtener el poder» (Merkx, citado en González, 2001:93).

El fin de la Guerra Fría, la posterior desintegración de la Unión 
Soviética, y las transiciones a la democracia en Europa (del sur y 
del este) y América Latina, implicaron cambios que supusieron un 
abrazo incondicional al régimen democrático y, en consecuencia, la 
disminución de acciones violentas de usurpación del poder en todo 
el globo. Conforme con el nuevo orden internacional, la alergia 
democrática al GE significó la virtual desaparición, en gran parte 
del mundo de golpes «espectaculares» de carácter violento.15

A menos que estemos convencidos de la superación de la violen-
cia política, no podemos sino suponer que el vigor democrático in-
ternacional que despertó después de las guerras mundiales no hizo 
más que permitir la adaptación de su ejercicio. La «fiesta democrá-
tica» sólo hizo que las viejas intrigas por el poder político tuvieran 
un necesario reacomodamiento dentro del nuevo sistema complejo 
de reglas aceptadas y vinculantes impuestas por un régimen cons-
titucional. Las violencias en general — incluida por supuesto la po-
lítica— tuvieron que ser dulcificadas, especializadas y tecnificadas, 
así como los mecanismos y artefactos de captura política debieron 

14 Para Jesús de Andrés (2000), la España del siglo XIX es también un ejemplo de utilización 
del golpe como herramienta de intervención política constante que, bajo el expediente del 
pronunciamiento, fue empleada en la pugna política entre absolutistas y élites liberales.

15 Si bien los GE militares han perdido su función de control en algunos contextos, en 
otros han adquirido fuerza como mecanismo de lucha por el control del Estado y los 
recursos naturales (conflictos entre distintas élites nacionales africanas) o aparecido 
respondiendo a dinámicas de disputa regional en enfrentamientos de origen cultural 
(repúblicas exsoviéticas) (De Andrés, 2000).
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sofisticarse para tener cabida como dispositivo aceptable de resolu-
ción de conflictos.

Pues bien: frente al menosprecio de la acción violenta que hace de 
los GE un instituto «trasnochado» —y a la citada obra de Naudé un 
fósil de la literatura política—, han surgido esfuerzos por entender 
las tramas contemporáneas de la apropiación ilegítima del poder 
ejecutivo como una emergencia renovada de los GE, un fenómeno 
no extinto sino transformado. Estos esfuerzos apuntan —y obligan— a 
reconsiderar el concepto de GE de acuerdo con las exigencias de 
un nuevo orden político y de las prácticas que en él tienen lugar. 
Sin embargo, los esfuerzos intelectuales de los que se habla condu-
cen a otra problemática relativa al vínculo entre alcance y precisión 
de los conceptos,16 y la tentativa por establecer los contornos con-
ceptuales de «algo así» como las denominadas nuevas modalidades 
golpistas constituye un ejemplo de ello.

Es cierto que la transformación de las propiedades «conno-
tativas» del concepto a través del tiempo, esto es, los cambios de 
sentido en términos de su valoración axiológica, han permitido 
que el GE transite de su condición de medio de defensa extraordinario 
hacia su definitiva e invariable connotación negativa en contextos 
republicanos y democráticos. Esta variación connotativa es abierta 
y ampliamente aceptada. Sin embargo, con la reconceptualización 
ocurre algo diferente.

Pretender que el concepto de GE abarque otros —múltiples y 
variados— fenómenos diferentes a los comprendidos en la defini-
ción clásica es altamente riesgoso, pues de esta manera el concep-
to queda expuesto a una relación inversa entre amplitud y preci-
sión: a mayor amplitud o validez del concepto para un número 
más amplio de objetos, menor precisión empírica y controlabilidad 
(Nohlen, 2012). El «estiramiento conceptual», como producto de 
un aumento de la extensión y de una disminución de la intensión, 

16 La doctrina de los conceptos realiza distinciones dicotómicas entre los tipos de conceptos 
como las siguientes: amplitud (alcance) / contenido (precisión), sentido estricto/lato, deno-
tación/connotación; estabilidad/cambio, homonimia/sinonimia (Nohlen, 2012:44-48).
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conduce con facilidad a la pérdida de utilidad, desfiguración y des-
vanecimiento del concepto.

Lo interesante de esta circunstancia consiste en darse cuenta 
que el concepto de GE ampliamente aceptado con los atributos clá-
sicos y tradicionales propuestos en la Tabla 1 no permite compren-
der los eventos recientes de desplazamiento político y toma del po-
der dado que su estrecho significado prestaría una utilidad cada 
vez más limitada, con la inevitable consecuencia de que muy pocos 
(y cada vez menos) fenómenos serían GE actualmente. Pero tam-
bién es cierto que su estiramiento descontrolado implicaría su co-
lapso, al punto que cualquier fenómeno termine significando GE.17

Pese a los riesgos anotados, en algunos foros intelectuales se 
afirma que el golpismo, lejos de ser un fenómeno extinto, pare-
ce gozar de buena salud. De una parte, porque la postergada in-
tervención de cuerpos militares en la operación golpista es com-
pensada por la intensidad creciente de la acción policial.18 De otra 
parte, porque los poderes legislativo y judicial no han dudado en 
hacer uso de un nuevo repertorio de «golpes de guante blanco» o 
de «derrocamientos institucionales» que han finiquitado la disputa 
desplazando el poder ejecutivo (González, 2017).

Pero en la literatura política no existe consenso sobre la deno-
minación como golpes de estado de esas destituciones presidencia-
les o de esas salidas anticipadas del ejecutivo. De un lado, quienes 
sostienen las posiciones más ajustadas al modelo clásico y tradi-
cional inadmiten la calificación golpista para esos eventos y pre-
fieren otros rótulos politológicos en todo caso ajenos al lenguaje 
golpista; de hecho esos casos son inclusive interpretados como una 
prueba de la fuerza de las reglas del juego democrático. Por otro 

17 Por eso, antes de plantear siquiera la posibilidad de una re-conceptualización del GE, 
es necesario agotar un requisito de orden metodológico que responda a la pregunta 
por la (in)suficiencia de la definición original/tradicional para interpretar hechos actua-
les de sospechosa naturaleza golpista (Capítulo 3).

18 Sirvan de ejemplo las acciones registradas en 2010 contra el presidente Rafael Correa 
en Ecuador, o los «motines» policiales en Bolivia en los años 2011 y 2012.
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lado, quienes admiten la mutación conceptual reconocen que la 
prematura salida de los poderes ejecutivos y otras formas de toma 
del poder ocurridas recientemente, suponen una nueva etapa en la 
historia y transformación del GE y por lo tanto admiten adjetiva-
ciones al concepto, así como apoyan la necesidad de una adapta-
ción conceptual.19

Entre estos últimos, por ejemplo, se encuentran Huertas & Cá-
ceres (2014) quienes han indagado por los conflictos inter orgáni-
cos en distintos niveles jerárquicos del ejecutivo a través de la revi-
sión de los casos de Honduras, Paraguay y Colombia que derivaron 
en la salida del poder de Manuel Zelaya, Fernando Lugo y Gustavo 
Petro, respectivamente. En cada caso, los procesos que condujeron 
al retiro anticipado de los dos presidentes y del alcalde (de Bogotá) 
han guardado ciertas formas legales y han prescindido del recurso 
a las armas (salvo por la aparición fugaz y «precisa» de las fuerzas 
militares en el caso del depuesto presidente hondureño). Para la 
inteligencia de casos como estos, los autores citados han sugerido 
la modalidad de GE constitucionales como una «tipología de derro-
camiento del poder político por parte de los grupos antidemocrá-
ticos […] caracterizado ya no por el uso del accionar armado, sino 
por la toma y/o perpetuación del poder mediante la manipulación 
de las instituciones consagradas en la Carta superior» (Huertas & 
Cáceres, 2014:28).

Asimismo, Ruiz & Rocha (2012) citan una reforma constitucio-
nal al poder judicial llevada a cabo en México en el año 1994 por 
el presidente Zedillo. En este caso, el mandatario forzó la salida de 
veintitrés ministros de la Corte y, mediante prerrogativas extrale-
gales, el mismo Zedillo nombró los ministros sustitutos e impuso 

19 Por ejemplo, el golpe de mercado es una adaptación de la fórmula que conecta el golpe 
con la captura no armada y con apariencia de legalidad (o legal) de los poderes 
establecidos que, repudiando el colorismo del asalto clásico y protegidos por la 
pulcritud y el escrúpulo discursivo, con menos sangre pero más violencia producen 
cambios institucionales por presiones de grupos económicos que echan mano de 
mecanismos de desestabilización y caos en el marco de las exigencias de un nuevo 
orden económico global (De Andrés, 2000).
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medidas de intervención en el poder judicial a través de mayorías 
legislativas. En criterio de los autores, no es extraño que esa ma-
niobra o GE técnico se haya llevado a cabo sin el uso de la violencia 
y que estuviera orientada «presuntamente» al fortalecimiento del 
Estado de Derecho, ya que «mientras más madura sea una socie-
dad, más maduras deberán ser las técnicas que se empleen para la 
conquista del poder» (Ruiz, & Rocha, 2012:28).

González (2001), por su parte, se muestra cauteloso ante el des-
uso de las manifestaciones más espectaculares y directas (revolucio-
narias o contrarrevolucionarias) de asalto al poder. En su opinión, 
el GE no siempre implica

la conquista del poder establecido, sino que puede, simplemente, apuntar 
a una redistribución o reforzamiento de papeles en el seno de un gobier-
no dividido (caso de los conflictos entre la Jefatura del Estado, del Gabi-
nete o del Ejército en muchos regímenes pretorianos del tercer mundo) o 
a reordenar las relaciones entre los poderes Legislativo y Ejecutivo, como 
fue el caso de la «celada parlamentaria» de Bonaparte el 18 Brumario del 
año VIII […]. Como instrumento no pautado de resolución de una crisis 
política, el golpe acostumbra a surgir del interior de la misma estructura 
estatal, por ejemplo como un medio de conservar un poder amenazado 
por los plazos electorales o por otras disposiciones institucionales, como 
fue el caso de Luis Napoleón en 1851 […] (González, 2001:93).

Esta literatura, a sabiendas de las dificultades que implica en-
tender las actuales discordias políticas bajo el concepto «clásico» 
o «tradicional» de GE, se ha valido de adjetivaciones a la locución 
nominal para restaurar su capacidad explicativa. Quienes insisten 
en el GE —pero— en sus nuevas modalidades, tienen una notoria 
preocupación por ajustar la fórmula tradicional para dar cuenta de 
las tramas contemporáneas por la toma del poder político.

Es cierto que todavía no se ha establecido hasta qué punto es 
adecuada y útil la aplicación del calificativo golpista en estos con-
textos de disputa política, o si bastan las recientes adjetivaciones 
para explicar el fenómeno; pero es un hecho que los más hetero-
doxos académicos ya no hablan de operaciones golpistas «a secas» sino 
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que, como vino de verse, prefieren denominaciones como «golpes 
de Estado constitucionales», «golpes suaves», «golpes de Estado de 
Derecho», «golpes de opinión», «golpes de Estado técnico» y afines. 
Parece entonces necesaria una reflexión que permita perfilar los 
contornos de un viejo concepto apurado por una realidad que im-
plica nuevos retos. Esa realidad y esos nuevos retos se reflejan en los 
casos que se examinan en este trabajo (Capítulo 3), y en los cambios 
y transiciones del contexto latinoamericano en el cual se enmar-
can (Capítulo 2), asuntos ambos que se abordan en los siguientes 
capítulos.



2. La «fiesta» democrática 
en América Latina y la 

«superación» del golpe de Estado

En la década de los años ochenta América Latina inició su tránsito 
de la pandémica ‘cultura política’ de los GE a la restauración demo-
crática. Más que un vigoroso movimiento constitucionalista —que 
también lo hubo— para el acatamiento de los principios clásicos de 
división de poderes, separación de funciones y controles recíprocos 
de las ramas del poder público, fue el influjo de diversas transfor-
maciones sociopolíticas en la escena mundial lo que hizo cada vez 
más dificultoso el acceso al poder por vías de hecho y por medio de 
ostentosas muestras de violencia física. Estas transformaciones, in-
cluso acompañadas algunas veces por eventos golpistas, dejaron en 
evidencia el —no tan paradójico— uso del GE como instrumento, 
también, para la inauguración de un extenso (temporal y geográfi-
camente) proceso de transición democrática.

Bien por su éxito o su fracaso, los GE más notables que tuvieron 
lugar entre finales de la década del 70 y principios de los 90 en los 
países ibéricos (Portugal, España), América Latina y Europa del 
este (ex Unión Soviética), se inscriben en «momentos delicados, de 
equilibrios inestables y [de] lucha interna» (De Andrés, 2000:167) 
que hacen que determinados grupos y actores recurran a la técnica 
golpista para reequilibrar sus fuerzas.

El primero de esos golpes, de consecuencias inesperadas, fue la 
«Revolución de los Claveles» ocurrida en Portugal en el año 1974: 
un GE que fue motor de cambios políticos en lugar de escudo del 
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viejo sistema autoritario. En esta ocasión los militares «progresis-
tas» portugueses, unidos en torno del Movimiento de las Fuerzas 
Armadas (MFA), derrocaron la dictadura caetanista y terminaron 
de socavar el insostenible imperio colonial portugués en África 
(que Marcelo Caetano trató de mantener a toda costa). Al repeler 
más adelante varias intentonas contragolpistas que buscaban pa-
ralizar las políticas «izquierdistas» del gobierno de la Junta de Sal-
vación Nacional integrada por cuerpos militares, se fortalecieron 
las medidas socialistas del gobierno, pero también se estimularon 
las aspiraciones de militares golpistas procomunistas, neutralizados 
éstos también en sus avanzadas de radicalización revolucionaria. El 
triunfo de los «moderados» en el proceso de estabilización demo-
crática finalizó con la consolidación del tránsito a la vida civil en 
1976 tras la expedición de una nueva Constitución.

No obstante su aparente singularidad, este posicionamiento 
ideológico contra-dictatorial del GE tuvo antecedentes en América 
Latina, donde la actividad golpista no fue siempre camino hacia 
la dictadura; en ocasiones fue todo lo contrario, como en el perío-
do de la Segunda Guerra Mundial, que abrió una brevísima etapa 
golpista en el sur del continente en momentos en los cuales el co-
munismo no era el contrahecho basilisco en que más tarde sería 
convertido por sus detractores. En ese entonces los golpes fueron 
responsables del desplome de dictaduras en Brasil, Guatemala y 
Venezuela, entre otros.20

De lo anterior, esto es, tanto de los GE de mediados de siglo en 
América Latina como de aquel adelantado en la década del 70 en 

20 Son los casos de «Brasil en 1945, o de Venezuela, donde tuvo lugar un golpe de esta-
do apoyado por el partido socialdemócrata Acción Democrática, en el mismo año. En 
Guatemala, por su parte, el dictador Jorge Ubico, que ejercía el poder desde 1931, se 
vio obligado a dimitir en 1944. Como la nueva Junta que tomó el poder no dio los pasos 
necesarios en la democratización del sistema, un nuevo golpe militar, en octubre de ese 
mismo año, permitió la organización de elecciones libres. El nuevo presidente, Juan 
José Arévalo, abriría un período democrático inédito en ese país que, ante las sospechas 
que despertaba por sus políticas sociales y el apoyo que le brindaban los comunistas, 
llegó a sufrir más de treinta intentos de golpe de estado» (De Andrés, 2000:131).
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Portugal, De Andrés (2000) comprueba la inicial neutralidad del 
GE o, por lo menos, que sus propósitos no obedecen exclusivamen-
te a prácticas conservadoras. La incertidumbre derivada de esa neu-
tralidad ideológica original de los GE hace interesante el desenlace 
de las viejas dictaduras y el tránsito a sistemas democráticos.

Al antecedente portugués de 1974 se le sumó la muerte del 
general Francisco Franco en España en el año 1975 y, con ella, el 
preámbulo de un período de transición que no estuvo exento del 
fenómeno golpista, pero esta vez no como apoyo sino como con-
trapunto a la constitución en ciernes. El fracasado episodio del 23 
de febrero de 1981 (23-F) pretendió trastocar de raíz el joven siste-
ma democrático nacido con la Constitución española de 1978. Los 
archienemigos de la transición eran claramente «grupos pertene-
cientes al antiguo régimen [y] aparatos del Estado que veían ame-
nazada su situación de privilegio» y que se mostraban insatisfechos 
con los resultados de la «búsqueda de un equilibrio consensuado y 
mayoritario» que no podía «contentar a los extremos del abanico 
político del momento» (De Andrés, 2000:167). La determinación 
con la cual fue defendida la transición española de la amenaza gol-
pista reaccionaria fue un referente para no pocas transformaciones 
futuras, y tal vez por eso mismo la política exterior española se con-
centró en apoyar los procesos de pacificación y democratización, 
sobre todo de los países centroamericanos (Muñiz, 2002).

Entre tanto en América Latina, durante ese mismo período, 
una tibia luz democrática iluminaría los tiempos de la oscura cri-
sis económica conocida como la «década perdida». En 1977 tuvo 
lugar en Perú un paro nacional cuya movilización mostró al go-
bierno militar de Francisco Morales Bermúdez su aislamiento; así 
mismo en Bolivia, en 1980, se manifestó la oposición al régimen de 
García Meza. En Uruguay fracasó el plebiscito de 1980 organizado 
por la dictadura civil-militar para legitimar su gobierno de facto 
y cambiar la Constitución, convirtiéndose en el primero de varios 
reveses electorales que tendrían las dictaduras en el continente; en 
Brasil, si bien fracasó el movimiento por las «directas» de 1984, 
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la movilización fue exitosa en tanto reunió a la oposición, ganó «el 
apoyo de la mayor facción disidente del partido gobernante, y es-
tructuró una campaña política que convenció al régimen que sería 
muy costoso torcer la voluntad popular» (Riordan Roett, citado en 
Varas, 1986:6). Por su parte, las «Jornadas de Protesta» chilenas en-
tre los años 1983 y 1986, expresaron el serio malestar de las orga-
nizaciones civiles (sindicatos, organizaciones estudiantiles, partidos 
políticos y otros) con el pinochetismo. Todos estos episodios cons-
tituyeron los primeros mojones de la transformación institucional 
subcontinental y fueron una muestra del empeño decidido por la 
derogación de los gobiernos autoritarios regionales.

Ya en el decenio del 90, el eclipse de las figuras militares en los 
gobiernos de América Latina (descontando el caso de Fidel Castro 
en Cuba), la resistencia social y política a las vías de hecho para el 
acceso al poder, los diversos procesos constituyentes y los nuevos 
textos constitucionales (Tabla 2),21 coincidieron con un hecho que 
trastocaría el orden internacional: la desintegración de la Unión 
de Repúblicas Socialistas Soviéticas, en la cual no deja de tener re-
levancia una intentona golpista en 1991 que pretendió detener su 
derrumbe, aunque el fracaso de la actuación no hizo más que ace-
lerar —contra su expreso propósito— la caída del régimen (De An-
drés, 2000:172). Con este nuevo panorama, diversos movimientos 
y organizaciones partisanas perdían no sólo un aliado estratégico, 
sino su principal soporte ideológico.

El siglo XX pareció marcharse arrastrando con él sus violencias 
y excesos, mientras que el siglo XXI incursionó con el entusiasmo 
de la globalización y las promeses del libre mercado, el fin de la 
amenaza nuclear y el afianzamiento de las instituciones democrá-
ticas en Occidente. En la misma aldea global, las avanzadas tecno-
lógicas y la revolución transgénica se desarrollaban a la par con el 

21 Dice cáusticamente Jerónimo Molina que la «inflación de “momentos constituyentes” 
que ha conocido la política desde 1789 ha relegado a un segundo plano la ocasión 
de las “fundaciones políticas”. La última de las fundaciones de gran estilo fue la de la 
República norteamericana de 1776» (Molina, 2006:12).
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Tabla 2. Cambios constitucionales por país en relación con su último período dictatorial.

Estado
Fin de la 
dictadura

Constituciones  
(con ocasión del fin de la dictadura)

Argentina 1983
1853
Reforma de 1994

Bolivia 1982
1967
Cambio constitucional hasta 2009 (actual) 

Brasil 1985 1988

Chile 1990
1980
(Reformas de 1989, 1991, 1994, 1997, 1999, 2000, 
2001, 2003, 2005, 2007-2015).

Ecuador 1979 Cambio constitucional anterior: 1978
El Salvador 1979 1983
Guatemala 1985 1985

Honduras 1982 1982

Panamá 1989
1972
(Reformas en 1978, 1983, 1993,1994, 2004).

Paraguay 1989 1992
Perú 1980 Cambio constitucional anterior: 1979

Uruguay 1985 Cambio constitucional posterior: 1997

Fuente: Elaboración propia

desvelo por el calentamiento del planeta y el cambio climático, la 
lucha contra el terrorismo internacional y la defensa de la humani-
dad y los derechos humanos. Como dijera Roitman, la idea de un 
«mundo sin fronteras, de una fe irrestricta en las leyes de la oferta y 
la demanda, los parabienes de la era de la información y la demo-
cracia 2.0 ganaba más adeptos»:

La realidad virtual, la revolución tecnológica, los avances científicos, nos 
introducían de lleno en la era digital. Los cambios imponían reformas 
estructurales dizque impostergables. La organización del capitalismo re-
interpretaba la relación capital-trabajo, bajo el paraguas del liberalismo 
político-económico. El orden jurídico se reajustaba […] facilitando el triun-
fo de la primera revolución neoliberal: desregulación, privatización, des-
centralización, apertura económica y financiera. El planeta se reinventaba. 
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Los escenarios de la guerra que habían conmovido al mundo parecían 
adormecerse […] La batalla por hacer valer los derechos humanos pare-
cía imponerse (Roitman, 2017:14-15).

Con los procesos de consolidación de la democracia a nivel 
mundial y la desaparición de las dictaduras del mapa político de la 
región, se hicieron más patentes los signos del apocalipsis golpista 
en América Latina. La vuelta a la «normalidad democrática» im-
plicó la reapertura de procesos electorales en Uruguay, Ecuador, 
Perú, Paraguay, Chile, Argentina y otros, en el marco de nuevos 
acuerdos políticos fundamentales entre fuerzas cívico-militares sa-
lientes y fuerzas político-civiles entrantes.

El nuevo pacto social significó el respeto de los resultados elec-
torales y una inédita confianza en el proceso, acusaciones cada vez 
menos frecuentes de fraude y el acompañamiento de organismos 
de veeduría internacional en los comicios (organismos regionales, 
ONG’s). En medio de la «bacanal de procesos electorales con presi-
dentes electos que concluían sus mandatos22 y fuerzas armadas que 
se plegaban al poder civil, jurando lealtad y obediencia al orden 
político» (Roitman, 2017:22), el fracaso de varios intentos de golpe 
(Paraguay 1996, 2000; Venezuela, 1992) confirmaba la convicción 
de que para hacerse al poder no había más remedio que participar 
en la contienda electoral en condiciones de igualdad. Esto apunta-
ló la aceptación del triunfo en las urnas de quienes otrora fuesen 
protagonistas de viejas dictaduras y golpes de Estado: Hugo Bánzer 
(Bolivia), Efraín Ríos Montt (Guatemala) y Hugo Chávez (Venezue-
la), reconocieron el escaso éxito de la toma armada del poder y la 
necesidad de un cambio estratégico urgente hacia la «toma» de las 
mayorías electorales (De Andrés, 2000:212-213).

22 Esta afirmación será puesta en cuestión más adelante ya que, si bien se comprueba la 
disminución de golpes de tipo militar, no es cierto que los presidentes en todos los 
casos concluyan normalmente sus mandatos, toda vez que se ha hecho más frecuente 
que ante crisis de gobernabilidad los juicios políticos tengan patente de corso como 
medio de resolución de conflictos institucionales (Ver infra. Capítulo 3).
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Al entusiasmo de la «fiesta democrática» —y lo que parecía ser 
la erradicación del GE del horizonte político con el consecuente 
triunfo del gobierno representativo— le siguió la «resaca» de pe-
nosas leyes de amnistía para los crímenes cometidos durante las 
dictaduras, promulgadas con el pretexto de evitar supuestas trabas 
en el proceso de transición y, en palabras de Roitman (2017), «fa-
cilitar el regreso de las fuerzas armadas a sus cuarteles» (p:18): la 
exculpación militar acompañada de retiros y bajas voluntarias, no 
hizo sino «‘limpiar’ de sangre los uniformes garantizando cierto 
respeto hacia las nuevas generaciones de soldados, a la par que 
recomponer su rol como institución» (p: 18).

Las dictaduras, como los procesos de transición, tienen lugar en 
contextos específicos que les dan sentido. Dejar de ocuparse de esas 
condiciones que permiten explicar la toma violenta del poder impe-
diría sopesar la capacidad compresiva del concepto de GE y de otros 
conceptos emergentes como las denominadas nuevas modalidades del 
GE por los cuales este trabajo se interesa. Por eso, en los siguientes 
apartados, se abordan retrospectivamente y con algún nivel de deta-
lle histórico los avatares de la democracia en la región y el contexto 
en el cual se producen «nuevas» y «viejas» prácticas golpistas.

2.1 La soberanía popular originaria y la irrevocabilidad 
democrática

Los principios e instituciones del proyecto político liberal europeo, 
convertido en canon, dieron forma a la organización republicana 
de América Latina que se proyectó luego del período de Indepen-
dencia. Sin embargo, en la exploración de sus propias experiencias 
políticas y en la construcción de sus instituciones, el programa re-
gional apareció rápidamente —en comparación con otros sistemas 
y procesos revolucionarios y de independencia—, como inacabado 
e incompleto, errabundo por la senda del «progreso».

Con el nacimiento de las primeras repúblicas en el continente 
fueron invocadas también la democracia y la soberanía popular. 
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Esa invocación — ¿temprana? — implicó un llamado prematuro 
a los valores de la modernidad en un territorio con prácticas aún 
«premodernas» y que no se caracterizaría a lo largo de su desarrollo 
histórico —por lo menos en el centro y sur del continente— por sus 
miramientos democráticos.

Particularmente la apelación a la soberanía popular tuvo una do-
ble connotación en las jóvenes repúblicas latinoamericanas: de una 
parte, sirvió para «legitimar la dominación de las élites» y de otra, 
permitió la ampliación táctica y selectiva− de una definición de «pue-
blo» por razones más militares que identitarias (Rouquié, 2011:20), es 
decir, como un mecanismo ideológico necesario para reunir la fuerza 
que requería el combate y la victoria en las guerras civiles de entonces. 
El truco de esta invocación consistió en hacer uso de la igualdad que 
trae aparejada la idea de la soberanía popular, certificarla en los textos 
constitucionales, leyes, escudos y banderas, pese a que la aplicación de 
esa idea no resultara promisoria en una sociedad heterogénea, frag-
mentada y multicultural, predominantemente analfabeta, con una po-
blación urbana dispersa, mayoritariamente indígena, replegada en sus 
prácticas y saberes comunitarios y «totalmente ajena a la dimensión 
nacional de los rituales representativos» (Rouquié, 2011:24).

La igualdad ficticia sobre la que se fundaron las repúblicas re-
cién libertadas contrastaba con el desprecio o la negación de la hu-
manidad «de buena parte de la población, estipulando una dualidad 
cínica, que en el mejor de los casos, trataba a los diferentes como 
inferiores o incapaces» (Zaffaroni, citado en Medina 2013). La in-
dependencia hizo patente la «pigmentocracia» colonial y terminó 
por institucionalizar la segregación:

La rigidez y la naturaleza étnica de las estructuras sociales, la concentración 
de la propiedad y el débil imperio de la ley son otras tantas características de 
las sociedades coloniales, que la generosidad retórica de las revoluciones de 
independencia [no pudo abolir] en modo alguno (Rouquié, 2011:40-41).23

23 Hay en todas estas evocaciones un innegable influjo de condiciones autoritarias cuyos 
fundamentos históricos son inocultables. Dice Rouquié (2011) que « [l]as relaciones 
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La manera en que la autoridad concilió ese reclamo irrestricto a 
la igualdad con la exclusión política fue mediante el sufragio como 
fuente formal de legitimidad. Si bien hay interpretaciones diversas 
sobre el modo en que el derecho al sufragio fue concedido, lo cierto 
es que la invocación al principio de soberanía popular permaneció 
indemne a pesar de los solapados límites al ejercicio democrático. 
Rouquié es de la idea, por ejemplo, de que salvadas algunas excep-
ciones sólo una pequeña porción de la población adquirió la ciuda-
danía24 (condicionada por títulos de propiedad y por un cierto gra-
do de educación requeridos para el ejercicio de derechos políticos). 
En sus palabras, se había fabricado una «democracia metonímica» 
que en algunos contextos regionales separaba muy ampliamente 
a los representantes de sus bases, o mejor: se construyó una mo-
dernidad representativa liberal en un medio tradicional que ponía 
constantemente en tensión a la «minoría de individuos ‘ilustrados’ 

disimétricas entre los poderosos y el pueblo aparecen más ancladas en la naturaleza 
cuanto que descansan en diferencias étnicas. De hecho, el “pliegue geológico de la 
historia”, señalado por Paul Veyne, en virtud del cual se pone fin a la “deferencia obe-
diente de la gente humilde para con los grandes, los nobles y los poderosos”, que tienen 
derechos físicos sobre ellos, sólo se produjo tardíamente en esas sociedades heterogé-
neas. El reconocimiento del “otro”, del pobre, del diferente como semejante, “uno de 
los más grandes acontecimientos de la historia humana” [...], a menudo no era mucho 
más avanzado en América Latina en el siglo XX que en el siglo XVII en Francia» (p:78).

24 Conviene suavizar un poco esta afirmación ya que el ciudadano de las primeras repúblicas 
todavía no es moderno porque su voto, libre o no, es el reflejo de unos densos vínculos 
sociales y colectivos más que individuales e informados, apto menos para la discusión que 
para la elección llana, con capacidad incipiente para crear opinión pública, en el marco de 
una idea de representación en la que estaba ausente la exposición de las ideas políticas y 
en la que las elecciones eran apenas la confirmación de las calidades personales de ciertas 
élites reconocidas públicamente. La idea de «competencia electoral» era, así, prácticamente 
inexistente y un reflejo de las formas de actuar de los viejos actores colectivos. Consolidar 
un modelo de modernidad ciudadana, implicaba entonces «la individualización social; es 
decir, la disolución o, por lo menos, el debilitamiento de los grupos estructurados por vín-
culos de tipo antiguo: las haciendas, las comunidades pueblerinas o las parroquias urbanas, 
las parentelas, las redes clientelares (y sobre todo, después, las político-administrativas), los 
grupos articulados por vínculos corporativos (y entre ellos, luego, los militares) [...]. Pero 
ninguno de esos factores será en sí mismo suficiente sin la individualización cultural, algo 
más impalpable, pero esencial, que remite a la interiorización del modelo del ciudadano 
moderno. Esto implica la adhesión real al principio de un hombre, un voto, y al deber 
cívico de participar en los comicios» (Guerra, 1999: 60).
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con una sociedad mayoritariamente compuesta de actores colecti-
vos […] del antiguo régimen» (Rouquié, 2011:46).

Excepcionalmente fue posible el voto universal masculino, pero 
se evitó a toda costa que el «despotismo democrático» y sus reso-
nancias jacobinas filtraran la idea de la igualdad política por la vía 
del voto popular. Argentina y México constituyeron ejemplos de 
limitación indirecta del ejercicio democrático ya que tras conceder 
muy tempranamente el sufragio universal, recurrieron al

arsenal variado e imaginativo del fraude electoral. Los votos [fueron] 
arrancados a punta de fusil, o más pacíficamente comprados, pero cuan-
do la intimidación y el reclutamiento pagado ya no [bastaron], se [aplica-
ron] métodos más sofisticados. Es así como se [hizo] votar a los muertos 
o a los electores ausentes, se [‘corrigieron’] las planillas, e incluso en oca-
siones se [simularon] elecciones…sin electores. Es cierto que […] para la 
prosperidad de la gran república moderna [era] indispensable que los 
gobernados [dieran] su consentimiento a las consultas electorales, así 
[fueran] paródicas (Rouquié, 2011:44).

Hilda Sábato (2006) ofrece una interpretación diversa de la ma-
nera en que el sufragio fue concedido ya que, según ella, sí se mo-
vió por la consigna de la ampliación de los márgenes de la ciudada-
nía.25 De hecho, afirma, la extensión de los límites de la comunidad 
política expresaba casi la universalidad.26

25 Para Guerra (1999), en general, sí existió un fenómeno de amplitud de los márgenes 
de la comunidad política que, al ser identificado más adelante como causa del caos de 
las novatas repúblicas independientes latinoamericanas, fue por eso mismo objeto de 
restricciones como el establecimiento del voto censitario y la apelación a una soberanía 
más “racional” en lugar de popular.

26 Otros autores piensan igual. François-Xavier Guerra señala que «[t]anto por sus atribu-
tos de igualdad y universalidad como por el número de personas que se benefician de 
ella, no estamos ante una definición restringida del ciudadano, sino ante una definición 
muy amplia que se sitúa ya en el registro de la universalidad de la ciudadanía y del 
sufragio. [En México, por ejemplo, la] categoría “ciudadanos” equivale prácticamente 
al conjunto de la población (91%); sólo están excluidos de ella los sirvientes domésticos 
(8%) y las castas (1%), lo que significa que los ciudadanos representan alrededor de 93% 
de la población masculina. Las únicas excepciones a la universalidad de la ciudadanía 
responden a una lógica moderna: a la distinción entre derechos civiles y derechos polí-
ticos [...] En la primera se funda la exclusión de los esclavos (desprovistos enteramente 
de derechos civiles), los que tienen una incapacidad física o moral, los menores y las 
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La definición de la ciudadanía muestra un rasgo original para 
la época ya que el derecho del sufragio se extendió por casi toda 
la población masculina adulta, limitada más por un principio de 
autonomía («hombres libres no dependientes»), que por un criterio 
étnico o de propiedad. Pero los contrastes y la compleja relación 
entre la vida política y la esfera social no hicieron más que encu-
brir jerarquías sociales en un continente que aplaudió con cierta 
impostura una base política ampliada, pero redujo el universo de 
los elegibles. Así, el cierre democrático —según Sábato— se expresó, 
no por «abajo» porque el derecho al voto fue extendido, sino por 
«arriba», en un segundo nivel, al aplicar un «criterio aristocrático 
en clave republicana» para la selección de los representantes, quie-
nes «debían ser los mejores [a efectos de] encarnar la voluntad o la 
razón colectivas» (Sábato, 2006:269).

La embrionaria organización partidista o de facciones fue 
la respuesta frente a la dificultad para la escogencia de los 
representantes,27 y expresión de la tensión entre la representación 
de la «totalidad » y su organización como «parte»:

Los partidos convocaban al «pueblo» pero movilizaban a un conjunto 
reducido de personas. Apelaban al espíritu cívico de la población, pero 
recurrían a los militantes organizados colectivamente como fuerzas elec-
torales. Invocaban al ciudadano libre y autónomo, pero construían sus 
clientelas apoyados en lazos de subordinación personal y grupal (Sábato, 
2006: 270).28

mujeres (titulares sólo parciales de esos derechos). La segunda refuerza la exclusión 
de las mujeres, consideradas como dependientes de su padre o su marido, y, por las 
mismas razones, la de los sirvientes domésticos (Guerra, 1999: 45-46).

27 Si bien hay un vínculo ineludible entre partido y sufragio, resulta menos evidente y más 
oscura su relación con la democracia. En la prolija literatura política se encuentran opi-
niones ambivalentes al respecto, apostándose en los extremos aquellos para quienes los 
partidos menoscaban la democracia (Ostrogorski) y aquellos otros que entienden que 
la democracia sólo es viable a través de los partidos (Duverger); a medio camino están 
quienes consideran a los partidos un instrumento de movilización y representación 
efectivo, entre otros existentes (Crotty). Ver Martínez, 2009.

28 La ampliación de la base electoral no significó, sin embargo, el ejercicio asimismo am-
pliado de ese derecho. Sábato sugiere que las elecciones «fueron así el territorio de 
minorías militantes activas dispuestas al combate electoral en todas sus facetas. Para los 
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En resumidas cuentas, el problema de la legitimidad de los te-
rritorios recién liberados fue «resuelto» con la invocación indecli-
nable a la soberanía popular y particularmente a su manifestación 
a través del sufragio, pese a que esa participación extendida estu-
viera siempre bajo la tutela de porciones minoritarias, las mismas 
que intervenían en la vida pública invocando «el bien común» no 
obstante el peso de la heterogénea composición social, en la que 
cada grupo interesado, sin pudor, decía interpretar los intereses 
del todo (Sábato, 2006). Al lado de esta construcción de lo «público» 
corrían aparejadas maniobras para solapar restricciones al ejerci-
cio del sufragio (Rouquié) o para acotar el número de gobernantes 
futuribles (Sábato), esto es, limitando —por abajo o por arriba— la 
posibilidad de elegir gobernantes sin que la prédica de los princi-
pios democráticos se viera afectada.

Rouquié concluye, por estas mismas razones, que la democracia 
en América Latina en las condiciones en que ha sido practicada, 
es a la vez imposible en la experiencia e irrenunciable como credo 
político; tan irrenunciable que «hasta los conservadores y clericales, 
mal que les pese, sólo podían […] comulgar con el principio de la 
soberanía popular, a falta de cualquier otro» (Rouquié, 2011:45). El 
sufragio universal, ese «sacramento de la igualdad entre los hom-
bres» (Rosanvallon, 1999:12), en últimas, fundó Estados sin contar 
con el universalismo democrático.

dirigentes era más importante asegurar una organización fiel y eficaz de esos “elemen-
tos electorales” que expandir el número de votantes. Eso no excluía, sin embargo, la 
búsqueda de apoyos más amplios entre el resto de la población que, aunque no acudie-
ra a emitir su voto, constituía un público con opinión política que [...] contaba a la hora 
de legitimar la autoridad. Los regímenes electorales [...] fueron relativamente eficientes 
para producir el sufragio y la representación y a lo largo de las décadas centrales del 
siglo [XIX] en toda la región se realizaron elecciones regulares y frecuentes. Sin embar-
go, no alcanzaron para asegurar el orden político. El sistema dependía, sobre todo, de 
la fuerza de los caudillos locales y de los hábitos de movilización de capas populares, 
lo que lo tornaba muy inestable e incierto. El desacople entre ciudadanos potenciales 
y votantes efectivos, el recorte social de éstos y la violencia recurrente en los comicios 
fueron objeto de crítica permanente en el debate público y de impugnación tanto en el 
parlamento como por la vía de las armas» (Sábato, 2006:272).
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Entre finales del siglo XIX y principios del XX, América Latina 
inició una incipiente integración al mercado mundial a través de la 
producción y exportación de materias primas, creando la ilusión 
de un progreso indefinido que opacó los efectos de una democracia 
restringida. Esa indefinición tuvo su límite en la crisis del 29. Sin 
embargo, el desarrollo y el feliz progreso de esos años previos a la 
crisis del capitalismo internacional sólo fueron posibles a costa de 
generar unas condiciones de inestabilidad microsocial. Así, detrás 
de la supuesta estabilidad general de El Salvador, por ejemplo, se 
encontraba el desplazamiento de los campesinos con el fin de utili-
zar sus tierras para el cultivo exclusivo de café; en Argentina, por su 
parte, las élites hereditarias permanecieron en el poder por cerca 
de 40 años en lo que se conoce como la república conservadora (hasta 
el ascenso de Hipólito Yrigoyen), anulando la participación política 
de las amplias mayorías. En ambos casos se produjeron desenlaces 
trágicos: mientras que en El Salvador los levantamientos sociales 
terminaron en masacres campesinas, la estrategia nacionalista de 
Yrigoyen (también en muchos casos violenta) fue interrumpida por 
el ejército y la oposición conservadora a través de un GE para la 
recaptura del poder perdido.

La participación ampliada, o cuando menos su demanda, con-
tinuó siendo percibida en la región como un «escándalo» histórico 
inaceptable, una amenaza al status quo (por supuesto no solo en Ar-
gentina y El Salvador): de una parte, continuaba siendo escandalosa 
la aceptación cuasi-revolucionaria de la igualdad jurídica; de otra, la 
participación popular era vista como la «puerta al voluntarismo aso-
ciativo de los agrupamientos horizontales y, por lo tanto, a la sub-
versión social» (Rouquié, 2011:95). Durante esa primera mitad del 
siglo XX ningún gobierno que pretendiera cambios era tolerado. 
Curioso es que tampoco ninguno de ellos (João Gourlat en Brasil, 
Juan Bosch en República Dominicana y Arturo Illia en Argentina) 
haya sido radical ni pretendiera cambios estructurales profundos, 
más allá de tímidas acciones por reducir abismales diferencias so-
ciales y permitir, dentro de los marcos legales, la sindicalización. 
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Aun así, esos fueron vistos como gobiernos peligrosos, y los GE 
infligidos a sus mandatos fueron antes que nada «preventivos» ya 
que «no tenían como objetivo oponerse al cambio social, sino limi-
tar las libertades que eventualmente podían invocar los ‘enemigos 
de la libertad’» (Rouquié, 2011:95). El miedo a la incertidumbre 
electoral y a las victorias populares fueron causantes de un tipo de 
violencia estatal materializada en la estrategia golpista y los regí-
menes autoritarios.

Desde la década del 30 en adelante empezó a estructurarse y 
consolidarse un modelo de organización basado fundamentalmen-
te en la centralidad del Estado como rector de la economía y tutor 
de la organización social, y en la nación como espacio simbólico de 
unidad (Aibar & Rabotnikof, 2012).29 Este modelo, conocido como 
estado-céntrico o matriz nacional-popular, muchas veces fue abier-
tamente anticomunista (como en el caso del peronismo), pero en 
la década del 60 el oportunismo retórico de los agentes golpistas 
en medio de las condiciones determinadas por la Guerra Fría y la 
presión constante por parte de Estados Unidos para el control de 
los gobiernos subcontinentales utilizó la acusación comunista como 
intriga y coartada para la desestabilización de gobiernos y la conse-
cuente escalada autoritaria no exenta de GE de forma más intensa 
y directa que en anteriores ocasiones (De Andrés, 2000). En Chile, 

29 La crisis de la década del 30 fue el marco para la emergencia y estructuración de la 
Matriz Estado Céntrica (MEC) o Nacional-Popular en América Latina. Los aspectos 
políticos de su funcionamiento se basaron en dos pares de relaciones: i) primero, en 
una relación Estado/Mercado en la que el papel decisivo era jugado por el Estado me-
diante la consolidación de la producción para el mercado interno (industrialización 
sustitutiva, economía semicerrada y en ocasiones cerrada, regulación de los mercados 
por parte del Estado e inflación moderada); ii) y segundo, en una relación Sociedad 
Civil/Estado que puso en marcha diferentes tipos de control directo e indirecto sobre 
la participación política. En palabras de Cavarozzi «la sociedad civil se expandió bajo la 
MEC; el fenómeno abarcó tanto la emergencia y fortalecimiento de organizaciones de 
trabajadores, pobres urbanos y, en menor medida, los campesinos como el surgimiento 
de movimientos sociales que, más tarde, declinaron inevitablemente» (1991:96). Este 
proceso de expansión de la sociedad civil se desarrolló bajo la vigilancia del Estado, 
que estableció diferentes tipos de control político y cultural o dicho de otra manera, 
combinó dosis de autoritarismo y democracia.
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para entonces un escenario de difundida ideología conservadora, 
se acudió también al pretexto del fantasma comunista que hacía de 
«la vía socialista» de Allende un proyecto de plano ilegítimo por su 
ataque al «derecho natural» de la propiedad (Rouquié, 2011:98).

Las dictaduras militares latinoamericanas de este período no 
solo buscaron el poder sino que pretendieron erradicar el conato 
reformista de izquierdas que suponían desafiante para los intereses 
de las élites a las cuales defendían las FF. AA. El soporte ideológico 
de muchos GE, sobre todo los que se llevaron a cabo en el marco de 
la Guerra Fría, fue la «Doctrina de la Seguridad Nacional» que con-
virtió a los ejércitos de la región en los verdaderos «modernizado-
res políticos» y, más aún, en «defensores de los valores occidentales 
y de las esencias cristianas» (De Andrés, 2000:17).

Para sintetizar algunos aspectos relacionados con la práctica 
golpista e intentar construir un catálogo de los diferentes GE pro-
ducidos en la región durante el trascurso del siglo XX — período 
en el cual descolló su ejercicio— conviene, como piensa De An-
drés (2000:130-132), una división temporal de acuerdo con tres 
momentos históricos decisivos:

i) el período de entreguerras, caracterizado por un «crecimiento 
económico» derivado de la inserción de la economía local en la 
escena internacional, la hegemonía norteamericana y una «razona-
ble» estabilidad democrática en la región, quebrantada por la crisis 
del 1929 que puso en evidencia, tanto las limitaciones del desarro-
llo y del liberalismo económicos, como de sus principios de no in-
tervención. Mientras que en Europa el resultado fue el ascenso de 
movimientos fascistas al poder, en América Latina fue el respaldo 
norteamericano a la desestabilización democrática y el arribo de 
regímenes dictatoriales auspiciados por GE en países como Argen-
tina, Venezuela, El Salvador, Brasil, Ecuador y otros; ii) La Segunda 
Guerra Mundial, como se dijo, fue otro período breve pero impor-
tante en la era de los GE en América Latina porque la victoria de 
las potencias aliadas marcó el desmonte de las dictaduras, logrando 
esta transformación, también, mediante el recurso golpista; iii) la 
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Guerra Fría fue el tercer y último momento histórico que marcó 
un episodio destacable en la cronología del GE, cuyas condiciones 
reordenarían dramáticamente la situación internacional haciendo 
que el anterior optimismo por el restablecimiento democrático fue-
ra rápidamente revertido mediante golpes reaccionarios con el pro-
pósito de la toma del poder para el mantenimiento de un orden 
amenazado por el espectro comunista. Si bien el fenómeno latino-
americano no puede ser reducido a las repercusiones del conflic-
to geopolítico internacional,30 sí es cierto que la reproducción de 
la larvada disputa hegemónica entre la Unión Soviética y Estados 
Unidos, a la vez que alimentó la guerra de guerrillas, impulsó y fi-
nanció feroces dictaduras en los órdenes internos. Ambas potencias 
fueron, en muchos casos, instigadoras de guerras civiles, golpes de 
Estado e intervenciones militares directas en la región.

Destaca en este inventario general de violencia y democracia 
el ingenio político con el que se han conducido más de dos siglos 
republicanos en América Latina sin denunciar nunca a la «ilusión» 
democrática. Por más de doscientos años de historia la consigna ha 
sido salvar las apariencias democráticas «en un continente famoso 
por sus golpes y sus dictaduras militares, sus presidentes vitalicios, 
sus tiranos predadores» (Rouquié, 2011:88). No importa que du-
rante el siglo XIX Rosas ratificara su dictadura por referendo, o 
que en México Porfirio Díaz se reeligiera indefinidamente, ni que 
Trujillo en el siglo XX cediera la presidencia a sus testaferros Pey-
nado, Troncoso y Balaguer en República Dominicana; ni que el 
general Stroessner fuese puesto primero por el Ejército, elegido 
después, confirmado en la presidencia por plebiscito y reelegido en 
adelante al final de cada quinquenio durante treinta y cinco años 
consecutivos... «todos los regímenes […] reivindican la democracia. 
Y proclaman un apego indefectible a las instituciones representativas» 

30 Jesús de Andrés (2000), además del contexto internacional, señala que uno de los ele-
mentos para la extensión del fenómeno golpista en América Latina es «el caudillismo 
como forma de gobierno de un líder carismático [que] necesita el uso de la fuerza mili-
tar para acceder al poder y mantenerse en él» (p: 130).



50  •  ¿Fin del golpe de Estado?...

(Rouquié, 2011:88). La fachada democrática fue el vehículo para 
legitimar incluso elecciones «liberticidas» y sin competencia porque 
si un gobierno aspiraba ser duradero, sin importar su origen, no 
podía menos que contar con el favor democrático y de hecho los 
GE que en muchos casos les sirvieron de antesala, tuvieron su tono 
constituyente.31

2.2 Transición y enclaves autoritarios

Y ahí está el gran problema, saber si lo que llamás la especie ha caminado 
hacia adelante o si, como le parecía a Klages, creo, en un momento dado 

agarró por una vía falsa.

Julio Cortázar, Rayuela.

Las transformaciones de la década del 70 marcaron el inicio de la 
denominada «tercera ola de democratización», una «marejada» de 
cambios político-institucionales que habría llegado a América Lati-
na desde el Mediterráneo, pasaría por Asia Oriental y se extendería 
finalmente en Europa del este.

Con esta metáfora («ola democratizadora»), Huntington (1994) 
se refiere a los períodos de tiempo en los cuales la preponderan-
cia del régimen democrático supera las transiciones en dirección 
opuesta (contra-olas) durante ese mismo período. Mainwaring y 
Pérez-Liñán (citado en Haro, 2017), fijan las particularidades de 

31 Esta vocación constituyente de los golpes de Estado significa que, no obstante la legitimación 
política democrática, existen pequeñas facciones dentro del Estado o el cuerpo de 
gobierno cuya capacidad para tomar decisiones pueden conducir a las trasformaciones, 
bien sea de facto o legales, de los órdenes constituidos. En efecto, la comunidad política, 
determinada constitucionalmente en términos formales, se sostiene sobre el principio de 
la soberanía popular ya que es el constituyente primario a quien pertenece la Constitución; 
por eso mismo resulta tan odiosa la idea de un golpe ya que niega las vías establecidas 
por su constituyente originario para la operación de cambios institucionales. Pero una vez 
efectuado el golpe, se activan nuevas formas de legitimación que, no siendo ingeniosas, 
son bastante útiles a efectos de lograr el apoyo de las bases. Es decir, los golpes de Estado 
no pueden renunciar a la legitimación popular y toda su actuación debe reconducirse 
sobre la idea del «bien común», pese a que la maniobra golpista de cambio de orden sólo 
haya estado en manos de unos pocos.
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la democratización en el incremento sostenido y significativo de re-
gímenes competitivos (democracias y semi-democracias); es decir 
que «ninguna contra-ola ni ningún período de estancamiento [in-
terrumpen] la tendencia expansiva», y que «la proporción de regí-
menes competitivos al final del período es mayor que la proporción 
de regímenes al principio, y […] la diferencia entre las dos propor-
ciones es estadísticamente significativa» (p: 39).

De las transiciones se puede decir, entre otras tantas cosas, que 
tienen una dinámica propia en cada contexto, es difícil determinar 
su desenlace y para los reformadores no están nada claros los efec-
tos de sus acciones,32 además que hacen parte de un proceso global 
de transformaciones que tiene que ver con el fin de una época o 
cambio societal.33 En efecto, la transición democrática en la región 
se inscribe dentro de «un proceso más amplio de transformación 
de tipo societal» que consistió en «establecer un núcleo básico de 
instituciones democráticas que resolvieran los problemas de todo 
el régimen político»: nuevas relaciones entre economía y Estado, 
canalización de conflictos, demandas sociales e integración social; 

32 «Hace treinta años, un golpe militar en un pequeño país autoritario marcó el comienzo 
de una transformación política global. Cuando los oficiales de tendencia reformista y 
revolucionaria del Ejército portugués derrocaron la dictadura de Salazar-Caetano en 
abril de 1974, no estaba nada claro que Portugal se fuera a convertir en una democra-
cia» (Diamond, citado en Haro, 2017:41).

33 Pese a la obstinada retórica democrática, es bien sabido que los ciclos políticos de 
América Latina contienen períodos de negación democrática importantes. La región 
ha sido tierra fértil en transiciones: en términos de «olas» y «contra-olas» democráticas 
se han contado 3 de cada una de ellas en latinoamericana. Existió una ola democrática 
posterior a la II Guerra Mundial que fue reemplazada por una contra-ola «autoritaria». 
Los gobiernos militares que de allí resultaron pusieron fin a lo que se ha denominado 
la matriz socio-política clásica, esto es, la época nacional-popular (caracterizada por im-
pulsos nacionalistas, desarrollistas, modernizadores, orientados al mercado interno y 
con un papel central del Estado), cediendo a la ilusión de que «el mercado y la coerción 
[reemplazarían] al Estado y la política» (Garretón, 1997). Esta transformación, dada 
en un marco más general de procesos de «globalización y transformación económicas 
mundiales», si bien fracasó en la generación e implementación de un nuevo modelo 
económico (a excepción del caso chileno, por lo menos en lo que tuvo que ver con su 
puesta en marcha), fue exitosa en el desmantelamiento de la movilización política de 
sectores sociales por efectos del peso de la dictadura.



52  •  ¿Fin del golpe de Estado?...

tareas que aunque interdependientes no podían llevarse a cabo sin 
sistemas políticos democráticos estables (Garretón, 1997).

Incapaces de estar permanentemente legitimados, los regíme-
nes autoritarios que antecedieron la transición se vieron impelidos 
a usar fórmulas de «transición por arriba», es decir, abrirse a algún 
tipo de invocación democrática que acelerara el cambio de régimen. 
Así fue que las FF.AA. realizaron su retirada conflictiva de la arena 
política en búsqueda de relegitimación institucional y del manteni-
miento de ciertas prerrogativas en el nuevo escenario democrático.

Pero también los procesos de transformación social forzaron la 
apertura, constituyendo el componente de la «transición por abajo». 
Si bien los movimientos sociales propugnaron por un cambio de ré-
gimen político,34 su participación era desarticulada entre otras cosas 
por los efectos del terror dictatorial y la fragmentación social deriva-
da de los ajustes económicos de la época; en su lugar sobresalieron 
ciertos liderazgos y la labor de los partidos políticos («resucitados» 
después de su eclipse por la desarticulación e irrelevancia durante el 
período autoritario), los cuales ganaron más peso en la negociación 
de la transición ya que contaban con más capacidad de negociación 
en las élites que los mismos movimientos sociales. En todo caso, 
no puede ignorarse la acción de determinados sectores sociales 
(movimientos de derechos humanos, por ejemplo) para combatir, 
contra todo el riesgo que ello implicaba, los gobiernos autoritarios.

Para América Latina, el balance de la transición es ambivalen-
te. De una parte, la economía no ofreció mejores horizontes:35 el 

34 Según Gerardo Munck, un régimen político se entiende en dos dimensiones: la primera 
de ellas procedimental, relativo a las reglas y procedimientos (formales e informales) 
«que determinan el número y tipo de actores que pueden tener acceso a los cargos 
gubernamentales, los métodos de accedo a tales cargos y las reglas que deben seguirse en 
la formulación de las decisiones públicas»; la segunda dimensión se enfoca en los actores, 
«en la manera como las reglas y los procedimientos del régimen estructuran y moldean 
la conducta de la política  [...] en tanto los actores acepten y se comprometan con estas 
reglas». En últimas, el régimen político es bidimensional y lo constituyen las relaciones 
entre el Estado (reglas de funcionamiento) y los ciudadanos (Areiza, 2015:15-17).

35 Contra el deseo mayoritario, el desarrollo económico no constituyó un prerrequisito 
para la democracia. No fue necesaria la prosperidad económica para el cambio de 
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programa continental para la superación de la crisis de 1980, me-
jor conocida como la «década perdida»,36 fue un paquete de re-
formas conocidas como políticas del Consenso de Washington; la 
«panacea» que prometió crecimiento económico al tiempo que un 
estimado de que tal crecimiento generalizado de alguna manera 
llegaría a beneficiar a los menos favorecidos, aunque sin un trata-
miento directo al problema de la pobreza. Pero ni el crecimiento ni 
la teoría de la filtración o goteo (trickle down) —que era altamente 
improbable aun en el hipotético caso de que las cifras mostraran 
crecimiento económico—, llegaron a concretarse.

En consecuencia, el ajuste estructural «neoliberal» que buscó 
fundamentalmente la reducción del gasto en el sector público, 
tuvo como resultado la agudización de la inestabilidad económica 
subcontinental; el aumento de la pobreza (en sus múltiples dimen-
siones) y la desigualdad, todos ellos desenlaces que, según Stiglitz 
(2003), eran altamente previsibles.37

régimen, aunque sí hubiese sido una condición favorable para su éxito sostenido 
(Lechner, 1992). A decir verdad, más que el crecimiento económico —que logró 
algunos picos en la década del 90— no se prestó atención a lo que era —y sigue 
siendo— el problema fundamental: reducir la creciente desigualdad y exclusión 
social, condiciones éstas que, de estar presentes, también permiten que se construyan 
democracias: pero malas, frágiles e incompletas.

36 Según Stiglitz, la dificultad para explicar la década de 1980 mejor conocida como 
la «década perdida», estriba a su vez en la dificultad para entender el período 
inmediatamente anterior. Pese a considerar otros factores como posibles causas, 
considera que la explicación más plausible para la crisis ocurrida durante este período 
es la elevación sin precedentes de la tasa de interés por los Estados Unidos, lo que 
provocó una perturbación macroeconómica en la que países latinoamericanos fuertes 
y moderadamente endeudados afrontaron obligaciones prácticamente impagables.

37 Hay, sin embargo, mejoras en cobertura de salud y educación, políticas de descentrali-
zación y aumento de la capacidad de respuesta a las demandas ciudadanas, creación de 
bancos centrales con credibilidad y aumento de la eficiencia y rendición de cuentas del 
sector público. El hecho de que la reforma inaugurada en los noventa hubiera genera-
do amplias expectativas se debió a un crecimiento económico a principios del decenio 
luego de la honda crisis que, según Stiglitz, no debió sobrevalorarse ya que fue leve-
mente superior a la mitad del crecimiento de las décadas de 1950 a 1970. Con todo y 
las promesas reformistas, el crecimiento no alcanzó los niveles esperados y tampoco fue 
sostenido. También en la denominada «media década perdida» (esto es, en la segunda 
mitad del decenio del 90, especialmente en 1997) se hicieron evidentes fenómenos de 
estancamiento, recesión y depresión (Stiglitz, 2003).
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En definitiva, las reformas económicas que pretendieron deste-
rrar la crisis en América Latina tuvieron el perverso efecto contra-
rio: agudizarla a niveles superlativos.38 Como era de esperarse, las 
infladas demandas para la mejora de las condiciones de vida comu-
nes (lo que Cavarozzi (1991) denomina la «panacea democrática») 
en medio de una situación de crisis económica no resuelta y, aún, 
incrementada, condujeron a la frustración y desencanto generali-
zado por las promesas incumplidas del nuevo régimen.

De otra parte, así como la herencia colonial no se disipó al con-
tacto con los valores liberales, así tampoco el autoritarismo burocrá-
tico se desvaneció con la transición democrática. Mutatis mutandis, 
la prédica de Saskia Sassen en torno al ensamblaje de elementos 
del campo estatal sirve para entender que en los procesos de trans-
formación de una configuración estatal a otra

no existen puntos de inflexión radicales en los cuales sea posible identifi-
car el tránsito desde una forma determinada del campo estatal hacia otra 
totalmente novedosa. Cada ensamblaje institucional tiene las huellas del 
pasado y se configura a través de la presencia de ciertas capacidades que 
habitan en ensamblajes precedentes. El ensamblaje de una forma especí-
fica del campo estatal está marcado por la presencia de residuos estatales 
previos […] (Alonso, 2014:174).

38 La entrada de capitales no se tradujo en inversión real. Precisamente, una enorme 
cantidad de capital caracterizó los primeros años de la década del 90 y los países en 
ese entonces parecían gastar más de lo que ganaban, lo que no habría tenido mayores 
efectos «si las corrientes de capital se hubieran destinado a inversiones a largo plazo 
de tipo totalmente nuevo que ampliaran la capacidad de producción de la economía, 
con un rendimiento superior a las tasas de interés que debían pagar los países, y si 
una parte tan importante de las corrientes de capital no hubiera sido de corto plazo» 
(Stiglitz, 2003:17). 

 A lo anterior deben sumarse otras dificultades, como la concentración de las políticas 
económicas casi exclusivamente en el problema de la inflación, lo que hacía que las 
reformas no fuesen equilibradas; la eliminación de puestos de trabajo o rebaja de 
salarios como correlato de «las fluctuaciones económicas inherentes a la estrategia 
de reforma orientada al mercado» (Stiglitz, 2003:13). Asimismo, las reformas del 
Consenso de Washington aumentaron la exposición al riesgo sin incrementar la 
capacidad de hacerle frente, promovieron la liberalización de los mercados de 
capitales, del comercio, y la reducción de la capacidad de actuación del Estado, la 
privatización de empresas públicas y el fortalecimiento del sector privado.
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Por la naturaleza de estos procesos de transición, no hubo cam-
bio total del régimen anterior, lo cual implicó la extensión de su in-
fluencia tanto en el proceso mismo como en el contenido de la de-
mocracia naciente. Esto no sólo porque con frecuencia fue el mismo 
régimen autoritario el que dio paso a la instauración democrática 
(asegurando concesiones en el tránsito), sino porque muchas de las 
instituciones del pasado fueron heredadas y los demócratas, con tal 
de no despertar al «demonio», evitaron tensiones y conflictos para 
impedir cualquier regresión autoritaria.39 Queda claro finalmente 
que los procesos transicionales son incompletos, lo que eso implicó 
que las democracias re-nacientes convivieran con enclaves autorita-
rios institucionales, ético-simbólicos o actorales,40 y que los desafíos 
más importantes fueran los de la «profundización, relevancia y ca-
lidad de los regímenes democráticos» en la región.41

39 La incertidumbre sobre el desenlace que es inherente a los períodos de transición favo-
reció las luchas por el control político en cabeza de distintos actores, siendo el recurso 
de las armas o por lo menos la amenaza de su uso determinadora de los rumbos del 
cambio político. Dice Jesús de Andrés que el riesgo de que se «produjeran golpes de 
Estado fue la espada de Damocles que condicionó buena parte de las estrategias desa-
rrolladas en todos estos procesos y que planteó no pocas dificultades a la hora de tomar 
decisiones ya que atender a las demandas de los grupos pro-golpistas equivalía al inmo-
vilismo que estos grupos pretendían, es decir, a conseguir sus objetivos sin necesidad 
de intervención alguna, mientras que radicalizar las reformas en la dirección contraria 
tenía el peligro de activar el movimiento golpista» (De Andrés, 2000:19).

40 Según Garretón, los enclaves autoritarios son clasificados, en tres categorías, a sa-
ber: i) «enclaves institucionales (sistema electoral binominal, Consejo de Seguridad 
Nacional, Tribunal Constitucional, composición no plenamente democrática del Poder 
Legislativo, entre otras instituciones o normativas constitucionales y legales que entor-
pecen los procesos democráticos)»; ii) «enclaves ético-simbólicos (fundamentalmente, 
cuestión de los DD.HH.: problema de esclarecimiento, reparación y sanción relativa 
a la violación de los derechos humanos)» y iii) «enclaves actorales (actores que operan 
de acuerdo a la lógica autoritaria y que manifiestan dificultades para insertarse en la 
naciente escena democrática: sectores de las FF.AA. y del Poder Judicial, empresarios, 
núcleos civiles de derecha, herederos de la oposición armada al régimen militar, entre 
otros» (Garretón, citado en Haro, 2017:43).

41 La profundización hace referencia a la extensión de mecanismos democráticos a otros 
ámbitos de la vida social; la relevancia, a la utilización de las vías democráticas para 
resolver los conflictos y demandas que se susciten dentro del régimen y la calidad, a 
la expansión de la ciudadanía, esto es, la participación, representación y satisfacción 
ciudadanas (Garretón, 1997).
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Un ejemplo ostensible de enclave autoritario (o como dijera 
Garretón de «enclaves democráticos en un marco autoritario») es la 
Constitución chilena de 1980 que «legitima plenamente el proyec-
to político de la dictadura» al conferir prerrogativas a las FF. AA. 
y permitir la amnistía de los crímenes cometidos en ella. Además, 
esta misma Constitución

[aseguró] de hecho la sobrerrepresentación de la derecha y [prohibió] 
el retorno al Parlamento de una izquierda contestaría o revolucionaria. 
El senado [fue] ‘moderado’ por nueve senadores designados o vitalicios, 
entre los cuales [hubo] cuatro militares. Los miembros de la Corte Su-
prema [eran] inamovibles, así como la mayoría de magistrados. Pero el 
enclave principal [siguió] siendo, hasta 2006, el general Pinochet mismo 
(Rouquié, 2011:148).

Se acopló así la democracia chilena a un marco normativo au-
toritario. Un caso muy parecido al «autoritarismo constitucional» 
mexicano posrevolucionario, en el que la única norma constitucio-
nal inamovible fue la prohibición de reelección presidencial. Pero 
el mandato ejecutivo tenía como único control real su cambio cada 
seis años…entre candidatos de un partido único (PRI). La alter-
nancia en el poder sólo fue posible hasta la década del 2000, pero 
las instituciones construidas «a la medida del partido-Estado» eran 
poco aptas para la adopción de un régimen plural y competitivo.

Argentina, por su parte, que pretendió proscribir toda injeren-
cia militar en la política de seguridad, tuvo que retractarse y ceder 
espacio para la presencia castrense en el Consejo de Seguridad Na-
cional luego de confusos hechos en los cuales la injerencia militar 
se mostró como «necesaria» si se quería evitar el «suicidio» de la 
política argentina. En Brasil, el aparato militar de la dictadura per-
maneció intacto hasta 1994, mientras que el cuerpo policial tardó 
más tiempo en desmilitarizarse (Rouquié, 2011:149-157).

El proceso de transición fue entonces eso: un tránsito hacia la 
incertidumbre. Sin embargo, la construcción de marcos institucio-
nales pareció sellar un destino democrático que, exitoso o no, se 
encargó de hacer más gravosa (aunque tal vez no imposible) la 
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regresión autoritaria, por lo menos por la vía de la acción militar, 
en los países latinoamericanos.

Finalmente, puede decirse que estas transformaciones demo-
cráticas se efectuaron en un contexto de fracaso de las políticas 
económicas de viejo cuño liberal, reaparición de populismos y vio-
lencia política y social que complicaron el panorama de su sólida 
configuración en el hemisferio (Martí i Puig, 2000:11-19). Con los 
cambios operados no fue posible superar la tesis luttwakiana según 
la cual, en regímenes frágiles, la violencia como última ratio con-
tinuará siendo vehículo de transformaciones políticas cuando los 
métodos legales para asegurar el cambio gubernamental resulten 
inútiles (Luttwak, 1969:30-32).



3. Juicio político o impeachment,  
¿fin del golpe de Estado?

En este capítulo se describen casos en los cuales algunos presiden-
tes han sido efectivamente desplazados del gobierno, y se pone en 
cuestión la validez o la potencia conceptual tanto del GE tradicio-
nal como de las denominadas «nuevas modalidades» de GE en re-
lación con las condiciones específicas de cada evento. Se aludirá, 
inicialmente, al contexto de cada caso y, después, a los anteceden-
tes inmediatos y a las acciones que dieron lugar a la salida de man-
datarios en Honduras (2009), Paraguay (2012) y Brasil (2016). Lo 
primero que esta revisión permitirá responder es si, de acuerdo 
con lo acontecido en cada país, esos casos se ajustan o no a la defi-
nición de GE tradicional.

La metodología es simple: se alinearán y cotejarán los hechos 
según la clasificación de atributos tradicionales del GE (Tabla 1), 
y se analizarán los desajustes —si los hubiera— de acuerdo con el 
desarrollo de los eventos que tuvieron como consecuencia la salida 
anticipada de los jefes de Estado. Si no es razonable calificar esos 
casos como GE tradicionales, ¿se tratará, en cambio, de la expre-
sión de una nueva modalidad golpista? De ser así ¿cuál es esa nueva 
modalidad? Las reflexiones de orden teórico y contextual incluidas 
en los capítulos precedentes hacen que tenga mayor sentido y que 
se facilite la búsqueda de respuestas a las preguntas planteadas. A 
modo de colofón, se presentará una propuesta de definición de GE 
y se evaluará la relevancia de una específica propuesta metodológi-
ca que hace más inteligible el examen de los desplazamientos del 
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poder ejecutivo en el marco de los actuales arreglos constituciona-
les y político-institucionales.

El contexto de los casos que se han documentado no es similar. 
Pero tampoco completamente diferente. El uso de algunas técni-
cas comparativas (como los sistemas de máxima similitud DSMS y de 
máxima diferencia DSMD), ha permitido establecer generalizacio-
nes científicas y refinar hipótesis que ponen en duda las aparentes 
singularidades de los procesos de democratización en cada país del 
continente, pese a que esos países hayan tomado caminos diver-
sos (Ramos, 2012; Areiza, 2015). Pero además, es razonable supo-
ner que son las afinidades de esos procesos de democratización 
en América Latina las que han permitido agruparlos en «modelos» 
descriptivos o explicativos.42 Manuel Antonio Garretón (1997), en 
efecto, se refiere a tres modelos. Dos de ellos tienen relación con 
los contextos nacionales que aquí interesan.43 De un lado, está el 
modelo de fundación democrática que se encuadra en luchas con-
tra dictaduras oligárquicas o tradicionales de tipo patrimonialistas; 
una transición que sucede a momentos revolucionarios o guerras 
civiles.44 Este modelo corresponde a las transiciones centroameri-
canas y por lo tanto enmarca el caso de Honduras.

En Suramérica sobre todo abundaron los golpes militares du-
rante el trascurso del siglo XX y tienen connotaciones especiales 
aquellos desarrollados en la segunda mitad de esa centuria ya que 
su estructura militar filtró amplias capas sociales al punto que «las 

42 Las complejidades de la transición no se resumen en tipos o modelos considerados 
genéricamente, pero ellos pueden contribuir a su inteligibilidad. Garretón propone 
distintas etapas: i) «transición o paso de la dictadura a la democracia», ii) inauguración 
democrática o instalación e inicio del régimen democrático», iii) «superación de encla-
ves autoritarios» y iv) «consolidación del régimen» (Garretón, citado en Haro, 2017:43).

43 El tercer modelo de democratización política es el de aquellos casos en los cuales, sin 
que se pueda precisar un momento formal de cambio, ruptura o inauguración demo-
crática, sí se hace visible un proceso de extensión o profundización democrática a partir 
de un régimen de democracia restringida o semiautoritaria.

44 Éste es un tipo de democratización en el cual la guerra civil es un modo de transición. 
Si bien la violencia organizada y prolongada contra la dictadura no conduce inme-
diatamente a la democracia, puede propiciar el tránsito —lento y difícil— a ella (Cfr. 
Torres-Rivas, 1989).
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Fuerzas Militares intervinieron desde la más pequeña intendencia 
provincial, hasta el último organismo público estatal, provincial o 
municipal para imponer el orden y la autoridad» (Cavarozzi, citado 
en Areiza, 2015:32). En estos casos, la transición inicia precisamen-
te con la negociación entre las fuerzas armadas gobernantes y la 
civilidad opositora para la trasferencia del poder. Ahora bien, tanto 
las relaciones políticas de ambas fuerzas como las formas en que 
se han llevado a cabo estas negociaciones variaron de país en país, 
por lo que los procesos de transición a la democracia se vieron sen-
siblemente afectados por el «sistema de relaciones cívico-militares 
existentes en el momento de iniciarse la negociación» y asimismo 
el futuro de estas mismas fuerzas dependió de la dinámica del pro-
ceso transicional (Varas, 1986).

Más precisamente la relación entre las fuerzas cívico-militares 
ha estado condicionada por la interacción entre dos conjuntos bá-
sicos de factores:

[p]or una parte, por aquellos factores que dicen relación con la capaci-
dad de las fuerzas civiles democratizadoras para generar, desde su cam-
po político, nuevas situaciones relevantes para las FF. AA., afectando las 
propias relaciones entre las diversas facciones internas. Por otra parte, se 
ha visto influido por desarrollos propiamente castrenses, los que al inte-
rior de las instituciones armadas han generado las condiciones favorables 
para una retirada, negociada o no, a los cuarteles (Varas, 1986:2).

Precisamente el segundo modelo de transición es aquel que 
conduce de estos regímenes autoritarios modernos y especialmente 
militares a fórmulas democráticas con ausencia de momentos revo-
lucionarios (pese a la ruptura que significó el paso de un régimen y 
otro). Este es el modelo de transición que tiene lugar propiamente 
en el Cono Sur, donde prevalecieron regímenes de los tipos «nuevo 
autoritarismo» o «burocrático autoritario», de «seguridad nacional» 
o «reactivo fundacional». Los casos de Paraguay y Brasil se ajustan 
a este modelo.
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Como antesala de la exposición y evaluación de cada uno de 
los casos que se abordan en este capítulo, y con prescindencia del 
refinamiento de aquellas técnicas comparativas o de la contrasta-
ción de esos modelos de transición referidos, en cada apartado se 
presenta introductoriamente una sintética aproximación a los con-
textos políticos de Honduras, Paraguay y Brasil y luego se recons-
truye brevemente el proceso que culminó con la salida anticipada 
de los presidentes.45 Se trata de un camino más o menos «prosaico» 
que no obstante permite también apreciar similitudes y diferencias 
contextuales, siempre teniendo en mente las prácticas de relevo 
presidencial que finalmente interesan en esta parte del trabajo.

3.1 Honduras

Después de que la influencia norteamericana desplazara el poderío 
británico a finales del siglo XIX y principios del XX, se estrechó 
entre Honduras y Estados Unidos una relación de «dependencia 
estructural» expresada a través de los intereses de compañías mul-
tinacionales de café y banano, de ahí que el país fuera conocido, a 
partir de ese hecho, como la «República bananera». Tanto la Uni-
ted Fruit Company (UFC) como la Cuyamel Fruit Company (CFC) 
no sólo controlaron la economía, sino que fijaron el rumbo polí-
tico de Honduras al convertir a los partidos políticos Liberal (PL) 
y Nacional (PN) en voceros de sus propios intereses (Molina, 
1980:717-718; Velásquez, 2010:31).

Sin embargo los efectos de la crisis económica mundial del 
1929 llevaron a Honduras a una gran depresión. La UFC y la CFC, 
antiguas rivales, se unieron entonces poniendo fin a la «guerra del 

45 La reconstrucción de la que se habla corresponde especialmente a una narración de 
los hechos que consideré relevantes y que fueron más inmediatos a la salida del jefe de 
Estado hondureño en 2009. La fuente consultada fue fundamentalmente periodística, 
aunque no toda ella estuvo referenciada en el cuerpo central del trabajo. De requerirse 
para ampliar alguna información, conviene consultar la sección de «artículos de prensa 
y otros» de las referencias bibliográficas.
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banano», lo cual tuvo profundos efectos para la política del país. 
En este contexto emerge la figura del general Tiburcio Carías An-
dino, quien respaldado por el gran consorcio bananero prolongó 
su mandato durante dieciséis años (1933-1949) mediante manipu-
laciones constitucionales y represión de la oposición sindical que ya 
para ese entonces era proscrita violentamente porque se asociaba 
directamente con el comunismo.

Luego de la II Guerra Mundial tiene lugar el —tal vez— más im-
portante movimiento huelguístico centroamericano de trabajadores. 
Por su elevado nivel de organización y por sus repercusiones políti-
cas e institucionales, el movimiento logró posicionar el sector traba-
jador como una fuerza decisiva en los asuntos nacionales y condujo 
el país hacia un precario pero importante proceso de modernización 
del Estado; un proceso alejado, aunque fuera incipientemente, de la 
imagen patrimonialista que impuso Carías Andino. Este proceso de 
movilización social no fue inmune a la persecución, encarcelamiento 
y muerte de sus líderes sociales, pero finalmente implicó la legaliza-
ción de los movimientos sindicales y la institucionalización de sus lo-
gros políticos a través de una legislación social de avanzada (Palma, 
1979:12, Molina, 1990:301; Velásquez, 2010:33-34).

En la década del 60, Honduras entra en una nueva etapa de de-
sarrollo capitalista mediante la disminución de la participación del 
sector bananero en la economía y la diversificación de la producción 
agrícola que, en todo caso, continuaba siendo —junto con el manu-
facturero— el renglón dominante en el sistema productivo interno. 
A pesar del clima optimista de ampliación del mercado durante 
la posguerra (décadas del 50 y 60), cuyo significado parecía ser la 
articulación de las economías «periféricas» al mercado mundial, el 
crecimiento económico de Honduras —y en general de los paí-
ses centroamericanos— presentó en sí mismo contradicciones por 
cuanto no destruyó, sino que confirmó una matriz agroimpotadora 
y su dependencia frente a la economía estadounidense. Tal modelo 
de desarrollo agudizó el efecto de concentración-marginación cuya 
filtración de beneficios, según esquemas de privilegios y de clase, 
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fue incapaz de dar solución a las condiciones de extrema desigual-
dad e inestabilidad políticas (Palma, 1979:9-18; Molina, 1990:303).

El Estado, principal impulsor del modelo agroexportador 
(1950-1960) y luego del proceso de industrialización (1970-1980), 
intervino el sistema fiscal y monetario, y creó instituciones de carác-
ter social que mejoraron —un poco— la calidad de vida de la po-
blación hasta que nuevamente se hizo visible la crisis durante el de-
cenio del 80 tras la caída de los precios del petróleo, el incremento 
de las tasas de interés en el mercado financiero internacional y la 
caída de precios de los productos agrícolas exportables.

Tan económicamente próspera fue la década del 70 (no obstan-
te el conflicto político-militar centroamericano)46 como nefasto el 
decenio de los 80. La crisis impuso —también— en Centroamérica 
el «paquete» de reformas de reacomodamiento económico. En el 
caso específico de Honduras esas medidas fueron respaldadas por 
las FF.AA., en realidad nada novedoso en un país que de tiempo 
atrás asistía a la injerencia recurrente del estamento castrense en 
la política. De hecho, cualquier aproximación a Honduras sin una 
referencia al poderío militar sería deficitaria e incompleta.

Las intervenciones directas e indirectas de Estados Unidos en el 
país centroamericano durante el siglo XIX y en la primera mitad del 
siglo XX (1903, 1907, 1911, 1919, 1924), tuvieron como propósito la 
protección de propiedades y ciudadanos norteamericanos, y a par-
tir de la década del 50 empieza a ser decisiva su participación en la 
profesionalización de las FF.AA. de acuerdo con convenios de ayuda 
militar que implicaron la creación de escuelas de formación, entrena-
miento contrainsurgente y adoctrinamiento ideológico, y el préstamo 
del territorio hondureño para el desarrollo de operaciones militares 

46 El panorama centroamericano era ciertamente difícil: «en El Salvador estaba la guerra 
civil entre las fuerzas regulares y el FMLN, en Guatemala la virulencia de las organi-
zaciones guerrilleras y la respuesta estatal presagiaban una guerra civil degradada, en 
Nicaragua el recién instalado régimen sandinista trataba de defender su proyecto polí-
tico, en Costa Rica un gobierno crítico del proceder de los Estados Unidos en la región 
y en Panamá [estaba] la incertidumbre por las políticas nacionalistas de Omar Torrijos” 
(Velásquez, 2010:47).
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tanto en Honduras como en otros países de la región (Guatemala, 
1954; República Dominicana, 1965; El Salvador y Nicaragua en la 
década del 80 y Panamá en 1989).

Luego del golpe militar de 1956, la institución castrense logró 
un poder incontrolable a través de la Constitución Política de 1957 
que ella misma promulgó.47 En ella se declaró la autonomía militar 
del poder civil —cuya comandancia estuvo por largo tiempo a car-
go del jefe del Estado Mayor y no del presidente de la República—, 
se definió la competencia del cuerpo militar para la interpretación 
de la constitucionalidad de las órdenes civiles, y se dispuso el con-
trol exclusivo sobre sus promociones. Estos privilegios se fueron 
ampliando con el tiempo, a la vez que crecía la usurpación de res-
ponsabilidades del gobierno, del cual ya habían tomado sus riendas 
(Velásquez, 2010:41).

Desde entonces y hasta 1982 los militares ocuparon el poder en 
Honduras. Como condición general, la fragmentación social cen-
troamericana por efectos del modelo de desarrollo concentrador 
y marginalizante encontró en el Ejército la única institución que 
pudo reclamar para sí la representación  «nacional» dada su es-
tructura corporativa y su ideología de defensa de la nación.48 El 
resultado inmediato fue la «militarización» de la acción estatal y de 
sus instrumentos, lo cual era para la época toda una novedad en 

47 Asimismo, las constituciones de 1961 y 1980 reiteraron la autonomía militar con res-
pecto al poder ejecutivo. El jefe de las FF. AA. era escogido por el Congreso sobre la 
base de una terna presentada por el Consejo Superior del Ejército. En la década del 
70, sin embargo, el tránsito vertiginoso de una dictadura a otra hizo evidente la falta de 
estabilidad en el mando militar, lo que contribuyó al incremento del descrédito institu-
cional. En 1978 Honduras cumplía 140 años de independencia y el GE de ese año era 
el número 139 (Velásquez, 2010:42-43).

48 Hay, no obstante, un breve período de reformismo militarista a principios de la década 
del 70 (luego del golpe de 1972). Se postula entonces como «quehacer fundamental» 
la reforma agraria y forestal (para redistribuir la tierra y para recuperar de manos pri-
vadas la riqueza madera del país); se enfatiza el talante «intervencionista» del Estado 
en la economía nacional y se toman medidas de carácter social («sindicalización obli-
gatoria») que concitaron un significativo apoyo popular que implicó «un nivel notable 
y poco usual de legitimidad política otorgado a un régimen de facto, no constitucional  
[...] en un contexto centroamericano adverso y encabezado por la dictadura somocista» 
(Molina, 1990:302).
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términos de dominación política ya que, por fuera de los márgenes 
del caudillismo tradicional, la «oficialidad» supo presentarse como 
una «élite desarrollista» y las FF.AA. como un «cuerpo técnico buro-
crático» encargado de la «construcción nacional». El pretorianismo 
de entonces estuvo menos vinculado a las tareas represivas de la 
institución castrense (irrenunciables en todo caso), y más a una for-
ma de control político dominada por la alianza ampliada entre las 
élites agroindustriales (socias menores del capital multinacional), 
el ejército y la burocracia, quienes no dudaron en buscar apoyo de 
pequeños y medianos propietarios rurales (Palma, 1979:18-22).49

La guerra librada en muchos países centroamericanos en-
tre las décadas del setenta y ochenta se alternaba con esfuerzos 
de negociación, desequilibrios macroeconómicos y crisis sociales. 
Sin embargo, se perfiló para entonces el abandono del legado de 
persistentes dictaduras por la «redemocratización» o retorno a los 
regímenes civiles de democracia constitucional.50 En Honduras, 
luego de casi una década de presencia militar directa, se llevaron 
a cabo importantes procesos electorales: elección de la Asamblea 
Constituyente en 1980; elecciones presidenciales en 1981, 1985 y 
1989; elecciones primarias internas en 1987 y 1988. Estos eventos 
significaron una incipiente apertura político-electoral que de todos 
modos se mantuvo afectada por la militarización instalada.51

49 Palma (1979) aclara que «[e]videntemente esta relación de apoyo no significa que los 
campesinos se incorporaran al bloque en el poder y a sus beneficios, sino más bien, 
de políticas muy segmentadas [...] que dejan intocada la contradicción principal en el 
sector y que permiten agitar una imagen de Estado-comprometido-con-la suerte-del-
campesinado» (p: 21).

50 Velásquez (2010:43-47) retoma los argumentos de Torres-Rivas y afirma que, debido 
al control y uso del territorio hondureño como plataforma militar para operaciones en 
Centroamérica y el Caribe, el propósito de Estados Unidos era presentar a Honduras como 
una «vitrina democrática» en medio del crítico panorama centroamericano y desde allí 
fortalecer su influencia regional. En este país, la transición no era impulsada por fuerzas o 
sectores populares, de ahí que en la Constitución de 1980 las fuerzas armadas conservaran 
su autonomía y se elevara a rango constitucional la economía de libre mercado. Al parecer, 
se trataba más de un acuerdo para el mantenimiento de privilegios de las fuerzas «salientes» 
que de un cambio real de régimen durante esta primera fase de la transición.

51 La sociedad civil se vio afectada no sólo por la aplicación de las políticas de Seguridad 
Nacional sino por el efectivo despliegue de fuerzas norteamericanas e irregulares 
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Para Irías, Saravia & Sosa (2010), el reacomodamiento neolibe-
ral en Honduras significó una triple transición: i) de una economía 
agrícola tradicional a la diversificación económica,52 ii) de la fuerte 
presencia de movimientos sociales a la precarización del trabajo y 
la fragmentación social;53 y finalmente iii) de los acosos de la mili-
tarización a una democracia electoral que mantuvo el bipartidismo 
hasta entrado el siglo XXI.54

Como balance general de la transición, si bien la década del 
ochenta fue el momento de la instalación de las instituciones demo-
cráticas, su desarrollo no pudo consolidarse debido a la continuada 
injerencia de las FF.AA. en los asuntos políticos, a la persistencia de 
las guerras civiles en la región y al decidido interés de la adminis-
tración estadounidense en usar a Honduras como «base de opera-
ciones en Centroamérica para su política global en el marco de la 
Guerra Fría» (Taylor-Robinson, 2009:472). En la década siguiente, 

extranjeras en el país, dado su involucramiento en los conflictos de la región. El some-
timiento de Honduras a las políticas norteamericanas hizo que los problemas centroa-
mericanos se redujesen a sus dimensiones geopolíticas y que su única salida fuese la vía 
militar (Molina, 1990:305).

52 Honduras amplió su mercado en rubros agrícolas no tradicionales para la exportación 
y producción industrial de la maquila. Los sectores de comunicaciones y financiero, 
controlados por capital trasnacional, acompañaron este cambio que, sin embargo, im-
plicó el cierre de pequeñas y medianas empresas ante la expansión de la importación.

53 Hubo un aumento de la economía informal que se tradujo en bajos niveles de sindicali-
zación y proliferación de acuerdos individuales de trabajo. Los niveles de oportunidad 
de empleo decrecieron. La organización social, si bien se extendió a nivel nacional, se 
fragmentó.

54 Las «reglas de juego» de la democratización terminaron por consolidar una élite polí-
tica afín al bipartidismo, beneficiaron pequeños aunque poderosos grupos económico-
políticos y convirtieron el Estado en instrumento promotor de sus intereses. No se 
logró la independencia partidaria del poder estatal, ni se establecieron mecanismos 
efectivos de transparencia y control, descentralización democrática y mayor partici-
pación directa de la ciudadanía. Según Molina (1990), desde los primeros matices de 
maduración política de la sociedad hondureña se develaron alianzas partidistas coyun-
turales animadas más por la consigna de las conveniencias personales e intentos de 
continuismo en el poder que por intereses nacionales. El bipartidismo en Honduras, 
que en la década del 90 logró capturar más del 90% de los votos, sufrió el extendido 
fenómeno de la «desideologización» con un electorado que buscaba simplemente la 
solución a corto plazo de los problemas más acuciantes. Abandonado el viejo caudillis-
mo, los partidos iniciaron más tarde su tránsito por los cauces del liderazgo político-
empresarial de corte urbano-industrial (Molina, 1990: 313 y ss.).
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sin embargo, Honduras avanzó hacia la consolidación democráti-
ca y durante los gobiernos liberales (PL) de Carlos Roberto Reina 
(1994-1997) y Carlos Flores (1998-2001) se impulsaron reformas 
constitucionales tendientes a subordinar el Ejército al poder civil, 
acabar el servicio militar obligatorio y separar a la policía de la ór-
bita militar (p: 473).

La emergencia de nuevos partidos y su logro paulatino de es-
caños en el Congreso (Partido Innovación y Unidad —PINU—, 
Partido Demócrata Cristiano de Honduras —PDCH—, Partido de 
Unificación Democrática —PUD—) contribuyeron también a la 
consolidación del sistema político democrático: los nuevos partidos 
obtuvieron, por lo menos hasta 2005, una mayor participación en 
el legislativo, al tiempo que los partidos tradicionales cedían ante 
la creciente representación de los nuevos. Otra era la suerte, en-
tretanto, del poder ejecutivo ya que su amplia capacidad clientelar 
siguió en manos de los partidos tradicionales.55

Este último hecho parece demostrar que en Honduras el peso 
de la continuidad es superior al cambio: los partidos tradicionales 
en el ejecutivo tienen una cuota clientelar asegurada, así como ase-
gurada parece estar la adaptación exitosa de sus «métodos de clien-
telismo a la democracia moderna», cuyo efecto inmediato es impe-
dir la expansión de nuevos partidos (Taylor-Robinson, 2009:474). 
Precisamente Ricardo Maduro (2002-2006), perteneciente al 

55 «Un gran desafío para estos partidos nuevos es que no aparecen como competidores 
viables a la presidencia, que es la fuente esencial de recursos estatales para el clientelis-
mo. La separación de papeletas de votación para el Congreso por un lado y a la presi-
dencia por otro —usado por primera vez en 1997— le dio a los hondureños la opción 
de “cortar” su voto, y la representación de los partidos pequeños en el Congreso au-
mentó gracias a esto. Sin embargo, la gente vota estratégicamente por los partidos tra-
dicionales en las elecciones presidenciales. Parece improbable que los votantes rurales 
y pobres, que son considerados los partidarios más fieles de los partidos tradicionales, 
vayan a dividir sus votos. El bajo número de votos recibidos por los nuevos partidos en 
los departamentos más pobres es una prueba, aunque sea parcial, de que los votantes 
rurales y pobres marcan sus papeletas de votación (en el ámbito local, legislativo y pre-
sidencial) estratégicamente a favor de los partidos tradicionales, los cuales son los que 
ellos consideran los que más probablemente entreguen recursos de clientela a ellos y a 
sus comunidades» (Taylor-Robinson, 2009:473).
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tradicional PN, fue quien antecedió el gobierno de Manuel Zelaya 
Rosales, miembro del PL.

3.1.1 La intempestiva salida de Manuel Zelaya

Conocido desdeñosamente en Centroamérica como el «portavio-
nes insumergible de los norteamericanos» por el provecho que de 
su situación geográfica sacó el país del norte, Honduras se convirtió 
en una verdadera tragicomedia mesoamericana al sufrir en los albores 
del siglo XXI un episodio de cambio abrupto de gobierno en una 
región que parecía estar dando signos cada vez más ostensibles de 
estabilidad política.

Este caso no solo resalta por la salida anticipada del presiden-
te Manuel Zelaya en 2009, sino porque en 2015 se produjo una 
transformación constitucional que institucionalizó aquello que pre-
cisamente se pretendió conjurar con la salida precoz de Zelaya: 
la reelección presidencial indefinida. Es decir que, aunque la pre-
sunta motivación para el desplazamiento del gobierno de Zelaya 
fue evitar el fortalecimiento desmedido del poder ejecutivo a tra-
vés de la reelección indefinida, ese mismo efecto se concretó por 
otros medios; lo que en un primer momento pareció ser síntoma 
de fortaleza del Estado de Derecho y de la garantía republicana de 
separación y límites a los poderes, fue rápidamente reconvertido 
por una sentencia judicial del máximo tribunal constitucional que 
permitió en 2015 la reelección indefinida del ejecutivo.

Manuel Zelaya Rosales llegó a la presidencia en enero de 2006, 
cuando el régimen constitucional disponía de suficientes prerro-
gativas para el poder ejecutivo: el presidente podía nombrar a su 
equipo ministerial sin ninguna injerencia del Congreso y sin que 
este órgano tuviera la posibilidad de ejercer controles de censu-
ra que implicaran la destitución de los ministros. Además, estaba 
permitido que los diputados pudieran ser ministros sin renunciar 
a su banca en el Legislativo, simplemente obteniendo un permiso 
especial y un suplente nombrado por el presidente del Congreso.
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Zelaya configuró el equipo ministerial solo con miembros del 
PL, y desde el mismo año de su posesión inició cambios de una 
cartera a otra con promociones de personal y traslado incluso de 
cargos en instituciones gubernamentales: «La asignación de Minis-
terios no [tenía] una clara correspondencia con la expertise de cada 
uno de los miembros del gabinete, aunque las carteras más rele-
vantes [contaban] con aquellos miembros leales al partido en toda 
su trayectoria vital» (Fresno citada en Taylor-Robinson, 2009:483).

El legislativo, sin embargo, tenía poderes formalmente amplios 
al no estar limitado por un ejecutivo que pudiera declarar un pro-
yecto como urgente, o que contara con derecho exclusivo de iniciar 
leyes en determinadas áreas, o que pudiera bloquear o cambiar 
leyes mediante un veto parcial. El veto presidencial, de hecho, po-
día ser anulado por el voto de dos tercios del Congreso (Taylor-
Robinson, 2009).

Lo significativo del caso hondureño que concluyó con la sali-
da prematura de Zelaya es que el Congreso Nacional, no obstante 
los supuestos amplios poderes entregados por la Constitución, no 
contaba para entonces con facultades que le permitieran destituir 
al presidente, ni existía un procedimiento constitucional para nom-
brar la suplencia.56 El legislativo hondureño se había visto marginado 

56 La constitución vigente dice hoy lo siguiente con relación al juicio político: «Artículo 
234. Procede el Juicio político contra el Presidente de la República [...], cuando en su 
contra exista denuncia grave en el desempeño en su cargo, por realizar actuaciones 
contrarias a la Constitución de la República o el interés nacional y por manifiesta ne-
gligencia, incapacidad o incompetencia para el desempeño del cargo. Sin perjuicio de 
la responsabilidad administrativa, civil y penal, la destitución del cargo será la única 
consecuencia derivada de la responsabilidad decretada mediante un juicio político. 
Cuando la denuncia fuere contra el presidente de la República la tramitación del pro-
ceso de enjuiciamiento y su destitución debe ser aprobada por las (3/4) tres cuartas 
partes de la totalidad de los diputados, en los demás casos será por (2/3) dos tercios 
de la cámara. El presidente de la República solo puede ser destituido de su cargo por 
el Congreso Nacional mediante juicio político. La implementación del juicio Político 
y sus efectos no son sujetos de control jurisdiccional y el decreto que al efecto se emita 
no requiere sanción del Poder Ejecutivo. El juicio Político consta de dos (2) etapas, la 
etapa investigativa que durará lo establecido en la Ley Especial que al efecto se emita 
y la etapa de discusión y votación que durará hasta cinco (5) días, contados desde la 
presentación del informe al Pleno por parte de la Comisión Especial». El artículo fue 
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debido al fuerte «poder partidario» del presidente, quien antes de 
las elecciones abiertas en 2005 era la persona con más influencia 
sobre los diputados en Honduras, manteniendo el control en la 
asignación de puestos en el ejecutivo y sobre los recursos del clien-
telismo. Para un diputado del partido del presidente, apoyar sus 
proyectos legislativos era lo más prudente para su carrera política 
(Taylor-Robinson, 2009:483-487).

Un año antes de los acontecimientos de 2009, Honduras vivía 
un clima de cambio y continuidad. Los cambios se expresaron en 
el orden de lo político mediante i) reformas institucionales (elec-
ciones primarias para la selección de los candidatos presidenciales, 
diputados y alcaldes, un avance para la contienda democrática si 
se tiene en cuenta que en Honduras las elecciones se definen en 
primera vuelta con mayoría simple), ii) mayor participación de la 
mujer y minorías étnicas en la política, iii) ampliación del número 
de votantes, iv) la política exterior del presidente Zelaya y su alian-
za con el presidente venezolano Hugo Chávez, lo que implicó una 
doble discontinuidad no sólo por lo que esta alianza representó en 
un país tradicionalmente afectado por la injerencia norteamerica-
na, sino —igualmente— por la ruptura de la tradicional relación de 
subordinación del Congreso frente al Ejecutivo y la sobreviniente 
confrontación entre ambos poderes.

En lo que respecta al clima de continuidad, lo expresaban fac-
tores como el bipartidismo, la persistencia de los mismos nombres 
de familia en la política, y una legislación orientada hacia intere-
ses locales que obstaculizaba cambios nacionales sustanciales. La 
elección de Zelaya, en estos aspectos, no ofreció nada nuevo a los 
votantes (Taylor-Robinson, 2009, p: 487-489).57

incorporado en 2012 mediante el Decreto 231-2012 del 23 de enero, y ratificado por 
Decreto 8-2013 del 30 de enero del 2013.

57 Para algunos analistas, la crisis institucional de 2009 es la expresión de la crisis domésti-
ca caracterizada por la desigualdad y exclusión sociales. Según cifras oficiales, el índice 
Gini en 1991 era de 0.494 y en 2007 de 0.561, uno de los más altos de Latinoamérica. 
Esta situación, sumada al descontento electoral, configuraba la «pre-crisis hondureña» y 
presagiaba una ruptura del sistema político debido a «la inexistencia de una fuerza política 
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El antecedente inmediato que desencadenó la crisis institucio-
nal del 28 de junio fue la promoción de una consulta por parte 
de Manuel Zelaya. El objetivo era impulsar la instalación de una 
«cuarta urna» en las elecciones generales de noviembre en la cual 
los ciudadanos decidieran sobre la convocatoria a una Asamblea 
Constituyente. La pregunta que se formularía en la consulta era la 
siguiente: «¿Está usted de acuerdo que en las elecciones generales de no-
viembre se instale una urna para convocar a una Asamblea Constituyente 
que apruebe una nueva Constitución Política?».

La respuesta general de las instituciones a la iniciativa presiden-
cial fue de rechazo. El Ministerio Público hondureño, manifestó: 
«Ni la Constitución de la República, ni la Ley Electoral y de las Or-
ganizaciones Políticas conceden al presidente la facultad de prac-
ticar ninguna acción de consulta electoral». El Tribunal Supremo 
Electoral y las Fuerzas Militares expresaron también su oposición 
a la realización de la consulta. El presidente del Congreso, quien 
luego asumiría funciones de presidente interino, Roberto Miche-
letti, señaló que la consulta carecía de validez jurídica e incluso 
calificó el mismo acto de delito.58 El Congreso aprobó finalmente 

constituida en alternativa genuina al “orden establecido”» [original en cursivas]. (Irías et al., 
2010). Los hechos del 28 de junio de 2009 son —parecen ser— expresión de una élite 
empresarial que, en tanto agente tradicional, se opone a los cambios que sustentaba el 
sistema político que a ellos convenía. Pero hay también un factor geopolítico: la mem-
bresía de Honduras en el ALBA y su cercanía con el entonces presidente venezolano 
Hugo Chávez, hace que la salida de Zelaya del poder sea vista como una conspiración 
interna y extranjera de sectores conservadores norteamericanos contra su gobierno 
(Irías et al., 2010: 8-9).

58 Micheletti reiteraba el texto del artículo 374 de la Constitución de Honduras, el cual 
postula que «no se podrá utilizar el plebiscito y el referendo para reformar los artículos 
pétreos que establece el artículo 384 y que se refiere a la forma de gobierno, al territo-
rio nacional, al período presidencial, a la prohibición para ser nuevamente presidente 
de la República al ciudadano que lo haya desempeñado bajo cualquier tipo y referen-
te». Además, el artículo 42 de la misma Constitución, reza: «La calidad de ciudadano 
se pierde […] por incitar, promover o apoyar el continuismo o la reelección del presi-
dente de la República». El ex presidente Ricardo Maduro manifestó su disconformidad 
al expresar que la convocatoria «tiene como fin el continuismo en el poder» e hizo un 
llamado para que la justicia interviniera en defensa de la Carta Magna (Honduras: 
«consulta ilegal», 2009).
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una ley (el 23 de junio) con el objetivo de evitar la celebración del 
referéndum al declararlo ilegal. Mientras que los opositores califi-
caron la consulta como un intento de Zelaya por perpetuarse en el 
poder apelando a la voluntad de las mayorías, el mandatario negó 
rotundamente la acusación.59

Pese a la prohibición legal, el presidente Zelaya insistió en el 
desarrollo de la iniciativa y ordenó la distribución de las tarjetas de 
votación. El jefe del Estado Mayor Conjunto hondureño (General 
Romeo Vásquez Velásquez)60 se negó a acatar la orden61 aduciendo 

59 En el marco del VI Congreso Latinoamericano de Ciencia Política (Quito, Ecuador, 12 
al 14 de junio 2012), la autora de este trabajo discutió el tema con el profesor Hubert 
Gourdon. A partir de sus observaciones, considero importante precisar esto: efecti-
vamente, la reforma que pretendía Zelaya no constituía inmediatamente un problema 
de continuismo debido a que en la misma fecha prevista para la eventual Asamblea 
Constituyente (noviembre de 2009) se llevarían a cabo las elecciones presidenciales 
y, por tanto, sería un nuevo presidente el que realizaría la enmienda constitucional 
para la reelección presidencial. Pero esto no desacredita los pronósticos de posible 
continuismo, pues el quiebre institucional quedaría en firme, independientemente del 
mandatario que la concretara. En un singular paralelo con lo ocurrido en Venezuela, 
indica Pedro Fernández Barbadillo lo siguiente: «Chávez hizo derogar la Constitución 
que él juró (y contra la que se sublevó) y aprobar otra en 1999. La anterior prohíba la 
reelección inmediata del presidente; ésta en cambio no, pero fijaba un límite de dos 
mandatos de seis años cada uno. Entonces, 2012 estaba muy lejos, pero ya se sabe que 
“no hay plazo que no se cumpla” [...]. Ahora 2012 está muy cerca y el militar [...] está 
convencido de que es imprescindible para la humanidad, de modo que trató de que se 
suprimiese ese tope. En diciembre de 2007 los venezolanos rechazaron la enmienda en 
referéndum. Pero eso no disuadió a Chávez de sus planes […]: un año después, nuevo 
referéndum con mayor control sobre los votantes y en esta ocasión se aprobó la refor-
ma. ¡Qué casualidad!» (Fernández, 2009).

60 Romeo Vásquez fue formado en la Escuela de las Américas, una institución militar del 
Ejército de los Estados Unidos para la instrucción de altos mandos de las FF.AA. latinoa-
mericanas, rebautizada como Instituto del Hemisferio Occidental para la Cooperación 
en Seguridad y conocida por muchos como la «universidad de los golpistas». En esa 
escuela se formaron Hugo Banzer, Luis Arce y Manfred Reyes de Bolivia, Vladimir 
Montesinos y Ollanta Humala de Perú, Jorge Videla, Emilio Massera, Leopoldo Galtieri 
y Roberto Viola miembros de las juntas militares en Argentina. Roberto D’Aubuisson 
de El Salvador, Efraín Ríos Montt de Guatemala, y entre los chilenos, la plana mayor 
de la Dirección Nacional de Inteligencia (DINA): Manuel Contreras, Miguel Krassnoff 
y Raúl Iturriaga. Roittman (2017:19) pone en duda que fuera una casualidad el hecho 
de que el General Vásquez dirigiera las acciones contra Manuel Zelaya.

61 La Constitución Política de Honduras de 1982 es uno de los resultados de la transición 
por arriba, un «pacto a tres bandas entre el ejército, la oligarquía bipartidista y el go-
bierno de Ronald Reagan» llevado a cabo con tensiones y desconfianza entre distintos 
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una contraorden del Tribunal Supremo de Justicia. Esa desobe-
diencia le mereció al General Romeo su destitución por parte del 
ejecutivo, una medida que fue anunciada en radio y televisión por 
el mismo presidente. Poco después, el Ministro de Defensa y los co-
mandantes de las tres ramas de la FF.AA. hondureñas renunciaron 
a sus cargos, lo cual produjo que cientos de militares se lanzaran a 
las calles y ocuparan puntos estratégicos de Tegucigalpa.

Sin embargo, y luego de dos recursos interpuestos —uno de 
ellos por el Ministerio Público—, el 25 de junio la Corte Supre-
ma declaró sin efecto ni valor jurídico la destitución del General.62 
Zelaya respondió calificando este hecho como la creación de «un 
Estado militar y un Estado civil».

Al día siguiente, después de que portavoces del presidente 
anunciaran el inminente nombramiento de un jefe sustituto del Es-
tado Mayor, los militares que habían tomado Tegucigalpa abando-
naron la capital por órdenes de su antiguo jefe, el General Vásquez, 
con lo que todo pareció retornar a la normalidad. No obstante, el 
presidente decidió irrumpir en una base de la Fuerza Aérea en la 
que se guardaba el material electoral que el General Vásquez se 
había negado a distribuir.

Entre el 26 y el 27 de junio el Congreso Nacional aprobó y de-
signó una comisión especial para «investigar» al presidente Zelaya 
por desacato a los fallos de instancias jurisdiccionales, en una es-
pecie de «ensayo» de juicio político sin fundamento constitucional. 

estamentos y fuerzas políticas. El enclave autoritario institucional de esa Constitución, se 
caracterizó por haber mantenido la autonomía de las FF.AA. (hasta 1999) y admitir que 
se les atribuya funciones de intervención en los procesos electorales (transporte, vigi-
lancia, custodia y garantía del proceso electoral), al punto que «las elecciones mismas se 
convirtieron en un negocio para el estamento castrense, pues, por el traslado de urnas, 
se le pagan cifras millonarias de lempiras» (Velásquez, 2010:51).

62 Porfirio Lobo, presidente electo de Honduras, destituyó después al máximo Jefe 
Militar que en su momento ejecutó el derrocamiento de Manuel Zelaya: «El mandato 
del destituido general concluía en diciembre, pero era un secreto a voces que no dura-
ría hasta esa fecha, debido a las presiones de la comunidad internacional sobre Lobo 
Sosa para que lo destituyera en el cargo» (Presidente hondureño destituyó a jefe militar 
que derrocó a Zelaya., 2010).
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A esa fecha, en suma, se oponían a la controversial consulta la 
Fiscalía General, la Corte Suprema de Justicia, el Congreso de 
la República, el Tribunal Electoral e incluso el partido del Pre-
sidente (PLH).63

El Parlamento destituyó a Zelaya con base en el informe de la 
comisión legislativa que lo investigó, y en la madrugada del domin-
go 28 de junio las FF.AA. irrumpieron en la residencia presiden-
cial, sometieron a la Guardia de Honor, trasladaron al depuesto 
Presidente a la base de la Fuerza Aérea y lo llevaron a Costa Rica.

Con el aval de 123 congresistas (de un total de 128), el presi-
dente del legislativo Roberto Micheletti, también del Partido Li-
beral, asumió el cargo de presidente interino de la república con 
el compromiso de permanecer en él sólo hasta la culminación del 
período para el que había sido electo Zelaya, esto es, hasta enero 
de 2010.64 Además, «tras jurar su cargo, Micheletti declaró: “No 
llego a esta posición bajo ignominia de un golpe de Estado, llego 
a la Presidencia de la República como producto de un proceso de 
transición absolutamente legal […] Lo que hemos hecho aquí es un 
acto democrático, porque nuestro Ejército sólo ha cumplido con la 
función que le ordenó la Corte Suprema de Justicia a través de sus 
juzgados, la Fiscalía y el mayor sentimiento del pueblo hondure-
ño”» (Micheletti, presidente interino de Honduras, niega el golpe 
de estado, 2009).

Micheletti tomó medidas inmediatamente: instauración de un 
toque de queda de 48 horas; prohibición de transmisiones de ca-
denas locales e internacionales —que impidió a los hondureños 

63 Debe tenerse en cuenta que durante el gobierno del depuesto presidente Zelaya, la 
composición del Congreso (unicameral) era mayoritariamente liberal, esto es, de su 
propio partido (62 congresistas, de 128). Sin embargo, la determinación del partido 
fue oponerse a la consulta promovida por el entonces Jefe de Estado.

64 El 15 de enero de 2010 el Congreso hondureño nombró a Micheletti diputado vitalicio 
por sus esfuerzos «a favor de la democracia». Esa figura no existe en la Constitución 
y claramente pretendió conceder la inmunidad al ex presidente interino para evitar 
eventuales juicios en su contra. (Roberto Micheletti será diputado vitalicio, lo que le 
aseguraría inmunidad, 2010).
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conocer la situación de su propio país (CPJ, 2010)—; y detencio-
nes (de periodistas, e incluso brevemente de personal diplomático 
como la canciller hondureña y de los embajadores de Cuba, Vene-
zuela y Nicaragua). Honduras vivió un estado de incertidumbre, 
al que se sumó un corte en los servicios de luz eléctrica, telefonía 
e internet. Durante los días siguientes, el toque de queda no sólo 
se mantuvo (mediante su prórroga o el decreto de otros nuevos)65 
sino que, por iniciativa del Ejecutivo, el Congreso expidió un de-
creto legislativo «de ejecución inmediata» para garantizar la «paz y 
la seguridad ciudadana», mediante el cual se restringían la libertad 
personal (detención e incomunicación por más de 24 horas) y las 
libertades de asociación, reunión (reuniones públicas), circulación 
(salir, entrar y permanecer en el territorio nacional) y la garantía 
de inviolabilidad de domicilio. Aunque la libertad de prensa no 
fue formalmente restringida, ONG’s y personalidades internacio-
nales denunciaron la censura a medios de comunicación, amenazas 
y muerte de periodistas.66

65 El toque de queda quedó en vigor hasta el 31 de julio y solamente se mantuvo en la 
frontera con Nicaragua, en el departamento de El Paraíso, por donde Zelaya pretendió 
entrar a Honduras el día 24 de ese mismo mes. Un nuevo toque de queda se decretó en 
agosto ante la segunda y más concurrida de las manifestaciones en apoyo al depuesto 
presidente y luego de su nuevamente frustrado regreso al país. (Micheletti vuelve a 
decretar toque de queda en Tegucigalpa, 2009).

66 El Comité para la Protección de los Periodistas (CPJ por sus siglas en inglés) (2010) 
presentó varios informes sobre la situación de los medios de comunicación de 
Honduras en 2009 y 2010. Durante el 2009 identificó constantes como ataques 
y amenazas contra los medios simpatizantes y críticos del gobierno depuesto. 
Específicamente Radio Globo y Canal 36 de televisión sufrieron graves censuras 
y el día 28 de junio fueron interrumpidas transmisiones y confiscados equipos. La 
situación para ambos medios se restableció desde el 20 de octubre. También se de-
nunciaron ataques contra El Heraldo, considerado afín a Micheletti (CPJ, 2010). El 
informe de 2010 refirió un total de 9 periodistas muertos por asuntos relacionados 
con su actividad, así como impunidad e ineficacia del Estado en las investigaciones 
penales, e intentos del gobierno de despolitizar los delitos atribuyéndoselos al cri-
men organizado. También se denunciaron casos de secuestro y desaparecimiento 
de líderes de grupos de Derechos Humanos, extorsión a periodistas y amenazas. El 
departamento de Estado de Estados Unidos, en su informe anual sobre Honduras 
afirmó que «hubo informes de que el régimen de facto o sus agentes cometieron 
homicidios arbitrarios o ilícitos [...]. Un pequeño número de poderosos magnates 
empresariales que comparten estrechos vínculos comerciales, políticos y familiares 
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Inicialmente el Presidente interino afirmó aceptar el regreso 
del depuesto presidente (sin la injerencia del mandatario venezo-
lano Hugo Chávez), pero casi simultáneamente había sido leída en 
el Congreso una misiva en la que Zelaya y su gabinete renunciaban 
a sus cargos. Esta comunicación, sin embargo, fue desmentida por 
Zelaya desde Costa Rica. El 30 de junio, Zelaya anunció que regre-
saría a Honduras el día 2 de julio y, finalmente, partió desde Wash-
ington en un avión venezolano que sin embargo no pudo aterrizar 
en Tegucigalpa debido al bloqueo de la pista. Miles de seguidores 
le esperaban para darle la bienvenida, y las manifestaciones que se 
produjeron desde el anuncio del retorno de Zelaya hasta el intento 
fallido de aterrizaje,67 dejaron un saldo de —al menos— 5 muertos, 
70 heridos y varios centenares de detenidos.

Por lo demás, las elecciones realizadas en noviembre de ese 
mismo año constituyeron un llamado a retornar los cauces demo-
cráticos y evitar las viejas dictaduras. No obstante, para muchos 
gobiernos y organismos internacionales68 las elecciones celebradas, 

son dueños de la mayor parte de los medios de noticias del país» (CPJ, 2010). En 
abril del 2011 se instaló una Comisión de la Verdad (CVR, 2011), integrada por 
activistas humanitarios de diferentes países, que tuvieron a su cargo la investigación 
de la situación de Derechos Humanos tras el derrocamiento de Zelaya. Ellos mismos 
denunciaron ataques a su oficina en Tegucigalpa.

67 Efectivamente, Zelaya regresó al país el 21 de septiembre del mismo año y se refugió 
en la Embajada de Brasil. Entre amenazas y negociaciones, se acordó permitir el re-
greso de Zelaya luego de las elecciones presidenciales de noviembre y concluir con sus 
dos últimos meses de mandato bajo el compromiso conjunto tanto de Zelaya como de 
Micheletti de no presentar su candidatura. Pero el acuerdo pronto se rompió: «Zelaya 
instó a sus seguidores a que boicoteen [sic] la elección, y posteriormente adujo que 
hubo fraude en la votación. El Congreso, a su vez, votó en diciembre por bloquear la 
restitución de Zelaya» (CPJ, 2010).

68 Curiosamente el apoyo a Manuel Zelaya fue notorio, aunque bastante ineficaz: la OEA 
fijó un ultimátum de 72 horas para permitir el regreso del mandatario a su país; la ONU, 
el presidente de los Estados Unidos Barack Obama, la mandataria chilena Michelle 
Bachelet, el presidente de Venezuela, los países del ALBA, entre otros, expresaron sólo 
reconocer a Zelaya como único presidente de Honduras y exhortaron a Honduras para 
que en breve restableciera el orden constitucional (Becerra, 2009). Algunos organis-
mos financieros como el Banco Mundial (BM), el Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID) y el Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE), anunciaron la 
suspensión préstamos y desembolsos a Honduras (La OEA amenaza con suspender a 
Honduras si no restituye a Zelaya, 2009).
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en las que resultó electo el presidente conservador Porfirio Lobo, 
constituyeron un fraude.

3.2 Paraguay

En 1954, en medio de un clima desfavorable signado por profun-
dos problemas económicos (altos niveles de inflación, desarreglos 
financieros y corrupción), fue llevado a cabo un GE contra Federico 
Chaves. Asumió de forma interina Tomás Romero Pereira, quien 
promovió elecciones generales en las que Stroessner fue el único 
candidato y gobernó de ahí en lo sucesivo, durante 35 años ininte-
rrumpidos, como el «tendota eterno»69 (Gorostiaga, 2016). El suyo 
fue un gobierno de unificación del poder, centralización de la ad-
ministración pública y concentración de las decisiones políticas y 
militares, restricciones a la oposición y, en ese sentido, abolición de 
la alternancia política.70

 En términos generales esta actitud es habitual y comprensible ya que los gobiernos y 
poderes constituidos deben prevenirse contra el reconocimiento de poderes de facto. 
Esta negativa de reconocimiento constituye —o puede ser— un mecanismo eficaz de 
esos poderes para conjurar posibles actuaciones en su contra y en contra de la institu-
cionalidad que ellos mismos representan.

 En muchas ocasiones las decisiones de reconocimiento —o no— de la comunidad inter-
nacional frente a crisis internas de países se ampara en la universalidad de valores de-
mocráticos y humanitarios, convertida muchas veces en justificación para aislamientos, 
presiones económicas a los gobiernos y afectaciones a la sociedad civil. Otros países no 
han corrido con la misma «suerte» de Honduras pues hechos semejantes le han costa-
do invasiones, ataques, guerras civiles, muchos muertos y militarización. Para decirlo 
como Don Andrés Bello: «nada produciría mayores inconvenientes que la facultad que 
algunas potencias se han arrogado de castigar a un pueblo independiente, erigiéndose 
de su propia autoridad en vengadoras de la causa de Dios y de las buenas costumbres» 
(Andrés Bello, 2000:13).

69 La locución guaraní tendota significa «jefe» o «quien gobierna».
70 Cinco factores aseguraron la permanencia del General Stroessner en el poder: i) represión 

eficaz, ii) sólida fachada democrática, iii) uso de la ideología nacionalista como plataforma 
política, iv) un sólido sistema clientelar para sostener un estado corporativo y v) el apoyo 
estadounidense a su administración. Con todo, y no obstante haber declarado la ilega-
lidad de algunos movimientos políticos, «la acción de los partidos nunca fue proscrita, y 
podía apreciarse una relativa competencia en procesos de elección de senadores, dipu-
tados y gobernadores, a pesar de estar fuertemente influenciados por el férreo control 
ejercido por Stroessner y el Partido Colorado» (Areiza, 2015:142).
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Birch (2011, citado en Gorostiaga, 2016) divide el gobierno del 
general Stroessner en dos fases: en la primera de ellas se logró la 
consolidación del poder mediante una eficiente dosis de represión, 
mientras que durante la segunda fueron establecidas instituciones 
que sobrevivirían incluso a la dictadura militar. Durante estos pe-
ríodos se consolidó la «unidad granítica» paraguaya bajo el nom-
bre de Asociación Nacional Republicana (ANR), consistente en la 
alianza indivisible entre el jefe de Estado, las FF.AA. y el Partido 
Colorado —síndrome de una dictadura de rasgos totalitarios—. En 
1959 fue disuelta la Cámara de Representantes, se decretaron arbi-
trariamente estados de excepción y la oposición fue cuando menos 
perseguida y encarcelada. En 1967 se convocó a elecciones consti-
tuyentes en las que el Partido Colorado obtuvo mayoría absoluta, 
permitiendo la reelección presidencial durante un período conse-
cutivo o alternativo, condición que fue modificada en 1977 para la 
habilitación de la reelección indefinida.

La crisis derivada de las disputas por la sucesión en el poder 
produjo rupturas irreconciliables en el gobierno que concluyeron 
hacia finales de la década del ochenta con el GE liderado por el 
General Andrés Rodríguez. Con él finalizaría la dictadura más lon-
geva de América Latina, primero mediante el gobierno interino 
que ocupó durante la actuación golpista y más tarde con su elec-
ción constitucional como presidente (1989-1993). Inicia entonces 
la transición y con ella la ampliación del escenario político me-
diante la participación de partidos de oposición y el equilibrio de 
poderes impulsado por la Constitución de 1992 al otorgarle un 
nuevo protagonismo al órgano legislativo en detrimento del ejecu-
tivo, ahora sometido al control político mediante dos importantes 
procedimientos: el juicio político y la interpelación a los ministros 
del Ejecutivo.

Si bien Andrés Rodríguez —primer mandatario de la transi-
ción— asumió mediante un golpe militar, lo hizo sólo provisional-
mente con el compromiso de llamar a elecciones inmediatas. En 
los comicios, sin embargo, el mismo general Rodríguez fue electo, 
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siendo el último militar en ejercer la presidencia e inaugurar la tran-
sición hacia gobiernos civiles en Paraguay. No obstante el cambio de 
régimen, se transparentaron enclaves autoritarios. Así, persistió la 
concentración del poder político, militar y partidario en la persona 
del presidente. Fue inocultable el predominio de las FF.AA. y el 
Partido Colorado en la esfera política, así como el uso irregular de 
fondos públicos para fines electorales. Entre tanto, se articulaban 
incipientemente las fuerzas de oposición, haciendo más persistentes 
los reclamos de movimientos de ciudadanos y de derechos humanos 
para el esclarecimiento de lo ocurrido durante la dictadura.

El gobierno siguiente, del exitoso empresario «colorado» e inex-
perto político Juan Carlos Wasmosy (1993-1998), sería el primer 
gobierno civil en Paraguay después de casi ocho lustros de dirección 
militar del Estado. Wasmosy tuvo en sus manos la importante tarea 
de promover los cambios políticos que hacían falta en un país que 
por causa de la prolongada dictadura apenas si conocía la demo-
cracia. Más que por el impulso de las reformas requeridas, la suya 
fue una administración reconocida por reaccionaria en muchos sen-
tidos: además de apartarse de las primeras reformas promovidas 
por Rodríguez y «dar de baja» a sus militares más leales, también 
mantuvo lazos con el depuesto General Stroessner más o menos evi-
dentes por el llamado de su gobierno a los antiguos colaboradores 
del dictador. Con la intención de repetir el «milagro chileno», el 
exministro de hacienda de Pinochet, Hernán Buchi, se encargó de 
prestar una asesoría económica que no condujo a los resultados pre-
vistos y terminó por llevar al sistema financiero al colapso.

De esta primera administración civil importa destacar varios 
hechos: i) un frustrado GE en contra de Wasmosy liderado por el 
General Lino César Oviedo, un «aprendiz» de golpista que ya había 
participado en aquel otro exitoso llevado a cabo contra Stroessner, 
ii) las fracturas internas del Partido Colorado y iii) la diversidad 
partidista que había adquirido representación en el Congreso, la 
misma que ponía en evidencia la debilidad de la otrora «unidad 
granítica» y la pérdida de control político del Partido Colorado. 



80  •  ¿Fin del golpe de Estado?...

Tanto el frustrado acceso al poder por la vía de las armas como 
la aparición fortalecida de nuevos actores con participación efecti-
va en el Legislativo, inauguraron un nuevo ciclo democrático cuya 
consecuencia inmediata fue el desarrollo de estrategias de nego-
ciación del poder Ejecutivo con las demás fuerzas políticas como 
alternativa para la gobernabilidad del país (Gorostiaga, 2016).

Los dos gobiernos siguientes en cabeza de Raúl Cubas Grau 
(1998) y Luis Ángel González Macchi (1999-2003) tuvieron desen-
laces tan diversos que mostraron a los titulares del poder ejecutivo 
la necesidad de llegar a acuerdos con el Congreso a efectos de con-
cluir sus mandatos y evitar destituciones anticipadas mediante el 
recurso (¿vicio?) del juicio político. El primero de ellos desconoció 
una orden judicial y se enfrentó abiertamente al Congreso, que 
respondió mediante la apertura de un juicio político. En vista de la 
alta probabilidad de su éxito, el presidente dimitió.71

Por su parte González Macchi, entonces presidente del Congre-
so, por disposición constitucional asumió funciones ejecutivas tras la 

71 Los enrevesados hechos fueron los siguientes: «Luego del intento de golpe militar lide-
rado por Oviedo, éste se presentó como candidato a la presidencia en las internas co-
loradas, acompañado por Cubas Grau como candidato a la vicepresidencia, resultando 
victoriosos. Así, la dupla del tradicional partido debería haber sido Oviedo-Cubas Grau. 
Sin embargo, poco antes de las elecciones generales, Oviedo recibió una condena a diez 
años de prisión por el intento de golpe de 1996. Así las cosas, Cubas —por disposición 
de las normas electorales— encabezó la dupla acompañado por Luis María Argaña, 
quien pertenecía a la corriente interna opositora de la ANR. Al poco tiempo de asumir 
la presidencia, Cubas Grau otorgó una amnistía a Oviedo, lo que generó la molestia de 
la facción argañista del Congreso. Ésta se acercó a los partidos políticos de oposición 
a fin de buscar la destitución del primer mandatario a través de un juicio político. La 
mayoría del Congreso, que era controlada por la ANR, se rompió en ese momento. A 
la par… la CSJ declaró que tal amnistía era ilegal. Cubas Grau, sin embargo, desoyó 
a la máxima instancia judicial. En el medio de un clima de confrontación con los dos 
poderes del Estado, el vicepresidente Luis María Argaña fue asesinado el 23 de marzo 
de 1999. Fueron acusados del magnicidio Cubas Grau y Oviedo. Este evento desató una 
protesta callejera masiva de partidarios de Argaña, opositores al gobierno y estudian-
tes, en coincidencia con la manifestación anual que realizan las organizaciones campe-
sinas por esas fechas. La represión a tal protesta terminó con un saldo de siete muertos 
y numerosos heridos, acelerando el proceso del juicio político. Antes de terminar la 
semana, Cubas Grau renunció a la presidencia. Este evento se conoce como el Marzo 
Paraguayo» (Gorostiaga, 2016: 39-40).
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renuncia y autoexilio de Cubas y la muerte en extrañas circunstancias 
del vicepresidente Luis María Argaña. El nuevo jefe de Estado se in-
clinó por un gobierno de coalición, seriamente afectado por rupturas 
internas que desencadenaron dos «amenazas» de juicio político y el 
fracaso tanto de un GE como de otro enjuiciamiento que obtuvo ma-
yoría parlamentaria, pero no los dos tercios de votos requeridos. La 
estoica resistencia del mandatario y la persistencia de su consigna por 
el acuerdo político permitieron la terminación regular de su gobierno.

Durante la gestión del «último caudillo colorado», Nicanor 
Duarte Frutos (2003-2008), el partido de gobierno terminaría de 
fraccionarse y, al tiempo, esta condición sería aprovechada por la 
oposición para fortalecer la unión de sus fuerzas políticas.72 Las dis-
putas en el interior del partido y los cuestionamientos que pesaban 
como losa sobre la transparencia de sus procesos de concertación 
interna fueron antesala de la fuga de votos colorados, que no lle-
garon unidos a las siguientes presidenciales y cuya desintegración 
favoreció la emergencia del outsider Fernando Lugo como emblema 
de la alternancia política (Gorostiaga, 2016).

3.2.1 Los avatares del juicio exprés contra Fernando Lugo

El ex obispo Fernando Lugo accedió a la presidencia de Paraguay 
en el año 2008, poniendo fin a una hegemonía de 60 años del 
Partido Colorado, período que incluye tres décadas y media de dic-
tadura de Alfredo Stroessner (1954-1989). Lugo contó con el res-
paldo de movimientos sociales, campesinos y trabajadores, y con el 
apoyo de una coalición multipartidista encabezada por el Partido 
Liberal Radical Auténtico, PLRA, históricamente la segunda fuerza 
política del país.

72 Duarte Frutos intentó «modificar la Carta Magna con el objetivo de permitir la reelec-
ción. Sin embargo, no consiguió el apoyo necesario de las bases sociales de manera [tal 
que pudiera] presionar a la cúpula del Partido Colorado. Por el contrario, favoreció la 
unión de las fuerzas políticas de oposición en el Congreso, quienes bloquearon la ini-
ciativa. Esto provocó una crisis al interior de la ANR y produjo el distanciamiento entre 
el primer mandatario y su vicepresidente» (Gorostiaga, 2016: 42).
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La deslegitimación en aumento del bloque de poder colorado fue el 
espacio propicio para el surgimiento de nuevas figuras políticas, como 
la de Fernando Lugo, principal referente de la Alianza Patriótica para 
el Cambio, frente electoral en el que, de manera cada vez más tensa, 
convivían el Partido Liberal Radical Auténtico (PLRA), y un conjunto 
de organizaciones de izquierda y de centro izquierda entre las que se 
destacaban el Partido Revolucionario Febrerista, el Partido Demócrata 
Cristiano y el Partido Social Demócrata, entidades que posteriormente 
crearían el «Frente Guazú» (Kersffeld, 2013:201).

Aquella coalición se conformó solo para la elección de presi-
dente y vicepresidente de la república, no para la elección de se-
nadores y diputados, lo cual explica que ninguno de los partidos y 
movimientos que participaron de la alianza alcanzaran las mayorías 
parlamentarias: mientras que en la Cámara de Senadores lograron 
17 de los 45 escaños, en la Cámara de Diputados alcanzaron 32 de 
80 legisladores (Gorostiaga, 2016). Este escudo legislativo del nue-
vo mandatario —aunque débil— fue suficiente para evitar, durante 
buena parte de su período de gobierno, que la oposición lograra 
los votos requeridos para lograr la interrupción del mandato pre-
sidencial (2/3 en cada cámara). Sin embargo, una vez se rompió la 
coalición de gobierno en el año 2012, se produjo la salida anticipa-
da del presidente Fernando Lugo.

Si bien los juicios políticos no son una novedad en la región, Katia 
Gorostiga (2016) estima que el de Paraguay es «un caso desviado», 
pues los factores explicativos en la mayoría de la literatura especiali-
zada no se ajustan a lo ocurrido en Paraguay en 2012: Lugo ascendió 
con un caudal electoral del 41%, rindiendo un 10% más de legitimi-
dad que la segunda fuerza mayoritaria en las mismas elecciones y un 
4% más que el ganador de los resultados presidenciales de 2003, al 
tiempo que su gobierno no estaba envuelto en escándalos políticos y 
de corrupción, ni sufría las presiones de una sociedad descontenta y 
convulsionada, ni de una economía en recesión.73

73 La literatura especializada en interrupciones de mandatos ha explorado las causas de 
este fenómeno desde tres perspectivas: las instituciones, las estructuras y los actores. 
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Así que, considerando el caso de Paraguay, la estrategia de go-
bierno constituye un nuevo factor explicativo de la continuidad o 
terminación anticipada de mandatos presidenciales (Gorostiaga, 
2016); es decir que si hay una estrategia que fortalece la coalición, 
entonces se impide el desplazamiento del ejecutivo; pero si hay una 
estrategia poco conciliadora que tiende a la confrontación, la ambi-
güedad y el aislamiento, o inclusive cuando falta una estrategia real 
o aparente, la coalición gobernante tiende a desintegrarse, desafiar 
al presidente e impulsar su deposición (Gorostiga, 2016:22).

Las circunstancias concretas que dieron lugar a la destitución 
del presidente ocurrieron el 15 de junio de 2012 cuando 17 perso-
nas, entre policías y campesinos, murieron durante el desalojo de 
una propiedad rural de Blas Riquelme, ex-presidente del Partido 
Colorado, localizada en el municipio de Curuguaty, Conindeyú (de-
partamento fronterizo con Brasil). Después de la fuerte represión 
policial empleada para el desalojo, el ministro del Interior, Carlos 
Filizzola, y el Comandante de Policía, Paulino Rojas, pusieron a 
disposición sus cargos. Lugo aceptó ambas renuncias y convocó una 
Comisión de Investigación con acompañamiento internacional de 
la OEA para el esclarecimiento de lo ocurrido.

En reemplazo del ministro saliente fue nombrado Rubén Can-
dia, miembro del Partido Colorado, la fuerza política derrotada 
en las elecciones presidenciales de 2008. Esta estrategia política, 
cuyo propósito era serenar los vientos de crisis institucional que 
soplaban por aquellos días, no hizo más que «alertar» a los aliados 
de la propia coalición de gobierno, a tal punto que el 20 de junio la 
Cámara de Diputados de Paraguay aprobó casi por unanimidad el 
pedido del partido Colorado de que se llevara a cabo juicio político 

Así, se han propuesto como explicaciones el diseño institucional, la minoría legislativa, 
el desempeño económico, escándalos y corrupción, caudal electoral y legitimidad, lide-
razgo presidencial, protestas callejeras y uso de la fuerza letal en la represión. Se trata 
de causas que no se dan de manera aislada, es decir que las destituciones anticipadas 
de los presidentes son con frecuencia el resultado de la combinación de varios factores 
(Gorostiga, 2016; Pérez-Liñán, 2000).
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al presidente por su «responsabilidad» en aquellos enfrentamientos 
que concluyeron con la muerte de casi una veintena de personas.

El procedimiento para la realización de juicios políticos contenido 
en el artículo 225 de la Constitución de la República de Paraguay (vi-
gente desde el año 1992), dispone que el presidente de la República 
sólo puede ser sometido a juicio político «por mal desempeño de sus 
funciones, por delitos cometidos en el ejercicio de sus cargos o por 
delitos comunes», mediante acusación formulada por mayoría de dos 
tercios de la Cámara de Diputados. Dice también el texto constitucio-
nal que corresponde a la Cámara de Senadores el juicio propiamente 
dicho, y que éste prosperará en caso de contar con la mayoría absoluta 
de dos tercios. De declararse culpable, el Presidente será separado de 
su cargo. En caso de supuesta comisión de delitos comunes, corres-
ponde el juicio a la justicia ordinaria.

Con un resultado de 76 votos a favor, 1 en contra y 3 ausencias 
en la Cámara de Diputados, fue aprobado el pedido para dar inició 
al juicio político presidencial cuyo fundamento fue un corto libelo 
con cinco acusaciones (ninguna de ellas probada por ser de «públi-
ca notoriedad») (Resolución 1431/2012). La acusación se sintetiza 
en los siguientes cargos:

a. «Acto Político en el Comando de Ingeniería de las Fuerzas Ar-
madas», puesto que el gobierno «avaló, instigó y facilitó» un 
encuentro de jóvenes socialistas de la región, permitiendo que 
se colgaran «banderas con alusiones políticas, llegando a izarse 
una de ellas en sustitución del pabellón patrio»;

b. «Caso Ñacunday», en la que se acusa al presidente de ser «el 
único responsable como instigador y facilitador de las re-
cientes invasiones de tierras en la zona del Ñacunday» por 
la falta de respuesta policial y, en consecuencia, la tácita 
«complicidad» y apoyo a los líderes de las invasiones (quie-
nes trasgredieron impunemente el derecho de propiedad) 
y a los actos de violencia promovidos por las organizaciones 
de colonos;
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c. «Creciente inseguridad» dada la incapacidad de la acción 
del presidente para «desarrollar una política y programas 
que tiendan a disminuir la creciente inseguridad ciudada-
na», mostrando en su lugar mayor condescendencia y afi-
nidad con las actuaciones de la organización campesina 
proclive a «las invasiones de tierras y otros tipos de agre-
siones» que fomentan un «conflicto social de dimensiones 
impredecibles», estrategia que «profesan los enemigos de la 
democracia y los adherentes del socialismo del siglo XXI»,

d. «Protocolo de Ushuaia II», declarado un «ATENTADO 
CONTRA LA SOBERANÍA de la República de Paraguay» 
ya que la principal característica del Protocolo es la «identi-
ficación del Estado con la figura de los presidentes para, en 
nombre de la «defensa de la democracia», defenderse unos 
a otros; y

e. «Caso matanza Curuguaty», acusación definitiva en la que 
se afirma que el presidente Lugo «representa lo más nefasto 
para el pueblo paraguayo» admitiendo «sin lugar a dudas» 
la «responsabilidad política y penal de los trágicos eventos 
registrados el 15 de junio» que por ser de «conocimiento 
público» no necesitan ser probados. Exhorta la acusación 
no sólo a la remoción del presidente sino a su sometimiento 
a la Justicia por los hechos ocurridos.

El Senado recibió la acusación y convocó a sesiones extraordi-
narias. Solo 2 días después, el 22 de junio, con 34 votos a favor, 4 
en contra y 2 abstenciones, y sin ninguna ocasión para confeccionar 
y exponer su defensa, el presidente Fernando Lugo fue separado 
de su cargo por el Senado paraguayo por «mal desempeño de sus 
funciones». De inmediato el vicepresidente Federico Franco asu-
mió como presidente interino.

Cuando Lugo perdió su principal apoyo político en el Congreso, 
el del PLRA, al que pertenecía el vicepresidente Federico Franco, le 
fue imposible consolidar una fuerza política propia suficientemente 
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fuerte. El desarrollo del denominado «juicio político express» tuvo 
el apoyo de los partidos mayoritarios y tradicionales, es decir, del 
partido Colorado y del partido Liberal. Hubo además presiones 
públicas significativas como la de la Unión Nacional de Ciudada-
nos Éticos (Unace), liderada por el ex general y exgolpista Lino 
Oviedo. Los partidos aliados que mantenían su apoyo al ejecutivo 
(País Solidario y Tekojoja) eran minoritarios en la Cámara de Di-
putados y en la Cámara de Senadores.

Si bien el procedimiento de juicio político estaba constitucio-
nalmente respaldado, hubo irregularidades evidentes en relación 
con el derecho de defensa y con la destitución antes del juicio (una 
copia de la sentencia circuló antes de iniciarse la sesión principal). 
Tan solo 32 horas, contando noche y madrugada, transcurrieron 
desde el inicio del juicio en la Cámara de Diputados hasta el pro-
nunciamiento de la sentencia por la Cámara de Senadores (Lezca-
no, 2012).

3.3 Brasil 2016

Unos de los primeros síntomas de inestabilidad política antes del 
GE de 1964 fue la renuncia del entonces presidente Jânio Qua-
dros en 1961, cuyo gobierno, a la vez que hizo guiños a los más 
sobresalientes gobiernos de izquierda de la época, ejecutó medidas 
represoras para congraciarse con los conservadores. Al final Qua-
dros perdió el apoyo de unos y otros, y con el fin de refrendar sus 
poderes y ganar el favor popular, decide presentar una renuncia 
desesperada ante el Congreso quien, contrariando sus expectati-
vas, acepta su dimisión anticipada.

Primero asume funciones Ranieri Mazzilli (en el primero de 
varios gobiernos interinos desempeñados a instancias de la oposi-
ción de derechas y cuerpos militares), para entonces presidente del 
Congreso y a quien correspondía conforme el mandato constitu-
cional en vista de la ausencia física del vicepresidente João Goulart, 
para entonces en un viaje diplomático en China. A su regreso, Goulart 
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asumió la presidencia mientras se llevaba a cabo una enmienda 
constitucional que instauraba un sistema parlamentario en Brasil, 
el cual evidentemente restaba poderes al presidente de la Repúbli-
ca y los establecía en cabeza del legislativo.

En 1963, un plebiscito promovido por el mismo Goulart rees-
tableció el presidencialismo y le permitió recuperar plenos pode-
res y adelantar reformas (muchas por decreto), incómodas para los 
poderes establecidos, como la nacionalización de empresas, el con-
trol de remesas y las reformas agraria —redistribución masiva—, 
tributaria —aumento del impuesto de renta—, administrativa y de 
educación); todas ellas muy a tono con la nota popular dominante 
del continente en vista del reciente triunfo de la Revolución Cuba-
na (1959).

El «estopín» de la sublevación militar fue encendido por el ge-
neral Olympio Mourão Filho, quién comandaba un grupo de cons-
piradores y marchó desde Minas Gerais hacia Río de Janeiro con 
la intención de deponer a Goulart. No fue él, sin embargo, quien 
lo sucedió en la presidencia y debió ceder su protagonismo a otros, 
demostrando que el GE se llevaba a cabo en ausencia de un mando 
central unificado y que, en cierto modo, Mourão se adelantó a otros 
conspiradores74 (Ramírez, 2012:256).

Si bien las fuerzas militares de Brasil «no eran antidemocráticas 
por naturaleza», las relaciones amistosas de Goulart con los grupos 
de izquierda locales (sindicatos, partidos de izquierda, movimien-
tos populares)75 e internacionales (Cuba, la República Popular 

74 Dice Ramírez (2012) que muchos de los miembros de las FF.AA. «defendían el orden legal 
y en cierta medida se sentían garantes del mismo. El proceso que llevó a la quiebra insti-
tucional fue prolongado. Desde 1945 el país había vivido varios momentos en los que las 
tensiones habían llegado a puntos álgidos de casi ruptura, pero no se transpusieron los 
umbrales del quiebre institucional». En efecto, en el momento de la llegada de Goulart a la 
presidencia en 1961, «la mayor parte de la sociedad civil y las fuerzas militares, aun puestas 
en tensión, continuaban en su mayoría siendo leales al sistema democrático de gobierno, 
y [en ese sentido] las fuerzas genuinamente golpistas eran minoría». Pero en los 3 años 
siguientes las circunstancias cambiaron dramáticamente (p: 256 y ss.).

75 Si bien el apoyo mayoritario a Goulart estaba es las clases populares, tuvo partidarios 
en los escalafones bajos de las FF.AA. (especialmente de la Marina). De su lado también 
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China) alarmaron no sólo a la alta oficialidad de las FF.AA. sino 
a los grupos dominantes (élites rurales, burguesía asociada al ca-
pital extranjero, profesionales, clases medias urbanas y jerarquía 
eclesiástica),76 quienes temieron que la «epidemia socialista» conti-
nental encendiera la chispa de la creciente ampliación y radicaliza-
ción de las demandas sociales en el país.

El GE se llevó a cabo en 1964 por la vía armada con ayuda 
de las élites nacionales, un gran apoyo popular alentado por los 
medios de comunicación77 y del gobierno estadounidense (Opera-
ción Brother Sam). La salida presidencial, no obstante, se presentó 
como una destitución legal alegando que Goulart se había «fugado» 
del país. De nuevo Mazzilli asumió las funciones ejecutivas en pri-
mera instancia de forma interina y con él inauguró una dictadura 
militar por los siguientes 21 años cuyos estrechos vínculos con los 
sectores civiles tuvo alcances insospechados (Ramírez, 2012).

La dictadura militar de Brasil fue gobernada, en su orden, por 
dos mariscales —Castelo Branco (1964-1967) y Costa e Silva (1967-
1969)— y después por tres generales —Garrastazu Médici (1969-
1974), Geisel (1974-1979) y Oliveira Figueiredo (1979-1985)—. 
Salvo el cierre intempestivo decretado por Costa e Silva en 1968, el 
Congreso se mantuvo abierto sesionando a través un bipartidismo 

estaban sectores de la burguesía no terrateniente de Brasil que apoyaban la urgente 
necesidad de una reforma agraria para el desarrollo del país.

76 El poderoso arco opositor a Goulart, dice Ramírez (2012), tenía en su falta de articula-
ción una debilidad descollante. En consecuencia, la clase dominante no era hegemóni-
ca: no pudo traducir su dominación en votos ni mantener el poder a no ser que fuera 
por medios coercitivos.

77 En la medida en que Goulart se mostraba más amistoso a las corrientes de izquierda y 
radicalizaba sus acciones, en el país ganaba fuerza un discurso anticomunista que pro-
vocó, de una parte, la enajenación al presidente del apoyo de sectores antes neutrales y, 
de otra, la desesperada búsqueda de más respaldo por parte de la izquierda, «retroali-
mentando el círculo vicioso que se había creado». El presidente no sólo perdía el apoyo 
de sectores como la «burguesía nacional y también de las clases medias, en especial pro-
fesionales liberales, rentistas urbanos y amas de casa», sino que tuvo que afrontar gran-
des movilizaciones sociales cuyas «máximas expresiones fueron las Marchas da Família 
com Deus pela Liberdade, de São Paulo, que aglutinaron a medio millón de personas, y la 
que se celebraría días después del golpe en Río de Janeiro, con cifras que la doblaron» 
(Ramírez, 2012:262).
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impuesto mediante la disolución de los partidos y la creación de 
otros dos a expensas de la dictadura: ARENA (Alianza Renovado-
ra Nacional), partido oficialista y MDB (Movimiento Democrático 
Brasileño), de la «oposición» tolerada.

Debido a la fuerte imbricación civil con la dictadura, muchas 
de las reformas adelantadas fueron finalmente «digeridas positiva-
mente por la sociedad brasilera y pasaron a ser defendidas e incor-
poradas como si fuesen conquistas propias» (Ramírez, 2012: 265). 
El régimen terminaría siendo irreversible no sólo por sus efectos 
traumáticos —torturas, muertes, desapariciones forzadas, repre-
sión a la oposición, cierre parlamentario, cesación de mandato de 
funcionarios disidentes— sino también por las transformaciones 
estructurales acometidas (Ramírez, 2012; Varas, 1986).

En 1974, y aún en un período de bonanza económica sosteni-
da durante gran parte de la dictadura por el apoyo que las élites 
económicas e industriales dieron al régimen, Ernesto Geisel (1974-
1979) inicia dentro de su propia administración un proyecto de 
transición política que se prolongaría hasta 1985. La transición 
«lenta, gradual y segura» hacia la democracia ocurrida en Brasil, 
fue producto de fisuras internas entre la cúpula militar (algunos 
radicales que se veían así mismos insustituibles y otros moderados 
que percibían el desgaste del gobierno militar y temían perder el 
apoyo civil a las FF.AA.) y se caracterizó por su índole pactista en la 
que las FF.AA. brasileras «pudieron negociar algunos aspectos de 
las respectivas transiciones, en especial el punto extremadamente 
importante de reasegurar la amnistía preventiva de los militares 
acusados de las violaciones a los derechos humanos» (Cavarozzi, 
1991:88).

En 1979 se disolvieron los partidos creados por el gobierno 
militar (ARENA y MDB), y se flexibilizaron los requisitos para la 
creación de agrupaciones partidistas. La total ampliación y libertad 
del sistema ocurrió con la enmienda constitucional de 1985 que, no 
obstante, durante los primeros años de la transición, manutuvo una 
hegemonía bipartidista entre PDS (Partido Democrático Social) y 
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PMDB (Partido do Movimento Democrático Brasileiro), «reencauches» 
de los partidos que operaron durante el régimen militar.

La protección a la continuidad institucional de los cuerpos mili-
tares en la transición pactada «por arriba» definió no sólo la suerte 
de la transición propiamente dicha sino de la situación posterior 
de las FF.AA. durante la consolidación democrática en Brasil (Va-
ras, 1986). Si bien la oposición empezó gradualmente a movilizar 
votantes y a ganar un espacio para la negociación con el régimen, 
también es cierto que el fuerte peso de los militares tuvo conse-
cuencias en las primeras elecciones que, por supuesto, estuvieron 
sujetas a «condicionamientos no democráticos»:

A pesar de las movilizaciones populares en favor de las direitas já, las más 
masivas en toda la historia del país, los militares forzaron que la selec-
ción del presidente civil se hiciera a través del Congreso, donde conta-
ban, supuestamente, con el apoyo de una mayoría de los parlamentarios. 
Sin embargo, las desavenencias dentro del propio frente interno militar 
permitieron que el candidato de la oposición, Tancredo Neves, resultara 
electo. De todas maneras, como es bien conocido, la muerte de Tancredo, 
pocas horas antes de que debiera asumir la Presidencia, permitió que su 
compañero de fórmula, José Sarney, finalmente ocupara el cargo. Sarney, 
antes de su incorporación al semiopositor PFL (Partido del Frente Libe-
ral), había sido el presidente de ARENA, el partido oficialista durante el 
régimen militar (Cavarozzi, 1991:88).

Sarney ocupó la presidencia hasta 1990. En su gobierno se dic-
tó la Constitución brasilera vigente (1988) y con ella se realizaron 
las primeras elecciones directas para la presidencia. Le sucedió 
Fernando Collor de Mello (1990-1992), contra quien se adelantó el 
primero de los juicios políticos de la «nueva era» democrática; en 
vista de la inminente destitución, Collor de Mello renunció, lo que 
no impidió al Congreso continuar con el juicio para impedirlo po-
líticamente (pérdida de derechos políticos). Itamar Franco (1992-
1994) fue presidente interino y a él le sucedió Fernando Henrique 
Cardoso (1995-2002) en dos mandatos consecutivos (el prime-
ro más exitoso que el siguiente) que él mismo logró a través de 
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enmienda constitucional para reactivar la reelección. Luiz Inácio 
Lula da Silva (2003-2010), uno de los máximos representantes de 
la «nueva izquierda» subcontinental y miembro del PT, finalmen-
te se sobrepone en las urnas. A su doble mandato le sigue Dilma 
Rousseff (2011-2016).

3.3.1 El juicio político a Dilma Rousseff

En el año 2016 ocurrió en América Latina otra destitución presiden-
cial por parte del poder legislativo. La presidenta de Brasil, Dilma 
Rousseff, fue destituida en medio de una situación de crisis económica 
y política, de movilizaciones callejeras, presiones mediáticas y reve-
laciones sobre la Operación Lava Jato78 que hiciera un Juez Federal 
(Sergio Moro) en el marco del caso «Petrobras». A todo ello se su-
maba el rompimiento de la alianza legislativa entre el partido de la 
coalición o Partido del Movimiento Democrático Brasilero (Partido 
do Movimento Democrático Brasileiro o PMDB), y el partido del oficia-
lismo o Partido de los Trabajadores (PT). Si se tiene en cuenta que 
el sistema político brasilero se caracteriza básicamente por ser un 
«presidencialismo de coalición» (Pérez-Liñán, 2000; Ramírez, 2012; 
Leiras, 2016; Ribeiro, Vizoná & Leine, 2016),79 esa ruptura no sólo 

78 El juicio político no se basó en el escándalo por sobornos de Petrobras, asociado no 
sólo al gobierno sino a la clase política brasileña en general. El propio presidente de 
la Cámara que finalmente aprobó la solicitud del juicio de responsabilidad contra la 
mandataria, el diputado Eduardo Cunha, estaba siendo acusado y manipuló la ame-
naza de impeachment como chantaje contra el gobierno a cambio de apoyo en el pro-
ceso de investigación que contra él cursaba en la Cámara por presunta corrupción 
(Ribeiro, Vizoná & Leine, 2016:62). Como él, muchos otros fueron objeto inclusive de 
medidas cautelares y removidos de su cargo. El juicio tampoco se fundó en cargos por 
financiamiento irregular de la campaña de reelección presidencial con dineros de la 
petrolera estatal, ni en las denuncias sobre injerencia del ejecutivo en la administración 
de justicia (tras el nombramiento de un magistrado para que favoreciera empresarios 
involucrados en el caso Petrobras). Pero todos estos hechos, que llamativamente no 
constituyeron causa del impeachment, hacen parte de la turbia atmósfera política en la 
que éste tuvo lugar.

79 Los resultados de las elecciones legislativas de 2014 en Brasil eran indicativos de que el 
gobierno tendría que enfrentar la creciente fragmentación partidista y la pérdida de un nú-
mero importante de apoyos en la Cámara, que pasó del 68,4% en 2010 al 59,2% en 2014. 
Tras aquellos comicios, el número de partidos en esa Corporación llegó a 13,3 (el parlamento 
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paralizó la agenda económica y política del Ejecutivo, sino que abrió 
finalmente la posibilidad y selló el triunfo del impeachment en Brasil.

En lo tocante a las reglas jurídicas para la realización del pro-
ceso, la sección III de la Constitución Política de la República Fe-
derativa de Brasil (CPRFB) de 1988 indica, sobre la responsabilidad 
del presidente, que constituyen delitos de «responsabilidad» aquellos 
que atentan contra la Constitución, especialmente los que vayan en 
contra de:

I) la existencia de la Unión; II) el libre ejercicio del Poder Legislativo, del 
Poder Judicial, del Ministerio Público y de los Poderes constitucionales de 
las unidades de la Federación; III) el ejercicio de los derechos políticos, 
individuales y sociales; IV) la seguridad interna del País; V) la probidad 
en la Administración; VI) la ley presupuestaria; VII) el cumplimiento de 
las leyes y de las decisiones judiciales» (artículo 85, CPRFB).

La Constitución distingue, no obstante, entre los delitos de res-
ponsabilidad y los delitos penales comunes. En ambos casos la acu-
sación prospera si dos tercios de la Cámara de Diputados autorizan 
el procesamiento (artículo 51), pero el juzgamiento por los deli-
tos de responsabilidad es competencia del Senado (artículo 52, I), 
mientras que el juzgamiento de las infracciones penales comunes 
es competencia del Supremo Tribunal Federal (artículo 102, b). El 
juicio presidencial en Brasil tiene pues un carácter mixto (artículo 
86) o de combinación del esquema legislativo y judicial.80

más fragmentado del mundo). Pero como en todas las democracias electorales, las coali-
ciones triunfantes son recompensadas haciendo uso de la maquinaria estatal. Sin embargo, 
los nombramientos ministeriales durante el 2015 fueron bastante desafortunados: «En su 
tentativa de garantizar el apoyo del PMDB, Dilma concedió más espacio al partido en el 
gabinete [del 12,8% en 2014 al 22,5% en 2015], en detrimento del PT [de 30,7% en 2014 a 
25,8% en 2015] —lo que desgastó aún más las relaciones entre Dilma y su partido, y entre 
el PT y PMDB—» (Ribeiro, Vizoná & Leine, 2016:56).

80 La Constitución de Estados Unidos de 1787 instituyó el modelo clásico de juicio político 
para regímenes presidenciales acogido luego, aunque con modificaciones, en la mayo-
ría de países de América Latina. La forma norteamericana establece el tipo legislativo, 
usual en los sistemas bicamerales: la cámara baja se encarga de la acusación y el senado 
operara como jurado. Existen tres modelos de juicio político en América Latina: i) el 
esquema legislativo, en el cual la Cámara de Diputados acusa y el Senado opera como 
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En octubre de 2015, la auditoría del Tribunal de Cuentas de 
la Unión (TCU) dio un dictamen negativo a la rendición de gas-
tos del gobierno en el ejercicio del año 2014.81 Simultáneamente 
el Tribunal Supremo Electoral (TSE) falló en favor de reabrir las 
investigaciones por supuestas irregularidades en el financiamiento 
de la última campaña electoral del PT. El 2 de diciembre de 2015, 
a escasos 11 meses de iniciar el segundo mandato presidencial de 
Dilma Rousseff (el cuarto consecutivo del PT), el presidente de la 
Cámara de Diputados Eduardo Cunha, del Partido do Movimento De-
mocrático Brasileiro, autorizó la petición de apertura de un juicio po-
lítico con fines de destitución contra la presidenta, quien sólo podía 
ser acusada por las irregularidades fiscales del período presidencial 
vigente, esto es, por lo ocurrido en el transcurso del año 2015. Se 
integró entonces una comisión parlamentaria especial que decidi-
ría acoger o rechazar el pedido. El procedimiento, sin embargo, se 
frenó después de que el oficialismo objetara la conformación de la 

jurado en los sistemas bicamerales, o bien la asamblea actúa en condición de acusador 
y de jurado, como sucede en los sistemas unicamerales; ii) el esquema judicial, en el 
cual una o ambas cámaras del Congreso autorizan y presentan la acusación que queda 
a consideración del Poder Judicial y iii) el esquema mixto, que combina elementos de 
ambas tradiciones, pero la acusación está a cargo de la Cámara de Diputados y, de acuerdo 
a la naturaleza del delito, el Senado o la Corte Suprema actúan como jurado (Pérez Liñán, 
2000, 2006).

81 Desde junio de 2013 se presentaron algunas expresiones de malestar social que hicieron 
de este año uno de los peores de la era petista (iniciado en 2003 con el gobierno de Luiz 
Inácio Lula). En 2014, miembros del PT se vieron involucrados en el escándalo de las 
mensualidades (escândalo do Mensalão) y Petrobras (Operación Lava Jato), lo que sumado a 
la inflación, el alza del dólar y el bajo crecimiento económico, se convirtió en una realidad 
que el gobierno debió enfrentar en plena disputa electoral. En julio de 2014 el Tribunal de 
Cuentas de la Unión condenó a directores y exdirectores de Petrobras. En 2015, el mismo 
Tribunal emitió un dictamen en el que sostuvo que durante la campaña electoral de 2014 
se manipularon las cuentas públicas y se ocultó el déficit fiscal mediante el retraso de los 
pagos a los prestamistas del Estado con el fin de utilizarlos para el financiamiento de pro-
gramas sociales (“pedaleos” fiscales). Según Ribeiro, Vizoná & Leine (2016), la disonancia 
entre —por un lado— la retórica electoral (basada en la inexistencia de la crisis), el control 
de la inflación, el mantenimiento de los derechos laborales y del gasto público, y —por otro 
lado— los “inevitables ajustes fiscales”, cobró factura en 2015. Aunque más exactamente, 
en 2016, con la destitución presidencial.



94  •  ¿Fin del golpe de Estado?...

Comisión. El Tribunal Superior de Justicia ordenó entonces una 
nueva elección de sus miembros.

Sólo hasta el 17 de abril de 2016 se aprobó formalmente el 
pedido de impeachment con 367 votos favorables, 137 en contra, 7 
abstenciones y 2 ausencias. El voto favorable al juicio de responsa-
bilidad se repitió el 11 de mayo en el Senado con 55 votos a favor 
y 22 en contra, cuya consecuencia inmediata fue la separación de 
Dilma Rousseff de su cargo presidencial por un tiempo máximo 
de 180 días. El vicepresidente Michel Temer, miembro del PMDB, 
partido de la fracasada coalición, asumió entonces funciones presi-
denciales de forma interina.

Entre tanto, los senadores petistas (PT) habían logrado que se 
votara separadamente, de una parte, la culpabilidad por los crí-
menes de responsabilidad de la mandataria —lo cual podía tener 
como consecuencia la pérdida de su cargo—, y de otra, la inhabili-
dad para el ejercicio de cualquier función pública por un período 
de ocho años. Entre el 25 y el 31 de agosto de 2016 se llevaron 
a cabo las «maratónicas» sesiones en el Senado Federal. Se halló 
culpable a Dilma Rousseff de los cargos por crímenes de respon-
sabilidad y la mandataria fue destituida tras aprobarse el pedido 
con 61 votos a favor, 20 en contra y sin abstenciones; es decir que 
se superó el umbral de los dos tercios (54 de los 81 miembros de la 
Corporación). La sanción de inhabilidad sin embargo no prosperó, 
pues tan solo alcanzó 42 votos a favor frente a 36 en contra y 3 abs-
tenciones (Leiras, 2016).

Esta no era la primera vez que un juicio político prosperaba en 
Brasil. Había un antecedente en la destitución de Fernando Collor 
de Mello, en 1992, tras revelarse por su propio hermano (Pedro 
Collor de Mello) un esquema de corrupción y lavado de activos 
que afectaba directamente al tesorero de la campaña del entonces 
presidente. Aquella confesión terminó de socavar la ya erosionada 
autoridad del presidente en medio de un clima de descontento po-
pular por el fracaso de las medidas económicas (los planes «Collor» 
y «Collor II»), incapaces de resolver el problema de la hiperinflación 
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heredada del gobierno anterior. Como se mencionó, la renuncia 
anticipada Collor no impidió que el Legislativo continuara con el 
proceso, el cual no sólo concluyó con la destitución sino, en esa 
ocasión, con la pérdida de derechos políticos del Jefe de Estado 
por un período de 8 años. Los hechos de 2016 y 1992 parecen coin-
cidir, sobre todo, en un par de factores determinantes del triunfo 
del juicio político: la creciente impopularidad y descontento con la 
gestión del ejecutivo, de una parte; y de otra, un orden guberna-
mental que fracasa en la conformación de las alianzas requeridas 
para garantizar la gobernabilidad.

3.4 Análisis

Para el análisis de las condiciones institucionales en que tuvieron 
lugar las destituciones presidenciales en Honduras (2009), Para-
guay (2012) y Brasil (2016), se presentará primero una síntesis grá-
fica que, mediante tablas, compara cada uno de los tres eventos en 
relación con causales de enjuiciamiento (Tabla 3), tipos de procedi-
miento de control político (Tabla 4) y reglas constitucionales sobre 
la relación ejecutivo-legislativo de las cuales se puede derivar la 
prevalencia de uno sobre otro en un escenario de posible conflicto 
interorgánico (Tabla 5).

En cuanto a las causales de juicio político, la Tabla 3 presenta 
una relación de las prescripciones constitucionales para los países 
que son objeto de estudio; destaca que la Constitución hondureña 
para la época no prescribía la posibilidad de destituir presidentes 
bajo la modalidad de un juicio político.

La Tabla 4 contiene los distintos procedimientos de control polí-
tico que en general ejerce el Congreso sobre el Ejecutivo y otros órga-
nos del Estado (para mayor detalle sobre los mecanismos de control 
en cada país, ver infra Anexo 1). Algunos de los procedimientos que 
aparecen en el recuadro, como se verá, se ejercen sobre la rama pero 
no directamente sobre la figura del presidente. De hecho, en algunos 
tienen expresamente prohibida su aplicación al jefe del ejecutivo.
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Tabla 3. Causales de enjuiciamiento al presidente de la República, según las constitu-
ciones de Honduras, Paraguay y Brasil.

País Causales

Honduras

En 2009 —año de la salida de Manuel Zelaya— la 
Constitución de la República de Honduras (CRH) no 
asignaba competencia alguna al Congreso para iniciar un 
juicio político al presidente.82

Paraguay

Artículo 225, CRP:
1. Por mal desempeño de sus funciones
2. Por delitos cometidos en el ejercicio de sus cargos o
3. Por delitos comunes 

Brasil

Artículo 52, CPRFB:
Por delitos de responsabilidad.
Artículo 85, CPRFB: Constituyen delitos de responsabilidad 
los actos del presidente de la República que atenten contra 
la Constitución Federal y, especialmente contra:
1. La existencia de la Unión;
2. El libre ejercicio del Poder Legislativo, del Poder Judicial, 
del Ministerio Público y de los Poderes constitucionales de 
las unidades de la Federación; 
3. El ejercicio de los derechos políticos, individuales y 
sociales;
4. La seguridad interna del País;
5. La probidad en la Administración;
6. La ley presupuestaria;
7. El cumplimiento de las leyes y de las decisiones judiciales.

Fuente: Elaboración propia, con datos del Observatorio de instituciones representativas de 
América Latina. Universidad de Salamanca. Legislatina, Base de datos comparada. Causa-

les de enjuiciamiento al presidente de la República.

Ahora bien, el alcance de esas facultades de control legislativo pue-
de derivar en un desequilibrio o prevalencia de este poder frente a 
otros, en caso de eventuales disputas. Interesa aquí puntualmente la 

82 A partir de 2013, la CRH establece en el artículo 234 las siguientes causales de juicio 
político al presidente: 1) mal desempeño en su cargo; 2) actuaciones contrarias a la 
Constitución de la República o el interés nacional y 3) manifiesta negligencia, incapaci-
dad o incompetencia para el desempeño del cargo.
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relación con el poder ejecutivo dadas las circunstancias en que se pre-
senta el enjuiciamiento (que es adelantado directamente por el Con-
greso, aunque ocasionalmente pueda intervenir el poder judicial) y los 
efectos que produce (el presidente puede ser destituido de su cargo).

Pérez-Liñán (2006) revisa cuáles han sido las alteraciones en el 
equilibrio de poderes que han ocurrido por cuenta de la democra-
tización, o dicho de otro modo, cuál fue el impacto que produjo 
el proceso de democratización para la solución de confrontaciones 
entre poderes, como aquellos casos en los que ocurre un conflicto 
extremo entre el presidente y el congreso. En 27 de 45 casos de con-
flicto interorgánico, el desenlace fue la destitución del jefe del ejecu-
tivo o la disolución del congreso. La tesis del autor es básicamente 
que «los presidentes pierden su capacidad para desafiar el congreso 
en las democracias más consolidadas, y de ello eventualmente surge 
una relación más balanceada, que incluye la capacidad del congreso 
de enjuiciar al presidente si surge un conflicto serio» (p: 193).

Tabla 4. Tipos de procedimientos de control político existentes en Honduras,  
Paraguay y Brasil.

Honduras Paraguay Brasil

Juicio Político o acusación 
constitucional

Petición de informes  
(escritos y/u orales)

Sesión Informativa/ Comparecencia  
de ministros

Interpelación

Comisión de investigación

Censura

Rendición de cuentas

Fuente: Observatorio de instituciones representativas de América Latina. Universidad de 
Salamanca. Legislatina, Base de datos comparada. Función de control
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Para determinar cómo es esta relación de desequilibrio, Pérez-
Liñán (2006) elabora un Índice de Desequilibrio Institucional (IDI), 
destinado a medir si la constitución sanciona, más o menos, un mode-
lo de desequilibrio a favor del Congreso (modelo norteamericano):

Para calificar el poder de juicio político de los legisladores, [se hace] una 
medición que adopta un valor de 1 (fuertes poderes de destitución) para 
aquellas constituciones que siguen el modelo norteamericano, 0.5 (poderes 
de destitución moderados) para aquellas que requieren una mayoría espe-
cial en ambas cámaras, una sesión conjunta, o la intervención del poder ju-
dicial, y 0 (débiles poderes de destitución) para aquellas sin procedimientos 
explícitos para la remoción del presidente […]. De modo similar […] una 
puntuación de 1 a los presidentes con fuertes poderes de disolución, 0.5 a 
aquellos con poderes débiles, y 0 a todos los demás presidentes. El índice 
que mide el desequilibrio constitucional a favor del congreso, presentado 
en la última columna, fue definido como I = L (1-P), donde L es la califica-
ción para los poderes legislativos de remoción (atinentes al juicio político 
o a la incapacidad) y P es la calificación para la disolución del congreso 
por parte del ejecutivo. Esta variable mide el desequilibrio institucional al 
ponderar los poderes del legislativo frente a los poderes del ejecutivo. Un 
valor de 1.0 en este índice señala que la constitución replica el modelo nor-
teamericano de disolución asimétrica, una calificación de 0, que no existe 
desequilibrio a favor del congreso (el poder de disolución está igualmente 
distribuido entre el presidente y el congreso, o totalmente concentrado en 
el ejecutivo).83 Los valores menores a 0.5 sugieren que el congreso tiene 
muy poca ventaja en el juego de disolución (Pérez-Liñán, 2006:203).

Retomando este modelo de análisis y atendiendo el marco 
constitucional vigente al momento de la salida de los presidentes 
en relación con los casos aquí examinados (Honduras, Paraguay y 
Brasil), en la Tabla 5 se revisan los desequilibrios institucionales a 
favor del legislativo o del ejecutivo y en última columna se incluye 
un índice de desequilibrio institucional. Sobre la muestra de estos 

83 Dice el autor que el «índice de desequilibrio institucional es asimétrico, lo que significa 
que mide el grado en que un desequilibrio en favor del congreso está presente. En 
caso de que este desequilibrio no esté presente, el índice adquiere un valor de cero, sin 
discriminar si existe un equilibrio entre ambos poderes o un desequilibrio a favor del 
presidente» Pérez-Liñán (2006:203).
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tres países, la ponderación será simple: la exigencia de «mayorías 
cualificadas en ambas cámaras» hace que el valor de L en la ecua-
ción (calificación para el poder legislativo), sea de 0.5. En el caso de 
que esta no sea la situación, el valor es 1 y en caso de no existir un 
procedimiento explícito, el valor es 0, como sugiere la definición 
presentada.

Tenemos entonces que el resultado de I (índice de desequili-
brio constitucional a favor del congreso) para Honduras es de 0, es 
decir que no existe desequilibrio a favor del congreso o en otras palabras, 
el poder de disolución está igualmente distribuido entre el presi-
dente y el congreso, o totalmente concentrado en el ejecutivo. Lo curioso 
es que este resultado derive de la falta de procedimiento —de en-
tonces— para el enjuiciamiento del ejecutivo; y también es curioso 
que eso ocurra en un orden normativo que, en principio, parece 
receloso de la concentración de poder en el ejecutivo (prohibición 
explícita de reformar la Constitución para establecer la reelección 
presidencial).

Para Brasil, el índice es de 0,5, lo que sugiere que en esos casos 
«el congreso tiene muy poca ventaja en el juego de disolución». No obs-
tante, esa poca ventaja fue suficiente para lograr el cometido de 
destitución presidencial. En Paraguay, la exigencia de 2/3 de los 
miembros de los miembros de la Corporación sólo en una de las 
cámaras, significa un desequilibrio en favor del Congreso. Era más 
fácil adelantar el juicio político en Paraguay que en Brasil y segura-
mente en Brasil, por eso, un juicio expres es imposible.

Ahora, descritos los hechos que dieron lugar al desplazamiento 
de los jefes de Estado en Honduras (2009), Paraguay (2012) y Bra-
sil (2016), y revisado el marco constitucional general en un escena-
rio de salida institucional y no armada a los conflictos, se revela que 
el ejecutivo es siempre incompetente para disolver el legislativo 
mientras que éste, pese a la ventaja relativa en el juego de la destitu-
ción, logró 2 de 2 salidas presidenciales (descontando a Honduras 
que, como se dijo, no contaba con este mecanismo de destitución al 
momento de los hechos).
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§

Revisadas las transformaciones más fundamentales del GE y luego 
de una comprensión global tanto de las condiciones en que se de-
sarrolló el proceso de democratización en América Latina como de 
las condiciones en que ejecutaron estas salidas presidenciales, es 
oportuno responder a las preguntas que orientaron el desarrollo 
de esta investigación. La primera cuestión por resolver es si estas 
salidas anticipadas constituyen un GE tout court, tarea para la que 
servirá el análisis de los elementos extraídos de las definiciones clá-
sicas y tradicionales del concepto contenidas en la Tabla 1, pero 
cuyo ajuste a los casos examinados se encuentra en la Tabla 6, así: 

Tabla 6. Ajuste de los casos a las características clásicas y tradicionales del golpe de 
Estado.

Elementos clásicos y tradicionales del golpe de 
Estado

Honduras 
2009

Paraguay 
2012

Brasil 
2016

Secreto y prudencia* Sí No No
Represión o uso de la fuerza Sí No No

Excepcionalidad** Sí Sí Sí
Élites políticas o grupo minoritario*** Sí Sí Sí

Reconocimiento de la ilegalidad de las acciones No No No

Fuente: Elaboración propia

Notas:
*Esta característica se verifica con la existencia o no de rituales públicos y reglados como 
los propios del Estado de Derecho. Viciado o no, un juicio público impide argumentar que 
se trata de «acciones secretas».
**La salida anticipada de los mandatarios es una terminación irregular de los períodos pre-
sidenciales y en ese sentido se trata de acciones excepcionales.
***Los procesos de destitución presidencial a través de impeachment o juicio político son 
llevados a cabo en el Congreso, por lo que se presume —salvo prueba en contrario— que son 
llevados a cabo por élites políticas o congresistas pertenecientes a partidos políticos o en 
todo caso, porciones muy minoritarias de la sociedad (pese a que su «vocación» sea la de 
representar a las mayorías). En el caso de Honduras, que no se trató de un juicio político, 
hubo intervención militar liderada entonces por el jefe de las FF.AA. y una autoadjudicación 
de funciones ejecutivas por el Congreso de forma interina; es decir que los grupos minorita-
rios o élites estuvieron activos en la ejecución de la salida presidencial.
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Según se muestra, ninguno de los casos revisados se ajusta a las 
características clásicas y tradicionales de los golpes de Estado iden-
tificadas. La idea del no-reconocimiento de la ilegalidad de las ac-
ciones en los casos de Paraguay y Brasil resulta más o menos clara 
si se tiene en cuenta que en ambas situaciones el Congreso tuvo 
el aval constitucional para la realización de un procedimiento de 
destitución; en Honduras, hubo un amplio reconocimiento (sobre 
todo internacional)84 de la ilegalidad de las acciones. No es extraño 
que desde el asalto armado hasta la formación irregular de un go-
bierno interino existiera un propósito tan notorio de parte de las 
autoridades para mostrar sus acciones en el marco de la ley.

En Honduras, en caso de haberse asumido la ilegalidad —como 
solía ocurrir en los viejos GE— en procura de un «bien superior», 
estaríamos ante un evento tradicional de GE. Sin embargo, el desa-
rrollo de la destitución se inició con una «orden de captura y alla-
namiento» en contra de Zelaya, complementada con la Comisión 
de Investigación nombrada por el Congreso para resolver sobre el 
presunto carácter inconstitucional de la actuación presidencial. Las 
FF.AA. primero dieron cumplimiento a la orden judicial y luego, 
por decisión unilateral, trasladaron al entonces presidente electo 
a Costa Rica. Estando en el exilio, es leída en el Congreso una 
supuesta renuncia del mandatario que es aceptada por los legisla-
dores de inmediato. Todos estos eventos conjugados tienen como 
resultado una legalidad hipotética de las actuaciones, fundada cons-
tantemente en textos constitucionales explícitos que decían haber 
sido vulnerados por la actuación presidencial. No hubo, en síntesis, 
(auto) reconocimiento de ilegalidad en las acciones y por supuesto 
tampoco afán en articular un discurso que otorgara legitimidad, 
más allá de la simple legitimidad que pudiera surgir de la legalidad 
que se alegaba.

84 Pese a la fuerte reacción internacional, con el paso de los días el repudio se diluyó en la 
aceptación paulatina del gobierno interino que sucedió al depuesto presidente.
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La Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Honduras 
(CVRH), al referirse a los hallazgos frente al exceso de poder e in-
cumplimiento del mandato dado a las FF.AA., encontró que

la Corte Suprema de Justicia no pidió explicaciones ni se registra ac-
tuación alguna. Al mismo tiempo, consumada la expatriación del pre-
sidente, las Fuerzas Armadas convocaron a funcionarios de los Poderes 
del Estado y algunos políticos al Estado Mayor, ante lo cual algunos se 
negaron, pero a los que asistieron se les pidió redactar un comunica-
do a la población hondureña que explicara lo sucedido. Simultánea-
mente, otra reunión se estaba convocando en el Congreso Nacional. 
Dos esferas de acción se van definiendo, la de seguridad y manejo del 
conflicto sociopolítico dejadas a las Fuerzas Armadas y policías; y la 
definición política partidaria e institucional en el Congreso Nacional. 
Esta condición, y otras, hacen que el golpe de estado en Honduras registre 
particularidades que rebasan el concepto clásico de golpe de estado en América 
Latina (Hallazgos y recomendaciones: Para que los hechos no se repi-
tan Informe de la Comisión de la Verdad y la Reconciliación, 2011:28) 
[Cursivas propias].

En el mismo Informe, los comisionados concluyen que el 
Congreso no contaba con las atribuciones para «destituir al pre-
sidente de la república ni para nombrar al sustituto» y en ese sen-
tido, el nombramiento de Roberto Micheletti «como presidente 
interino de Honduras fue ilegal» y el suyo un «Gobierno de fac-
to». Por estas mismas razones y ante la evidente carencia de «un 
procedimiento claro para resolver los conflictos entre los Pode-
res del Estado y de cómo tratar y resolver cuándo un presidente o 
un alto funcionario debe ser sometido a una investigación o a una 
destitución», la Comisión recomendó «evitar» la extralimitación 
de las funciones del Congreso mediante la regulación del juicio 
político (CVRH, 2011:26), tarea que fue llevada a cabo mediante 
reforma constitucional en el año 2013. La Comisión, finalmente, 
ratificó la ilegalidad de unas acciones que sus protagonistas se 
negaron a reconocer y se mostró plenamente consciente de que 
esas acciones califican como GE, no obstante rebasar el concepto 
clásico.
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En resumen, de los tres eventos estudiados, y salvo por la com-
plejidad del análisis de la cuestión de la legalidad de las acciones o, 
mejor, de su (auto)reconocimiento, el caso de Honduras es el que 
más se acerca —sin serlo plenamente— a la posibilidad de un GE a 
la usanza tradicional.

3.5 La insuficiencia del marco tradicional y una propuesta 
metodológica

Metodológicamente, las prácticas «sospechosas» de constituir GE en 
el sentido clásico-tradicional se estudian con algo de rigurosidad to-
mando los datos empíricos de esa acción «sospechosa» en función de 
unas categorías analíticas y verificando si los fenómenos sometidos a 
examen se ajustan o no a esas categorías establecidas, semejante al 
procedimiento de ajuste efectuado en la Tabla 6. Si ocurre que se no 
adecúan los hechos a las categorías, será necesario designar con otro 
nombre esos fenómenos que no coinciden con el golpismo.

Esta vía de análisis acusa por lo menos tres reparos importan-
tes. El primero de ellos es que desconoce las circunstancias en que 
se desarrolla el GE y reemplaza ese estudio del contexto por la ade-
cuación de los hechos a categorías preestablecidas; asimismo pare-
ce que desconociera las transformaciones del GE y fuera incapaz de 
«ver» sus posibilidades adaptativas; finalmente, un tercer reparo de 
naturaleza más general es que esa vía metodológica conduce muy 
cómodamente al anquilosamiento conceptual, esto es, a considerar 
que los conceptos son estables y fijos geográfica y temporalmente, 
ignorando que justamente la metamorfosis de lo social y lo político 
implican la necesidad de adecuación de los instrumentos para la 
inteligencia de esas realidades cambiantes, y no al revés.

Lo anterior quiere advertir acerca de la condena que pesa sobre 
la capacidad de compresión del GE para el análisis de compleji-
dades políticas contemporáneas ya que este razonamiento parecie-
ra convertir la acción golpista en pieza de exhibición en el museo 
de las categorías políticas; un instrumento para referirse —cuando 



Juicio político o impeachment, ¿fin del golpe de Estado?  •  105

menos— a pasadas intrigas palaciegas o a los asaltos militares y 
cambios abruptos y violentos en el equilibrio de poderes propios 
del siglo XX. Pero ¿acaso los átomos no tuvieron la inimaginable 
capacidad de dividirse también?

Existe otra alternativa metodológica que, atendiendo a las cir-
cunstancias en las que ocurren los actuales desplazamientos presi-
denciales o la captura indefinida del poder político por el ejecu-
tivo, optan por «estirar» el concepto del GE de tal manera que se 
puedan introducir en él los hechos que, en principio y sin el pre-
vio alargamiento conceptual, no estaban allí comprendidos. Como 
se ha señalado insistentemente, esta segunda vía abre un camino 
omnicomprensivo (bajo el recurso de incluir muchos fenómenos en 
una misma categoría) que conduce técnica y científicamente a la 
incomprensión (al impedir conocer con certeza a qué fenómenos se 
atribuye la calificación de GE).

En ese sentido, ambas vías metodológicas (tanto la inmovilidad 
como el alargamiento conceptual) no parecen ofrecer la oportuni-
dad para articular adecuadamente el golpismo con los eventos más 
recientes de destitución presidencial o reconocer que los despla-
zamientos del poder ejecutivo son maniobras próximas al golpismo 
al lograr concretar sus efectos materiales de usurpación, distribu-
ción del poder y captura política, con lo cual prevalece la exigencia 
de nuevas direcciones metodológicas para entender estos nuevos 
fenómenos.

A efectos de encontrar respuestas metodológicas apropiadas, 
este trabajo acoge la estrategia tipológica85 propuesta por Rafael 

85 Los tipos son generalizaciones en las que se reúnen «los fenómenos que presentan 
similitudes respecto de determinadas características empíricas, estructuras o proce-
sos, o bien coinciden en las características que son resaltadas porque se les considera 
relevantes» (Nohlen, 2012:51). Si bien los tipos no permiten la explicación de los fenó-
menos, sí resultan útiles para organizar nuestra forma de comprensión de la realidad. 
En tanto que instrumentos de la práctica científica, no son verdaderos ni falsos sino 
más o menos adecuados para la compresión de los problemas tratados. Mediante la 
descripción y ordenamiento de objetos o individuos que comparten algún carácter 
común evidente puede identificarse un modelo o prototipo diferenciado del que 
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Martínez (2014) que consiste en establecer los elementos matrices o 
primarios de un concepto —en este caso del GE— a fin de evitar su 
«desnaturalización»; establecidos estos elementos fijos se conocen 
los elementos variables o «radiales» con los cuales se construyen 
«subtipos disminuidos», que son los que permiten incrementar la 
extensión del concepto primario e incluir casos no tenidos en cuen-
ta en su versión original. Esta propuesta metodológica tiene varias 
virtudes, entre ellas evitar el estiramiento conceptual ya que hay un 
«núcleo» inamovible, con lo que se contiene la voluntad de desfigu-
rar o alterar sustancialmente los elementos básicos del GE. La suya 
es una sugerencia que busca construir «subcategorías que, sin ser 
idénticas —puesto que no se trata del GE tradicional—, sí que per-
tenecen a la misma familia de semejantes» (Martínez, 2014:194).

En efecto, las consideraciones de Rafael Martínez resultan 
metodológicamente útiles porque aunque aquí se reconocen los 
cambios evolutivos del coupe d’État, nada obsta para establecer un 
mínimo común denominador inalterable que es el que permite 
mantener atado el concepto a unos elementos permanentes (en el 
largo plazo) con el fin de impedir que cualquier crisis sea acusada 
de golpista.

Ahora bien, habiendo insistido profusamente en la mutación 
del GE desde su nacimiento como categoría política hasta nuestros 
días, ¿cómo es posible articular o por lo menos poner puntos en 
común entre i) la acción absolutista del soberano para el asegura-
miento del poder en tanto golpe naudeniano (siglo XVII y XVIII), 
ii) los golpes de Estado llevados a cabo en tiempos del nacimiento 
y consolidación del constitucionalismo (fines del siglo XVIII y XIX) 
y, iii) aquellos otros típicamente militares del siglo XX? La ruta 
tipológica de la que se habla requiere de una definición de GE que 
realice una conciliación entre la literatura clásica y contemporánea. 
Luego de identificados sus atributos, se indicará cuáles de ellos son 

pueden derivar subtipos para lograr registros más precisos de los observables empíri-
cos (Nohlen, 2012; López, 1996).
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constantes y cuáles contingentes y siempre que se verifiquen los pri-
meros, se tratará una acción golpista.

Teniendo en cuenta las definiciones de GE en autores como G. 
Naudé, Brichet, Jesús de Andrés, N. Bobbio, S. Huntington, W. R. 
Thompson, Calvert, Leiden y Schmitt, E. González Calleja, Rafael 
Martínez, Finner, Solaún, Kelsen, Luttwak, Malaparte, O’Kane, 
Marshall y Marshall, Carlton, Political Science Dictionary, The Dic-
tionary of World Politics, y Toddla (Ver Anexo 2), se propone la 
siguiente definición de GE:

Forma de violencia política sorpresiva, planificada relativamente en se-
creto y no regulada que implica acciones de élites políticas o un gru-
po minoritario de naturaleza conspirativa dentro de la administración, 
quienes bajo coacción efectiva o con alto potencial coercitivo, pretenden 
desplazar/conservar el poder ejecutivo legítimamente constituido, redis-
tribuir o reordenar las relaciones de poder en el seno de un gobierno 
dividido o, en todo caso, aspiran a la conquista del poder o la transfor-
mación profunda de las reglas de juego político, y sólo en ocasiones de la 
organización social en su conjunto. Este ataque enérgico y políticamente 
neutral no tiene necesariamente bases populares y militares, aunque las 
probabilidades de su éxito pueden incrementar si se cuenta con ellas. El 
desafío que supone la usurpación de las funciones políticas del gobierno 
se dirige a trastocar el orden constitucional anterior aunque puede suce-
der (y la mayoría de veces es así) que perviva y se dé continuidad a buena 
parte de la vieja institucionalidad. Esta violencia política particular suele 
justificarse a posteriori a partir de la defensa de un bien común superior y 
el reconocimiento de un nuevo gobierno o condiciones políticas, esto es, 
de la legitimidad de las acciones irregulares llevadas a cabo, pero también de 
la negación de su ilegalidad.

La inteligencia del fenómeno supone, además, diferenciar el 
GE de otras prácticas conceptual y factualmente cercanas que, 
como los rumores de complot, dimisiones forzadas, revueltas, mo-
tines, revoluciones, guerras civiles y demás, pueden eventualmente 
coincidir en momentos de trance político.86

86 Véanse las definiciones de revolución, rebelión, revuelta, guerra y guerra civil, consultadas 
en el Diccionario de Política dirigido por Bobbio, Matteucci & Pasquino (2008) para 
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A partir de las trasformaciones relatadas y de la definición cons-
truida, los elementos del golpe de Estado son —esquemáticamen-
te— los siguientes:

• sorpresa 
• planificación relativamente secreta
• vertiginosidad en la ejecución y excepcionalidad
• efecto de desplazamiento/conservación del poder ejecutivo 

legítimamente constituido, redistribución o reordenamien-
to de las relaciones de poder en el seno de un gobierno 
divido, conquista del poder o transformación profunda de 
las reglas de juego político, y sólo en ocasiones de la organi-
zación social en su conjunto

• acción políticamente neutral
• defensa de bienes superiores
• participación de élites políticas o de un grupo minoritario 

involucrado con la administración
• violencia efectiva o amenaza de su uso
• desafío a la constitucionalidad con ilegalidad no asumida
Más detalladamente, esos elementos se entenderán aquí de la 

siguiente manera:
i. Sorpresa, planificación relativamente secreta, vertiginosidad de las 

acciones y excepcionalidad. El primero de estos atributos, la sor-
presa, deriva de dos circunstancias, la primera de ellas pro-
ducto del carácter conspirativo del GE, por lo que su pre-
paración ocurre bajo la reserva de sus participantes (élites o 
minorías con vínculos o acceso privilegiado a la administra-
ción) y de ahí el efecto sorpresivo de su ejecución. La segunda 
de estas circunstancias atiende a la aceptación, estabilización 

establecer posibles relaciones y diferenciaciones conceptuales básicas. Estudios sobre 
la conflictividad militar también han diferenciado el motín (desobediencia de sectores 
castrenses inferiores), el pronunciamiento (rebeldía de mandos profesionales con el fin 
de ejercer presión sobre el gobierno), el alzamiento (levantamiento militar masivo con 
apoyo popular rural o urbano) y la insurrección como ruptura pública de la legalidad 
con ánimo revolucionario. Para ampliar estos conceptos, véanse González (2003:19-25) 
y Lutttwak (1969:33-35) e infra Anexo 3.
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y robustecimiento del Estado de Derecho y con él, de varios 
de sus aspectos más sobresalientes, entre los que se cuenta la 
previsibilidad de la actuación estatal (columna del principio 
de legalidad). Así, la dirección de los asuntos políticos por 
fuera de los cauces regulares previstos produce un efecto sor-
presa, se trate o no de acciones golpistas.

La segunda característica, esto es, la planificación relati-
vamente secreta, es consecuencia asimismo del Estado de De-
recho y sus principios constitutivos, entre ellos la publicidad 
de los actos públicos y de gobierno. En ese sentido, las ma-
niobras actuales encaminadas a la sustitución/distribución 
de los poderes se realizan bajo el seguimiento muchas veces 
forzado de rituales jurídicos, lo que explica que no se trate 
de acciones enteramente secretas, sino relativamente.

El carácter breve, rápido y potencialmente certero que apun-
ta a «centros neurálgicos» del poder, o mejor, la vertigino-
sidad de las acciones, resulta indispensable si se quiere evitar 
una «réplica inmediata de los afectados [tomados] por sor-
presa» (Martínez, 2014:205).

En cuanto a la excepcionalidad, existen dos formas de 
abordarla: primero, se puede asumir que el GE crea y cons-
tituye él mismo una situación política «excepcional», sin 
embargo su carácter extraordinario pareció diluirse en el 
paréntesis latinoamericano del siglo XX. La regularidad de 
esta práctica en la región habría demostrado que la persis-
tencia de ese fenómeno en países «periféricos» estaba de 
cierta manera arraigado en sus formas políticas e incluso 
podía ser «predecible» (González 2001, 2003; Martínez, 
2014). Pero la excepcionalidad puede ser inteligible tam-
bién, como aquí se hace, en relación con otro tipo de irregu-
laridad política: la terminación anticipada de los períodos 
presidenciales.

ii. Efecto de desplazamiento/conservación del poder ejecutivo legítima-
mente constituido, redistribución o reordenamiento de las relaciones 
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de poder en el seno de un gobierno divido, conquista del poder o 
transformación profunda de las reglas de juego político, y sólo en 
ocasiones de la organización social en su conjunto. Este atributo 
resalta las distintas aspiraciones de la acción golpista, de 
ordinario asociada exclusivamente con la «toma» del poder 
político. Este elemento apunta entonces a finalidades dis-
tintas de la captura del poder identificadas por la literatura 
también como «logros» o mejor, efectos, del GE.

iii. Ilegalidad asumida – Ilegalidad no asumida. En su definición 
clásica, el GE es una acción abiertamente ilegal. Lo inédito 
es incorporar como atributo justamente su reverso, apro-
piada en una redefinición o actualización de los elementos 
del GE. La incorporación de este elemento deriva de las 
condiciones actuales en las que prevalece el repudio frente 
al acceso ilegal al poder político. Dice Martínez que

hoy lo más frecuente es que todos los golpistas centren sus es-
fuerzos ya no en legitimar a posteriori su acción —que reconocían 
ilegal—, sino en demostrar la legalidad de todos y cada uno de los 
actos que han llevado a término para suplantar al poder ejecutivo 
[…] Con ello, la justificación pasa del final al principio del proceso 
y se elude la calificación de Golpe, puesto que no se asume la ilega-
lidad e incluso se rebate a quienes la insinúan. Del Golpe como acto 
de ilegalidad necesaria y legítima, hemos llegado al Golpe de Estado 
«con todas las de la ley», a la legalidad forzada (Martínez, 2014:204).

La «guarda de apariencias de legalidad» parece tener 
más relación con la categoría de máximas de estado (enten-
didas por Naudé como acciones ilegales con apariencia de 
legalidad que un príncipe puede ejecutar dado su control 
del aparato administrativo), que con las acciones abierta-
mente ilegales que definieron clásicamente a los golpes. Las 
máximas, sin embargo, no tuvieron un impacto político ni 
un desarrollo intelectual ni experimental equivalente al del 
golpe, por lo que al estar actualmente en desuso como ca-
tegoría política, su característica definitoria (apariencia de 
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legalidad) es aquí recuperada e incorporada en el concepto 
viviente de GE.

iv. Participación de élites políticas o de un grupo minoritario invo-
lucrado con la administración. Todas las definiciones coinci-
den en describir al ejecutor del golpe como «una élite o 
una minoría con incidencia en la administración», lo que 
no obsta para subrayar la dificultad de «operacionalizar» 
esta condición (Martínez, 2014). Es difícil, entre otras co-
sas, precisamente por el carácter relativamente secreto de 
la conspiración.

Por supuesto, puede ocurrir que actores extranjeros 
(corporativos, gubernamentales) tengan un interés mani-
fiesto o no en los resultados de un asalto al poder, lo que 
permitiría localizar también allí élites conspirativas. Este 
tipo de intervención implica para quien las estudia conocer 
las maniobras que esos agentes externos realizan para mo-
vilizar minorías internas con acceso preferente a instancias 
del poder político interesadas asimismo en la desestabiliza-
ción golpista.87 Lo difícil, de nuevo, sigue siendo determinar 
la identidad, el tamaño y la procedencia de esos grupos que 
deben ser caracterizados como élites golpistas.

Para precisar los contornos de este atributo se utiliza 
aquí el «enfoque posicional» con el fin de señalar más preci-
samente las élites de las que se habla. Este enfoque es el más 

87 Como se dijo y como la historia de la violencia política ha recordado en muchas ocasio-
nes, el GE puede ser ideado y planificado por élites externas al Estado con la intención 
de expulsar al poder ejecutivo o de bloquear a quien pretenda conquistarlo. Se trataría 
de lo que Martínez (2014) denomina, respectivamente, «Golpe desde el exterior» y 
«Golpe de anticipación». Ninguno de ellos se entiende en este trabajo como atributo 
nuclear del GE: el primero de ellos porque, si bien pueden existir y operar agentes 
externos, el análisis aquí propuesto se ocupa menos de la injerencia extranjera que de 
los mecanismos de poder internos, independientemente de los poderes que los han 
movilizado; una investigación de sobra importante pero que exige diferentes diseños 
metodológicos. El golpe de anticipación, o aquel que se da para bloquear a quien pre-
tenda conquistar el poder, por su parte, es menos un elemento que un fin —entre los 
distintos que existen—de la acción golpista.



112  •  ¿Fin del golpe de Estado?...

utilizado, y parte del supuesto de que las instituciones formales 
y de gobierno ofrecen un mapa útil de las relaciones de poder 
y, por lo tanto, considera que los que están en las posiciones 
más altas de estas instituciones son los políticamente podero-
sos (Putnam [1976], citado en Domínguez, 2016:7).

Los congresistas o parlamentarios, especialmente los 
más cercanos a las estructuras partidistas y clanes políticos 
tradicionales, pertenecen a esas «élites». La centralidad del 
órgano legislativo/deliberativo en los sistemas democráticos 
permite a sus miembros mantener relaciones con otros po-
deres, particularmente con el ejecutivo; de ahí el interés de 
este trabajo por su intervención protagónica en los procesos 
de destitución presidencial que ahora se estudian.

En cuanto a las porciones minoritarias del GE, éstas 
pueden ser —aunque no exclusivamente— los miembros de 
cúpulas militares, quienes conocen y tienen el poder de las 
armas; asimismo agremiaciones empresariales o miembros 
poderosos de partidos tradicionales con capacidad de inci-
dencia y decisión políticas.

v. Violencia física efectiva o amenaza de su uso. La violencia física, 
elemento tradicional en la realización de los GE, es ahora 
ampliamente rechazada, lo que no significa que su uso esté 
plenamente erradicado ni que no sean posibles otras for-
mas de violencia menos directas, aunque igualmente efec-
tivas a la hora de poner en marcha el plan conspirativo. En 
todo caso, y en vista de esa denuncia general contra la vio-
lencia, es preferible para los agentes del golpe la violencia 
potencial con posibilidad de materializarse de ser «necesa-
rio» (prudencia), e inclusive evitarla será la mejor manera 
de no frustrar las pretensiones de legalidad (ilegalidad no 
asumida) de la acción golpista.

Además de los elementos del GE derivados de la definición 
aportada e interpretados según viene de explicarse, existen dos 
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rasgos de la acción golpista —indicados en la definición— que sien-
do elementos suyos de identidad, no prestan utilidad alguna como 
atributos nucleares en la clasificación que se propone: neutralidad 
política e ideológica y legitimación de las acciones. En relación con la 
«vocación» política del GE, la revisión histórica autoriza inferir que se 
trata de un instrumento del repertorio de la violencia política del que 
echan mano actores diversos pertenecientes a movimientos monár-
quicos, conservadores y reaccionarios, así como como agentes pro-
motores de medidas sociales redistributivas, contra-dictatoriales y de 
restauración democrática. Su calidad instrumental admite que de él 
se sirvan actores divergentes para propósitos asimismo antagónicos, 
lo que permite que el fenómeno golpista ocurra independientemente 
de la simpatía y favoritismo políticos de sus promotores y agentes.

La legitimación, al tiempo que es indispensable para el logro 
del reconocimiento y respaldo interno y externo al nuevo gobier-
no o cambio político, concierne más bien a una situación ex post y 
su afirmación, siendo necesaria, depende más bien del éxito de la 
operación. Esto significa que es un elemento accesorio y posterior a 
la empresa golpista. De ordinario la «defensa de bienes superiores» 
concurre al inventario de razones ofrecidas por los participantes, 
que presentan sus acciones como de «alcance global» con el fin de 
anular la idea de una acción llevada a cabo por capricho o interés 
particular (Martínez, 2014: 203-204). El GE queda absuelto cuando 
quienes están interesados en ello encuentran los argumentos su-
ficientes para presentarlo como medio para la conjura de un mal 
mayor frente al cual la aplicación de la ley es insuficiente. Esta de-
fensa de un bien superior funge como justificación del golpe en 
términos de la «teoría del mal menor».

Existen asimismo unas condiciones de proclividad del golpe que 
están vinculadas a situaciones ex ante del fenómeno y que tampoco 
se interpretan aquí como atributos suyos,88 por lo menos por un 

88 Aquí, este trabajo se distancia de los elementos establecidos por Martínez para la ela-
boración de los subtipos de golpes. Martínez (2014) presenta como atributos nucleares 
del concepto los siguientes: i) precondiciones sociales, económicas y políticas, ii) situaciones 
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par de razones. En primer lugar, debido a la variedad explicativa 
del GE (muy semejante también a la variedad de argumentos que 
pueden existir para su legitimación o justificación). La literatura 
sociológica y política ha propuesto diversas e incluso contradicto-
rias variables multicausales: la intromisión militar en los gobiernos 
civiles y en la política (pretorianismo), los bajos niveles de cultura 
política, el régimen de monocracias inestables, los contextos afec-
tados por el colonialismo y la dependencia explicaría para algunos 
la ocurrencia de violencias políticas como el GE; para otros, sin em-
bargo, los elementos de fortaleza institucional (alta participación 
electoral, partidos y grupos de presión fuertes) no son sinónimo de 
absentismo militar o ausencia de violencia política; suponen otros 
que los factores económicos y la incapacidad de los gobiernos para 
evitar acusaciones de corrupción e incompetencia son los que sir-
ven de coartada a los agentes golpistas para llevar a cabo el despla-
zamiento gubernativo. Hay quienes se oponen a las explicaciones 
económicas y de baja movilización social tradicionalmente usadas 
porque, de ser así, no se explicaría la razón por la que durante la 
década de 1980 en América Latina se dejó de acudir al repertorio 
golpista y se abrazó con acusado entusiasmo el sistema y las insti-
tuciones democráticas; en su lugar, proponen explorar el estrecho 
margen de poder dejado a los militares y la implementación de 
políticas de liberalización económica, privatización de servicios y 
adelgazamiento de la burocracia estatal (Martínez, 2014). La otra 
razón es que la pregunta por las condiciones de proclividad del GE 
apunta a horizontes de comprensión diferentes a los que aquí se 

desencadenantes o factores de explicación, iii) una «imponderable necesidad de ac-
ción» o la aceptación de la ilegalidad del Golpe a expensas de una búsqueda urgente de 
legitimidad; iv) actores, un grupo de ejecutores pequeño, generalmente perteneciente 
a una élite, v) excepcionalidad y vertiginosidad del Golpe y, vi) violencia o amenaza 
materializable. A partir de la definición propuesta por el autor y de las condiciones o 
atributos señalados (siendo unos constantes y otros variables), el autor propone 8 tipos 
teóricos diferentes de Golpes de Estado: una categoría central en la que están presentes 
todos los elementos; y siete categorías secundarias o tipos disminuidos.
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quieren explorar, los cuales exigen vías metodológicas distintas y 
capaces de ofrecer explicaciones causales del fenómeno golpista.

3.5.1 Subtipos disminuidos de Golpes de Estado

La identificación de los atributos del GE permite adelantar una 
clasificación de esos elementos en dos tipos: constantes/permanen-
tes y variables/contingentes. Los primeros son indisponibles, por lo 
que deberán estar presentes en todos los casos que se reputen GE, 
mientras que los otros son excusables.
En la Tabla 7 se propone esta clasificación respondiendo a la in-
terpretación realizada de cada uno de los elementos identificados. 
De todos ellos, sólo la violencia física y la ilegalidad asumida devie-
nen contingentes, no porque no puedan concretarse en un evento 
golpista —que pueden— sino porque las condiciones actuales de 
«hostilidad» frente al uso de mecanismos violentos e ilegales de 
acceso al poder hacen que la violencia pueda disimularse mediante 
la simple amenaza de su uso y que la legalidad sea forzada para 
guardar las apariencias.

Tabla 7.Clasificación de los elementos del golpe de Estado.

Constantes Variables

Sorpresa, 
planificación 
relativamente 

secreta, 
vertiginosidad 

en la ejecución y 
excepcionalidad

Efecto de 
desplazamiento/
conservación del 
poder ejecutivo, 

reordenamiento de las 
relaciones de poder o 

transformación profunda 
de las reglas de juego 

político

Élites 
políticas 
o grupo 

minoritario

Violencia 
física

Ilegalidad 
asumida

Fuente: Elaboración propia
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Precisamente la combinación de estos dos últimos elementos con-
tingentes o variables (violencia física e ilegalidad asumida) permiten 
construir cuatro tipologías (Tabla 8): una prototípica central (o GE 
stricto sensu) y tres subtipos disminuidos que no son parte del concepto 
patrón de GE (o GE lato sensu), sino que conforman categorías secun-
darias y «su aparición responde al proceso de sofisticación del fenó-
meno en la búsqueda por llegar a los mismos efectos de una manera 
menos dramática y espectacular» (Martínez, 2014: 206).

Tabla 8. Categoría central y subtipos disminuidos de golpe de Estado.

Elementos del Golpe de Estado  
Tipos Constantes Variables

Sorpresa, 
planificación 
relativamente 

secreta, 
vertiginosidad 

en la ejecución y 
excepcionalidad

Efecto de 
desplazamiento/
conservación del 
poder ejecutivo, 
reordenamiento 
de las relaciones 

de poder o 
transformación 
profunda de las 
reglas de juego 

político

Élites 
políticas 
o grupo 

minoritario

Violencia 
física

Ilegalidad 
asumida

Categoría 
Central

Sí Sí Sí Sí Sí

Subtipos 
Disminuidos

2 Sí Sí Sí No Sí
3 Sí Sí Sí Sí No
4 Sí Sí Sí No No

Fuente: Elaboración propia adaptada del modelo metodológico propuesto por Martínez (2014)

La primera tipología de GE la ofreció el propio Naudé, quien 
formuló cinco criterios dicotómicos clasificadores del golpe: i) justos/
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injustos, es decir, reales o tiránicos; ii) que conciernen al bien públi-
co o al bien particular; iii) fortuitos o premeditados; iv) simples o 
complejos y v) realizados por los príncipes o sus ministros.89

Sacando provecho de las ventajas que ofrece esa perspectiva 
tipológica, se proponen aquí 4 tipos diferentes de GE producto de 
la combinación de elementos constantes y variables:

• El tipo 1 (categoría central) es el evento que se identifica como 
golpe de Estado clásico-tradicional y, como se ve, en él todos los 
elementos (constantes y contingentes) están presentes.

• El tipo 2 es un subtipo disminuido, pero extraordinaria-
mente cercano al GE prototípico a no ser porque no apli-
ca violencia física directa y basta con su amenaza efectiva 
(amenaza del uso de la fuerza).

• Los subtipos que resultan más interesantes son el 3 y 4 en 
los que, habiendo o no violencia, no se asume la ilegalidad 
del acto. Este escenario de «legalidad forzada» muestra que 
los ejecutores en vez de asumir la irregularidad de sus ac-
ciones golpistas y justificarlas, buscan afanosamente forzar 
la ley «más allá de la razón» (Martínez, 2014:207). Como si, 
en efecto, la fuente privilegiada de legitimidad del poder 
político fuera la demostración de la legalidad.

Los modelos 3 (golpe de Estado «legal» con violencia segura-
mente mínima y revestida de accidentalidad para potenciar la pre-
sunta legalidad) y 4 (Golpe de Estado «legal» sin violencia que aquí 
será denominado Golpe de Estado «mínimo»), implican la existen-
cia de golpes disminuidos y desde luego sofisticados, que sirven 
«para escamotearse con otra apariencia ante unas sociedades cada vez 

89 Con esa misma determinación aquel hombre de ciencia «que trabajaba en una historia 
natural para clasificar a los animales según sus excrementos [estableció] tres categorías: 
cilíndricos, esféricos y pasteliformes» (Lichtemberg). Asimismo la famosa enciclopedia 
china también clasificó los animales e inventarió aquellos «a) pertenecientes al empe-
rador, b) embalsamados, c) amaestrados, d) lechones, e) sirenas, f) fabulosos, g) perros 
sueltos, h) incluidos en esta clasificación, i) que se agitan como locos, j) innumerables, 
k) dibujados con un pincel finísimo de pelo de camello, l) etcétera, m) que acaban de 
romper el jarrón, n) que de lejos parecen moscas» (Borges).
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con mayor cultura política y, por ello, menos proclives a entender […] 
el acceso al Gobierno mediante estas prácticas» (Martínez, 2014:208).

§

Esta propuesta metodológica, al tiempo que impide la deforma-
ción de un concepto destacado de la literatura política, permite 
su vigencia prolongada mediante la reinterpretación de algunos 
de sus elementos a las formas sociales y político-institucionales de 
hoy, indiscutiblemente diversas a aquellas otras que le dieron ori-
gen. Como hipótesis de trabajo, esta propuesta tiene el valor de 
recoger una serie de circunstancias que reclaman la necesidad de 
i) reconocer la adaptabilidad del concepto, ii) establecer un nuevo 
grado de mutabilidad del GE, y iii) garantizar su actualidad. Cosa 
diferente son los resultados de correr el modelo para el análisis de 
casos particulares, cuya prueba podrá demandar correcciones me-
todológicas para el logro de resultados más aceptables.

En la Tabla 9 se ensaya el modelo aplicado a los casos estudia-
dos de salidas anticipadas en Honduras (2009), Paraguay (2012) y 
Brasil (2016) para determinar si se trata de eventos que califican 
como GE o, en todo caso, subtipos disminuidos de GE, cuyo ajuste 
experimental permite concluir lo siguiente:

Lo anterior significa que los casos revisados se adaptarían, si bien 
no estrictamente a la categoría central de golpe de Estado, por lo me-
nos al modelo 3 o golpe de Estado «legal» con violencia mínima re-
vestida de accidentalidad para potenciar la presunta legalidad, y al 
modelo 4 o golpe de Estado «legal» sin violencia o golpe de Estado 
mínimo. Esto es, corresponderían con las que aquí se denominan «nue-
vas modalidades» de golpes de Estado. Lo anterior no quiere decir 
que todas las situaciones de crisis presidencial que impliquen desti-
tución del poder ejecutivo sean revestidos por la categoría golpista 
ya que primero deberá agotarse el examen de clasificación según los 
atributos constantes y variables a fin de establecer si el caso se ajusta a 
un golpe de Estado tout court, a una «nueva modalidad» o, como en el 
caso de Brasil (2016), no se ajusta a ninguna de las dos formas.
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4. Reflexiones finales:  
entre la revolución legal  

y el constitucionalismo abusivo

[…] y en este país de juristas hasta los golpes de Estado se dan dentro del 
respeto riguroso de la ley.

Antonio Caballero. La adivinanza de la esfinge.

A modo de epígrafe se presentan las siguientes reflexiones que in-
tentan, más que recapitular o concluir, mostrar algunas pistas sobre 
lo que implican las ideas aquí tratadas y sus posibles desarrollos:

4.1 Desde su formación en Europa dentro del marco tempo-
ral comprendido entre los siglos XV y XVII, el Estado ha sufrido 
diversas transformaciones, entre ellas, la pérdida del monopolio 
de lo político en vista de la aparición y protagonismo de otros 
actores relevantes. Pero esta pérdida de centralidad no implicó 
de ninguna manera la desintegración de la organización política 
estatal sino su evolución adaptativa cuya consecuencia más inme-
diata es la transformación, al tiempo, de las prácticas que giran en 
torno suyo. Seguramente una teoría del Estado contemporáneo 
más completa y rigurosa pueda dar cuenta no sólo de las trasfor-
maciones operadas en el funcionamiento del aparato estatal sino 
también de la manera como sus nuevas complejidades suponen 
una profunda afectación de las instituciones y prácticas que como 
la golpista, tienen lugar allí.
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Para mostrar algunos de esos acoplamientos entre las transfor-
maciones del Estado y del GE, se observó que la primera fase de 
formación estatal absolutista coincide con la emergencia de una 
práctica golpista abierta y justificadamente ilegal que buscaba con 
urgencia lograr la preservación del Estado. Los primeros bostezos 
republicanos y liberales herencia de las revoluciones del siglo XVIII 
hicieron que esta práctica cambiara completamente de sentido: los 
cambios revelados con la puesta en marcha del movimiento cons-
titucionalista moderno enseñaron que la legalidad y el Estado de 
Derecho servían de contrapunto al poder ilimitado de la autoridad 
real, siendo la liturgia jurídica el fundamento de exclusión de las me-
didas de facto del repertorio de la acción política. El GE terminó por 
convertirse en una forma de violencia política repudiada porque su 
práctica cuestionaba impunemente las bases de legitimidad del po-
der político (poder popular) y reglas constitucionales de su transmi-
sión y distribución. En adelante, la constitución sería una especie de 
Muralla China frente a la acción golpista, tenida hasta nuestros días 
como ataque a los poderes constituidos y a las reglas fundamentales 
de legitimidad de las sociedades donde se lleva a cabo.

Durante el período comprendido entre finales del siglo XIX y 
principios del XX, los movimientos nacionalistas del tipo realista, 
en vista del fuerte arraigo republicano, entrevieron en la acción 
golpista el instrumento crucial para concretar el proyecto de res-
tauración monárquica, no obstante las suyas terminaron por ser 
sólo entusiasmadas reflexiones teóricas cuyas aspiraciones no fue-
ron materializadas.

El período de entreguerras, sin embargo, enseñó a través de 
Curzio Malaparte que el GE era, antes que nada, un problema de 
orden «técnico» del que podían echar mano «profesionales» de la 
violencia, con independencia de sus simpatías políticas. Este giro 
malapartiano abrió un nuevo horizonte sobre la cuestión que signi-
ficó una renovación metodológica en torno a las formas de acceso 
al poder: si el Estado era una máquina, el éxito de la toma ilegal 
dependía menos de acciones espontáneas y de las condiciones 
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generales del país, que del uso de elementos tácticos y estratégicos 
para el desmantelamiento de sus engranajes.

En vísperas de la II Guerra Mundial y posterior a ella, en lo 
que concierne a América Latina —aunque no sólo en ese espacio 
geográfico— se multiplicó el número de eventos golpistas contravi-
niendo las lecciones clásicas de prudencia y excepcionalidad. El golpe 
sirvió tanto como instrumento para el derrocamiento de regímenes 
dictatoriales y el establecimiento de efímeras democracias, como 
para asegurar el volcamiento a nuevas, aunque más cruentas y pro-
longadas, empresas autoritarias.

Pero desde fines de los años ochenta las transformaciones ope-
radas en el orden internacional (el fin de la Guerra Fría, la des-
integración de la Unión Soviética y las primeras transiciones a la 
democracia en la península ibérica), sumadas al desgaste de los go-
biernos militares o cívico-militares de América Latina, permitieron 
avanzar a la «tercera ola» democratizadora que coincidió, por lo 
menos en la porción latinoamericana, con el infortunado colapso 
de las economías domésticas por la puesta en marcha de políticas 
de ajuste: aunque algunos procesos de la «ola democratizadora» —
más parecida a un maremoto— fueron impulsados por golpes de 
Estado, la reedición democrática supuso un entusiasmo que debió 
combinarse dramáticamente con la crisis económica de la «década 
perdida» (decenio del ochenta) y el ulterior fracaso de las expec-
tativas puestas en los cambios de gobierno e institucionales de la 
democracia en marcha.

El nuevo régimen implicó no sólo cambios formales sino insti-
tucionales y de fondo, adheridos a demandas por la mejora osten-
sible de las condiciones de vida comunes que finalmente fueron 
insatisfechas, de una parte, porque el contexto de crisis impidió su 
materialización y de otra porque los residuos dictatoriales hacían 
imposible llevar a cabo el tránsito radical de un régimen a otro 
sin la revelación constante de enclaves autoritarios cuya superación 
era necesaria para dar paso a la —etapa final de— consolidación 
democrática.
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Las particulares experiencias de los procesos de transición en cada 
país evidencian la ausencia de una regla general para el cambio, no 
obstante estudios comparados hayan permitido el planteamiento de 
hipótesis explicativas generalizadas que ponen en cuestión el radica-
lismo de las aparentes singularidades al establecer rasgos comunes en 
el desarrollo de los procesos individuales. Entre otras, la forma que 
adquirió el ejercicio de las dictaduras en Centro y Suramérica condi-
cionaron también la forma de la transición y el avance más o menos 
intenso y exitoso en el camino hacia la consolidación del régimen de-
mocrático. Cualquiera que haya sido el destino de esa consolidación, 
en el transcurso de las dos últimas décadas del siglo XX quedó clara 
en América Latina la contundente proscripción del recurso de la vio-
lencia para el acceso al poder y el destierro de los gobiernos militares, 
o por lo menos de su más esperpéntica presencia. En lugar del recur-
so violento fueron reforzados los mecanismos institucionales para la 
mejor garantía de realización de elecciones competitivas al punto que 
muchos ex golpistas y otrora dictadores se animaron a participar en 
las urnas en medio de un nuevo ciclo que anunciaba el fin del GE.

Cuando la «bestia» quiso regresar, el rechazo general a los ins-
trumentos de facto se opuso al triunfo de la empresa golpista tenida 
ya por cosa del pasado. En adelante, el lenguaje de corrección polí-
tica más generalmente aceptado e indiscutido simplemente deplo-
raría —no sin razón— todas las vías de hecho, incluso en América 
Latina, donde el legalismo formal parece ser más importante que 
la realidad de las prácticas.

Hay finalmente, en este índice general de reflexiones finales, 
una observación que me parece importante dejar planteada en tor-
no a la relación que parece existir entre el incremento de eventos 
golpistas y el aumento en los niveles de complejidad y burocrati-
zación del Estado. Este hecho se manifiesta especialmente durante 
los siglos XIX y XX, período de máximo florecimiento del GE y 
que coincidiría también con el refinamiento de la técnica golpista. 
Lo anterior permite establecer que no bien adquiere mayor com-
plejidad el Estado, las acciones golpistas aumentan, mientras que 
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su número tiende a reducirse en escenarios en que la fortaleza de 
la unidad política estatal se encuentra mermada: en los tiempos 
de incipiente grado de formación del Estado y de las burocracias 
modernas fueron escasas las manifestaciones del coup d’État, y más 
recientemente el contemporáneo desmantelamiento del Estado 
pareciera indicar que su número tiende a reducirse, cuando no a 
mutar hacia técnicas más sofisticadas para su expresión. Esta «ob-
viedad», creo, merece ser más diligentemente revisada si se quiere 
entender con detalle la relación entre la biografía del Estado y el 
golpe de Estado aquí referida.

4.2 La vía metodológica utilizada en este trabajo parte de una 
doble premisa, a saber: el uso de «viejos» —no tanto por viejos como 
por anquilosados— conceptos para interpretar las complejidades 
actuales es indicativo de una parálisis intelectual que impide reco-
nocer la metamorfosis de lo social; en consecuencia, es necesario 
afinar los instrumentos de estudio para una mejor inteligencia de la 
realidad. Por ejemplo, si el concepto de GE no se hubiese transfor-
mado, habría sido imposible su adaptación a las nuevas formas esta-
tales y complejidades burocráticas y constitucionales. Pero también 
es cierto que calificar a priori como GE cualquier salida irregular 
o situación de desplazamiento de los poderes instituidos, significa 
alargar de tal suerte el concepto que terminaría por transformarse 
en una categoría vacía al disminuir su capacidad explicativa.

La estrategia «tipológica» de Rafael Martínez (2014) adoptada 
aquí, supone fundamentalmente partir de una definición que con-
tenga el mínimo común denominador inalterable del concepto en 
un intento conciliatorio de la clásica y la más actual bibliografía del 
Coupe d’État a efectos de impedir su desnaturalización; luego, a par-
tir estos elementos nucleares, se elabora una categoría central que a 
su vez controla los conceptos radiales o subtipos disminuidos. Estos 
últimos se caracterizan por la presencia de los atributos constan-
tes y necesarios para evitar el alargamiento conceptual, además de 
otros elementos variables o contingentes. En ese sentido, al tiempo 
que no se altera el contenido básico del GE (categoría central), 
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resulta posible incorporar elementos variables o contingentes dan-
do cuenta de un hecho insoslayable: la distinción entre un golpe 
stricto sensu cuya utilidad es controlar los subtipos disminuidos o 
golpes de Estado lato sensu, que si bien son diferentes de la catego-
ría central pertenecen a la misma familia.

4.3 En términos generales, los cambios profundos en los regí-
menes políticos se conocen con el nombre de revoluciones. Duran-
te la época moderna, las revoluciones se caracterizaron, entre otras 
cosas, porque se intentaban adquirir el poder mediante una serie 
de acciones violentas. La fuerza, la guerra civil, la pérdida de vidas 
humanas, todo esto parecía necesario en el proceso de remoción 
del poder de una autoridad determinada, luego de lo cual se ins-
tauraba un nuevo régimen apoyado por esa fuerza revolucionaria.

Entre las muchas lecciones legadas por el siglo XX, también 
nos aportó la siguiente: es posible llevar a cabo un proceso de cam-
bio «revolucionario» no contra la ley, sino precisamente sirviéndose 
de ella. Este concepto fue formulado de manera clara por Carl Sch-
mitt, quien escribía su teoría en el momento en que esta nueva for-
ma revolucionaria estaba siendo desarrollada por el régimen nacio-
nalsocialista. Mediante la acumulación creciente de mayorías en el 
parlamento y ayudados por una interpretación «iuspositivista» que 
permitía la reforma ilimitada de la constitución, el régimen nazi 
pudo establecerse utilizando la ley a su favor y sin haber mediado 
previamente una usurpación violenta del poder. Por el contrario, 
puede decirse que su llegada al poder fue legal y a través de las vías 
previstas en el derecho político del momento.

Schmitt, por su parte, consideró que las constituciones con-
tienen elementos esenciales que no pueden ser modificados me-
diante procedimientos legales ya que esto implicaría la destruc-
ción del orden jurídico-político y su sustitución por uno nuevo. 
Habría que evitar, por tanto, que mediante un proceso de auto 
reforma que puede estar contemplado en la propia constitución 
se realice una sustitución del orden definido por ella misma (Sch-
mitt, 1971; 2006).
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En el caso de América Latina, existen poderosas razones para 
sostener que se está llevando a cabo este proceso de «revolución 
legal» luego de que el proyecto democrático de los años ochenta 
y noventa sobrepusiera mal que bien el constitucionalismo latino-
americano a la «cultura política autoritaria», o lo que es lo mismo, 
redujera las posibilidades de intervención militar e incrementara al 
tiempo el efecto de los arreglos constitucionales en la resolución de 
los conflictos y crisis políticas.

Dos son las circunstancias que actualmente satisfarían tal hi-
pótesis: de una parte, el incremento de los desplazamientos del 
poder ejecutivo (algunos de ellos bajo el expediente del juicio polí-
tico) y, de otra, la reelección presidencial indefinida lograda a tra-
vés de reformas constitucionales. El relevo presidencial cuando es 
conseguido a través del Legislativo (el juicio político es un patente 
ejemplo), expresa un control del poder político por parte del Con-
greso superior al ejercido por el ejecutivo; mientras que las refor-
mas constitucionales llevadas a cabo para la continuidad indefinida 
del ejercicio presidencial expresarían las amplias capacidades del 
poder ejecutivo.90 Esta disputa genética entre los poderes ejecutivo 
y legislativo que en el régimen presidencial corre por cuenta de la 
doble fuente de legitimación (dada la directa escogencia del presi-
dente y del Congreso), puede implicar conflictos tan críticos e in-
tensos que deriven en la disolución o pérdida de capacidad política 
de uno u otro.

Si bien al sistema presidencial le es extraño el principio legal de 
disolución de poderes, la práctica de expulsión de presidentes o diso-
lución del Congreso que se comenta fue —y es— bastante frecuente 

90 Un lugar común de toda caracterización del presidencialismo latinoamericano es la 
hipertrofia del poder ejecutivo, empero las intentonas de reelección presidencial son 
(o fueron) percibidas como trasgresiones al ideal democrático debido a la prohibición 
histórica de reelección de jefes de Estado. Esta tradición constitucional en la región 
no bastó para impedir que recientemente se llevaran a cabo reformas constitucionales 
que lograron la reelección indefinida obstruyendo a futuribles en sus aspiraciones de 
ascenso al poder o fomentando coaliciones políticas a fin de lograr concentración y 
continuismo políticos.
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en América Latina. En lo corrido de 1950 a 2016, ha habido 49 in-
tentos de disolución (cierre del Congreso por parte de presidentes 
o expulsión de presidentes del gobierno por parte del Congreso o 
con el apoyo del legislativo), de los cuales 30 lograron su propósito.91 
En 10 casos el jefe del ejecutivo o los legisladores hicieron uso de 
herramientas constitucionales —fundamentalmente de la década del 
noventa en adelante—, mientras que en la mayoría restante (20 ca-
sos) la disolución se justificó «legalmente», pero se ejecutó mediante 
acción militar (Pérez-Liñán, 2006) por cuenta de la todavía prepon-
derante intervención militar en la resolución de crisis institucionales 
y el recurso frecuente al golpe de Estado militar.

En lo que toca a las exitosas empresas reeleccionistas, un emba-
te reformista regional ha dado rienda suelta a esa reelección bajo el 
expediente de la protección irrefutable a la «voluntad popular» en 
Argentina (1993), Brasil (1997), República Dominicana (2002), Co-
lombia (2004-2009), Honduras (2009-2014), Ecuador (2008-2015), 
Bolivia (2009-2017) y Venezuela (2009). Para «prevenirse» de este 
mal y detener a tiempo los entuertos reeleccionistas fraguados a 
través de reformas constitucionales, fueron habilitadas algunas 
formas institucionales que van desde la creación constitucional de 
cláusulas intangibles expresas (cláusulas pétreas), el uso de normas 
imperativas del derecho internacional o la formulación de límites 
materiales a la reforma constitucional, todos instrumentos que tie-
nen como fin el establecimiento de límites constitucionales insusti-
tuibles (Flórez, 2009) . Con estos instrumentos se logró impedir el 
triunfo de proyectos continuistas del ejecutivo en contextos proclives al 

91 Dice Pérez-Liñán (2006:195) que «el ejecutivo ordenó la clausura del congreso en 
Argentina en 1962, en Brasil en 1966 y 1968, Colombia en 1991, Ecuador en 1970, 
Honduras en 1954, Paraguay en 1959, Perú en 1992, Uruguay en 1973 y Venezuela 
en 1999. De modo similar, la acción legislativa legalizó la expulsión (a través de la in-
tervención militar o de procedimientos constitucionales) de los presidentes de Bolivia 
en 1979, Brasil en 1955 (dos veces), 1964, y 1992, Ecuador en 1961, 1997, y 2000, 
Guatemala en 1957 y 1993, Panamá en 1951, 1955 y 1988, Paraguay en 1954 y 1999, 
Perú en 2000, y Venezuela en 1993»; los casos de Honduras 2009, Paraguay 2012 y 
Brasil 2016, constituyen los tres eventos restantes de destitución presidencial exitosa.



128  •  ¿Fin del golpe de Estado?...

abuso del poder y empeñados en la reelección presidencial. Así —y 
marcando un hito en la jurisprudencia nacional e internacional— 
la Corte Constitucional colombiana, por ejemplo, sacó provecho 
del denominado juicio de sustitución en el escrutinio constitucional 
de un referendo que tenía como propósito cambiar la norma supe-
rior para permitir un tercer mandato presidencial consecutivo.92

Otra fue la suerte de la Constitución hondureña que, tras la 
inaplicación de una de sus disposiciones (¡!) por parte de la Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Honduras, dio 
vía libre en 2015 a la reelección indefinida en el país centroameri-
cano. Esta sentencia constituye un protuberante ejemplo de lo que 
David Landau denomina «constitucionalismo abusivo» (Zúñiga F. 
y Cárcamo, R., 2015), que tiene que ver con el empleo de meca-
nismos o categorías constitucionales para posibilitar importantes 
cambios políticos, como puede ser la declaración de inconstitucio-
nalidad de las normas constitucionales. Otra forma de decir «revo-
lución legal».

El caso de Honduras es en sí mismo una tragicomedia criolla: 
la maniobra golpista del año 2009 tuvo como pretexto la intentona 
de cambio constitucional de Manuel Zelaya que tenía como fin per-
mitir la reelección indefinida. La acción del entonces presidente 
fue repudiada al pretender trasgredir una cláusula pétrea constitu-
cional que impedía la reelección y que el mismo texto sancionaba 
como delito de «traición a la patria». Pero el «malabarista» Zelaya, 
«traidor a la patria», curiosamente se convirtió luego de su salida 
abrupta del poder en «símbolo de la democracia» en América La-
tina. Con todo, lo más paradójico es que en 2015 la Sala Constitu-
cional de la Corte Suprema de Justicia de Honduras, como se dijo, 

92 La Corte, efectivamente, tuvo que resolver, entre muchas, una cuestión fundamental en 
su sentencia a fin de soportar el juicio realizado, a saber: establecer los límites del poder 
de reforma a la Constitución. En su análisis sostiene que, tratándose de una iniciativa 
legislativa para la reforma constitucional, la misma se encuentra sujeta a límites norma-
tivos y competenciales y los poderes instituidos sólo están facultados para reformar y no 
para sustituir la Constitución.
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inaplicó por inconstitucional el mismo límite normativo que impe-
día la reelección, abriendo camino a la posibilidad de la reelección 
indefinida.

De otra parte, y como fue anticipado, también es cierto que en 
la región se ha incrementado la salida de jefes de Estado. Si primero 
eran corrientes las maniobras militares apoyadas por el cuerpo le-
gislativo no se sabe si por fortaleza institucional propia o siguiendo 
la corriente de las dictaduras de entonces, hoy en día es cada vez 
más frecuente la realización, exitosa o no, de juicios políticos. Esta 
estrategia desconocida y sólo puesta en marcha durante los últimos 
años del siglo XX para lograr la salida de presidentes indeseados es, 
según Aníbal Pérez-Liñán, un nuevo patrón de inestabilidad institu-
cional en América Latina que rompe con la ponzoñosa práctica del 
pasado consistente en deponer gobiernos derribando regímenes; el 
juicio político en el marco la «tercera ola» democrática plantea un 
cambio mayúsculo que consiste en deponer gobiernos elegidos de-
mocráticamente manteniendo el régimen (Pérez-Liñán, 2009).

Guardando las apariencias democráticas, se preserva la esta-
bilidad del régimen a pesar de la inestabilidad de los gobiernos. 
En vista del rechazo generalizado de la violencia directa y la con-
secuente merma de la intervención militar en la resolución de los 
conflictos sociales y políticos más acuciantes, las élites políticas se 
vieron impelidas al diseño y aprovechamiento de los recursos ins-
titucionales para sancionar sus decisiones en el marco de la legali-
dad; sin embargo, en muchos casos no queda clara la contribución 
de este original modo de solución de crisis política a los procesos 
de democratización regionales (Pérez-Liñán, 2009), por lo que ha-
brá que cuidarse de celebrar prematuramente la operación regular 
de los juicios políticos como nueva tendencia de solución de dispu-
tas interorgánicas e intraestatales.

De lo corrido de la década del noventa a la fecha, se han lle-
vado a cabo ocho juicios políticos a presidentes de distintas ten-
dencias políticas y con desenlaces variados, según se observa en 
la Tabla 10:
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Tabla 10. Juicio político a presidentes en América Latina (1992-2016).

Presidente País Año Ideología Desenlace

Fernando Collor de 
Mello Brasil 1992 Derecha 

conservadora Destitución

Carlos Andrés Pérez Venezuela 1993 Socialdemócrata Destitución

Ernesto Samper Colombia 1996 Derecha liberal Absolución

Abdalá Bucaram Ecuador 1997 Derecha populista Declaración de 
inhabilidad

Raúl Cubas Paraguay 1999 «Centro» Renuncia

Luis González 
Macchi Paraguay 2002 «Centro» Absolución

Fernando Lugo Paraguay 2012 Izquierda radical Destitución

Dilma Rousseff Brasil 2016 Izquierda 
socialdemócrata Destitución

Fuente: Tomado de Santiago Leiras (2016)

¿Es realmente el juicio político un «golpe legislativo»? Si bien 
el mainstream de la ciencia política cuestiona que los eventos de 
juicio político contra presidentes sean calificados como acciones 
golpistas, entre otras por considerar que la búsqueda de salidas 
institucionales supera las formas de violencia directa con que antes 
eran resueltos los conflictos políticos, también es cierto que un op-
timismo incondicional en el impeachment puede resultar ingenuo y 
peligroso.

Un nuevo tipo de inestabilidad institucional regresó y desper-
tó a la región del sueño de los justos. El juicio político, en tanto 
herramienta para la resolución de crisis, no tiene como finalidad 
«perseguir delincuentes» a la manera de un proceso judicial, sino 
que tiene una naturaleza eminentemente política y es llevado a 
cabo por el órgano político por antonomasia. La finalidad del jui-
cio no es otra que la «protección del Estado» y para ello retira del 
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poder «a quien está haciendo un mal uso de él (es indigno de él)», 
generalmente impidiendo que «pueda volver a retomarlo en el fu-
turo» (Bayard, citado en García, 2004). El impeachment —así como 
el golpe de Estado—, tiene por objetivo el retiro de un poder es-
tablecido, y logra su cometido cuando sanciona con la suspensión, 
destitución e inhabilitación al presidente considerado políticamen-
te responsable. Es cierto que el juicio político y el GE no equivalen 
a una misma institución, pero coinciden en aspectos significativos 
que han llevado a dudar a muchos académicos si el primero —y 
sobre todo su incorporación a una tradición presidencial que le es 
completamente ajena—, no oculta una auténtica esencia golpista, 
por lo menos en sus efectos materiales más inmediatos.

Es muy posible que la diferencia fundamental entre quienes 
rehúsen llamar GE a los actuales desplazamientos del poder ejecu-
tivo y quienes al menos reconocen una posibilidad de amplitud del 
concepto clásico-tradicional —e incluso una extensión controlada 
como la que aquí se sostiene—, estribe en la manera como se ad-
mita la convivencia entre el concepto y las formas contemporáneas 
de la democracia. Si los primeros («negacionistas») suponen un 
contexto impactado positiva y absolutamente por transformaciones 
democráticas, para ellos las conjuras golpistas por el poder sólo 
puedan ser abruptas, violentas y abiertamente transgresoras del 
nuevo orden. Por su parte, si los segundos ponen en duda las rea-
les transformaciones democráticas en el contexto, por eso mismo 
consienten la existencia de prácticas golpistas suficientemente so-
fisticadas en los actuales sistemas políticos y de convivencia —más 
o menos conflictiva— entre ellos. En efecto, las crisis institucionales 
estudiadas obligan a replantearse preguntas como «¿qué tan con-
solidada está la democracia en América Latina?, o ¿existen riesgos 
de regresiones autoritarias en la región?», las mismas que se creían 
superadas (Cerna y Solís, 2012:57).

4.4 Dice Byung-Chul Han (2016) que los antiguos griegos acep-
taban la tortura «como un destino o una ley natural». Se trataba de 
una sociedad sangrienta que sancionaba «la violencia física como 
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medio para un fin» y resolvía sus conflictos mediante el uso de la 
fuerza: «[l]a violencia y su puesta en escena teatral son una parte 
esencial del ejercicio del poder y la dominación» no disimulada 
sino expuesta y visible. Pero el fin de la sociedad premoderna im-
puso un cambio topológico a la violencia. Para la sociedad moderna, 
que es la sociedad «del alma», la violencia no sólo deja de ser una 
herramienta de la comunicación política

sino que va perdiendo legitimidad en casi todos los ámbitos sociales. A 
su vez, se queda sin un espacio de exhibición. Las ejecuciones se desarro-
llan en lugares a los que no tiene acceso la comunidad pública. La pena 
de muerte deja de ser un espectáculo […] En vez de mostrarse con os-
tentación, la violencia se esconde pudorosa. Aun así, sigue ejerciéndose, 
aunque no se exponga públicamente […] Se retira a espacios mentales 
íntimos […], subcomunicativos, subcutáneos, capilares. Se desplaza de lo 
visible a lo invisible; de lo directo, a lo discreto; de lo físico, a lo psíquico; 
de lo material, a lo mediado; de lo frontal, a lo viral. Su modo de acción 
ya no pasa por la confrontación, sino por la contaminación; no hay ata-
ques directos, sino infecciones subrepticias (Han, 2016:18-19).

Las muertes por inyección letal son menos grotescas que la gui-
llotina, pero ambas son irresistibles actos de autoridad que tienen 
el mismo efecto simbólico: la custodia del poder. El uso de me-
canismos más asépticos y menos violentos parece más a tono con 
nuestro destino civilizatorio. Pero higiénicas prácticas políticas ense-
ñan, entre otras cosas, que el conflicto es tan irrenunciable en la 
vida pública como en la privada y constituye, de hecho, como dice 
Han, «corazón normativo de la cultura democrática».

Estamos dispuestos a resistir los golpes de Estado como expre-
sión de una violencia pasada, superada por la ingeniosa confección 
de mecanismos legales, ¿pero estos últimos son material y teleo-
lógicamente distintos de los pretendidos por la empresa golpis-
ta? Es decir, ¿se trata de revoluciones cuya virtud consiste en la 
posibilidad de ser efectuadas sin muestras ostentosas de violencia, 
proscribiendo la barbarie y siguiendo las apariencias del rito legal? 
Apoyada sobre máquinas políticas ingeniosas, las disputas por el 
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poder político se mantienen y aún no parece escribirse el obituario 
del GE, cuya estrategia adaptativa mediante las llamadas «nuevas 
modalidades» ha servido a esta práctica centenaria para mantener-
se viviente.
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